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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	08-6840-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Nicole Elise Kater
	02-05-08
	PRISION PREVENTIVA EN CASOS DE EXTRADICION

-Artículos 11 y 12 del Tratado de Extradición entre Costa Rica y Estados Unidos de Norteamérica. 

Las normas impugnadas disponen de forma obligatoria y como única opción de medida cautelar, la prisión preventiva indefinida para el imputado por la causa de extradición. 

	08-6921-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Juan Abel del Carmen Piedra Camacho
	05-05-08
	APELACION NO INTERRUMPE PAGO DE PENSION ALIMENTARIA.

-Artículo 21 párrafo segundo de la Ley de Pensiones Alimentarias. 

La norma señala que la pensión alimentaria fijada por el juez, será ejecutable, aún cuando no se encuentra firme. 



	08-6966-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Elías José Lizano Jarquín
	06-05-08
	ACUERDO DE JUNTA DIRECTIVA DEL ICE

- Acuerdo de Junta Directiva de la sesión 5758 del Instituto Costarricense de Electricidad del 25 de setiembre del 2006. 

En el acuerdo citado se dio autorización y aprobación al proyecto de Ley General de Telecomunicaciones. 



	08-7012-0007-CO

Consulta Legislativa


	Rocío Aguilar Montoya

Contralora General de la República


	06-05-08
	LEY DE SEGUROS

- Proyecto de la Ley Reguladora del Mercado de Seguros. Expediente Legislativo No. 16305.



	08-7078-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Bayron Zamora Casasola
	06-05-08
	CALIFICACION JURIDICA DIFERENTE QUE PUEDE HACER EL TRIBUNAL.

-Artículo 365 párrafo segundo del Código Procesal Penal. 

-La norma impugnada señala que el Tribunal podrá dar al hecho una calificación jurídica diferente de la acusación o querella, o aplicar penas más graves o distintas de las solicitadas. Se acusa que el artículo impugnado se refiere a una nueva calificación a la que el imputado no ha tenido derecho de defensa.  



	08-7033-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Ricardo Hilje Quirós
	07-05-08
	PLAZO DE APELACION EN PROCESOS SUMARIOS. REGLAS DE NOTIFICACIONES JUDICIALES.

-Artículos 430 párrafo 1 y 428 párrafo 3 del Código Procesal Civil.

-Interpretación y aplicación judiciales a procesos distintos del abreviado y el artículo 12 de la Ley de Notificaciones. 

-Omisión de la Corte Suprema de Justicia de regular y  ofrecer el servicio de advertencia de notificación previsto por el artículo 16 de la Ley de Notificaciones. 

-Artículo 6 de la Ley de Notificaciones. 

-Omisión del Reglamento para el uso del fax como medio de notificación en los Despachos Judiciales. Aviso 14-96 publicado en el Boletín 238 del 11 de diciembre de 1996. 

Las normas impugnadas regulan el plazo de apelación del proceso abreviado, que deberá interponerse dentro de los tres días siguientes al de la notificación de todas las partes. Considera que el plazo de tres días es muy corto. 

Asimismo, se impugnan los efectos de la notificación automática, cuando el medio de notificaciones escogido imposibilite la notificación por causas ajenas al despacho. Acusa que no se permite señalar para notificaciones dos medios electrónicos (como dos números de fax o un fax y una dirección electrónica en forma simultánea (para el caso de que uno de ellos imposibilite la notificación) y que la Corte no ha ofrecido el servicio de advertencia de notificación.



	08-7053-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Rafael Villalta Fernández
	07-05-08
	REGIMEN DE PENSIONES PARA DIPUTADOS

-Artículos 1 y 5 inciso a) de la Ley No. 7605 del 2 de mayo de 1996, ley que deroga el Régimen de Pensiones de los Diputados y reforma al Régimen de Pensiones del Poder Judicial. 

La norma impugnada señala que los diputados quedarán incluidos en el  Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, para calcular su derecho de pensión. Se acusa que se estableció la adscripción obligatoria para los diputados y ex diputados, violando con ello derechos adquiridos de quienes ya tenían consolidad el derecho de pertenencia al Régimen de Pension de la Ley 7302.

 

	08-7079-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Fabián Gustavo  Torres Solano
	07-05-08
	PAGO DE PENSION ALIMENTARIA EN FORMA RETROACTIVA.

-Resolución NO. 120-055 de la Sala Segunda de las 9:00 horas del 22 de febrero del 2005. 

- Artículo 3 de la Ley 8101 de Paternidad Responsable de abril del 2001. 

La norma cuestionada señala que declarada la paternidad, la obligación alimentaria del padre respecto del hijo o hija se retrotraerá a la fecha de presentación de la demanda y se liquidará en el proceso alimentario correspondiente, mediante el trámite de ejecución de sentencia. 



	08-7075-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Laura Bonilla Herrero y otro.

Aros de Bicicleta Costa Rica SA


	07-05-08
	PLAN REGULADOR DEL CANTON DE BELEN

- Transitorio del Plan Regulador del Cantón de Belén, tomado por acuerdo del Consejo Municipal de Belén, en el artículo cinco de la sesión ordinaria No. 16-2997, celebrada el 13 de marzo del 2007. Publicado en La Gaceta No. 59 del 23 de marzo del 2007. 

En la norma impugnada se suspenden inmediatamente, en  general, el otorgamiento de disponibilidad de agua y permisos de construcción, a los proyectos de desarrollo habitacional, comercial e industrial, en condominios o urbanización, por el tiempo necesario para actualizar y poner en ejecución el nuevo plan regulador para el cantón de Belén, a la luz de los nuevos elementos conocidos. 



	08-7121-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Alexander Vargas Rojas
	08-05-08
	LIMITE MAXIMO DE UNA PENA DE PRISION. 

-Ley 7389 publicada en La Gaceta No. 83 del 02-05-1994, que reformó los artículos 51 y 76 del Código Penal. 

Considera el accionante que hubo irregularidades legislativas en la aprobación de la ley. 



	08-7138-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	William Hayden Quintero

Gerente General del Banco Nacional de Costa Rica. 


	08-05-08
	BENEFICIO DEL PAGO DE ANTIGÜEDAD A LOS FUNCIONARIOS DEL BANCO NACIONAL EN CONVENCION COLECTIVA.

-Artículo 49 de la undécima reforma a la quinta Convención Colectiva del Banco Nacional de Costa Rica. 

La norma impugnada crea un derecho al pago por antigüedad a los funcionarios del BNCCR, luego de transcurrido el plazo de servicio a la institución, sin que su disfrute esté asociado a méritos alcanzados, sino a la simple obtención de calificación de satisfactorio en la calificación anual, conjuntamente se les reconoce el aumento por anualidad, por lo que se retribuye por un mismo extremo dos veces. 



	08-007181-0007-CO
Acción de  Inconstitucionalidad


	Carlos Alberto Salas Bolaños

Apoderado Derivados de Maíz Alimenticio 
	09-05-08
	COBRO DE INTERESES POR HONORARIOS NO CUBIERTOS PARA PROFESIONALES EN DERECHO

-Artículo 11 del Decreto #20307-J de marzo de 1991 reformado por el Decreto #22308-J del 15 de junio de 1993.

Alega el accionante que esta norma de rango inferior no puede fijar un interés al establecido por Código Civil establece que el interés debe ser fluctuante cuando no se haya fijado por las partes el interés u otra ley no lo haya hecho.



	08-007188-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Berny Ramírez Morales


	09-05-08
	LIMITE DE PENSION POR INVALIDEZ PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD

-Artículo 3 del Reglamento del Seguro de Invalidez Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social.

Argumenta el accionante que el artículo establece un límite de acceso a la pensión por invalidez, afectando a personas con discapacidad que cumplen con todos los requisitos establecido bajo el supuesto de que reciben una indemnización por riesgos profesionales o seguros en materia de tránsito, debiendo agotar el monto de la póliza para que la CCSS proceda a brindar la pensión por invalidez. 



	08-7190-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Emma María Sandoval Juárez
	09-05-08
	REQUISITO PARA TRASPASO DE PENSION

-Artículo 9.1 inciso a) del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la C.C.S.S.

Alega que le fue negada la pensión por viudez, porque no existió convivencia de forma continua y bajo el mismo techo, por cuanto había una separación. 

	08-7334-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Gianluca Sassu
	13-05-08
	REQUISITOS DE INCORPORACION AL COLEGIO DE PSICOLOGOS.

- Artículo 9 inciso b) del Reglamento del Colegio Profesional de Psicólogos de Costa Rica. 

La norma impugnada señala que para la incorporación al Colegio, los extranjeros deben presentar la cédula de residencia libre de condición.



	08-7435-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Arnulfo Carmona  Martínez
	14-05-08
	DECLARATORIA DE INHABILITACION COMO NOTARIO

- Artículos 4 inciso e) y 24 inciso e) del Código Notarial

-Por conexidad los artículos 140 y 148 del Código Notarial. 

-Resoluciones de las 8:30 horas del 26 de abril del 2007 y resolución 2008-598 de las 9:00 horas del 23-4-2008, dictadas por la Dirección Nacional de Notariado, en el expedien te 07-000302-624-NO, que es un proceso de inhabilitación por pérdida de la vigencia de la Función Notarial. 

Las normas impugnadas establecen el impedimento para ser notarios públicos a las personas declaradas en quiebra, concurso civil o interdicción, mientras no sean rehabilitadas 



	08-7486-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Marco Antonio Meneses Granados

Vidriera Centroamericana SA


	15-05-08
	REVALUACIONES DE ACTIVOS FIJOS

-Artículo 19 incisos a) y b) de la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributaria. No. 8114 del 04 de julio del 2001.

-Artículo 8, numeral 15 inciso b) subincisos b.1 y b.2 del Reglamento a la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributaria. Decreto Ejecutivo No. 29643-H del 10 de julio del 2001. 

-Articulo 1 apartado c.4 de la Resolución administrativa de la Dirección General de  Tributación, número 52/01 de las 8:00 horas del 06 de diciembre del 2001.

Las normas impugnadas eliminaron la facultad que tenía el contribuyente para revaluar los activos fijos para efectos fiscales, con lo cual, considera que se niega la posibilidad de llevar sus bienes productores de rentas gravables, a su valor real. Considera que el sujeto pasivo de la obligación tributaria, está determinando su impuesto sobre las utilidades con fundamento enana base imponible ilusoria. 

 

	08-7528-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Mariano Castillo Bolaños
	16-05-08
	PLAZO PARA DIVORCIO POR MUTUO CONSENTIMIENTO

-Artículo 48 inciso 7 del Código de Familia. 

La norma establece que para que el divorcio por mutuo consentimiento se de, debe esperarse tres años de celebrado el matrimonio. 

	08-7603-0007-CO

Consulta Judicial
	Juez Penal Juvenil de San Carlos


	19-05-08
	PROCEDIMIENTOS CONTRA MENORES DE EDAD.

- Artículo 164 de la Ley de  Tránsito No. 7331. Reformado por ley No. 8431 del 10 de diciembre del 2004. Publicado en la Gaceta No. 254 del 28-12-2004.

Si alguno de los imputados es menor de edad, el juzgado remitirá el testimonio de piezas al juzgado penal juvenil, antes de 6 meses de la fecha consignada en la boleta y continuará el procedimiento, respecto de quienes sean penalmente imputables. No se especifica que tipo de procedimiento se establecerá contra el menor de edad.



	08-7711-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Edgard Joseph Gauthier
	21-05-08
	PLAZO DE SUSPENSION DEL PROCESO.

-Artículo 202 inciso 2 del Código Procesal Civil. 

La norma señala que iniciado un proceso penal, la decisión de éste influya necesariamente en la decisión del civil. Esta suspensión no podrá durar más de dos años, al cabo de los cuales se reanudará el proceso. No obstante, no se decretará la suspensión si se rindiera garantía suficiente para responder por todo lo que se obtenga de la sentencia y de las costas que se causaren. Considera el recurrente que el plazo es inconstitucional y que el proceso debe suspenderse mientras dure el proceso penal. 

 

	08-7802-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Cristian  Roy Cortés Vargas
	22-05-08
	LIMITACIONES PARA CONOCER ASUNTOS UNA VEZ COCLUIDA LA RELACION LABORAL.

- Artículo 62 del Código de Deberes Jurídicos, M orales y Éticos del Profesional en Derecho. 

La norma impugnada establece que cuando un abogado o abogada haya cesado labores en la judicatura o en alguna institución pública estatal o no estatal, no deberá patrocinar asuntos que hubiese conocido en carácter de funcionario,  durante el plazo de un año no podrá patrocinar asuntos que deben ser resueltos en la oficina u órgano donde laboró.

 

	08-7829-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Rodrigo Johanning Quesada
	23-05-08
	NORMATIVA SOBRE TRAFICO DE MENORES

-Artículos 184 bis, 374 y 376 del Código Penal. 

Las normas señalan que será reprimido con prisión a quien tenga a su cargo a personas menores de edad sujetos a adopción y se castiga el tráfico de menores. Señala los artículos impugnados no fueron consultados al Patronato y que son ambiguas.

 

	08-7881-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Elizabeth Chinchilla Fonseca y otros.

Movimiento Nacional de Personas con Discapacidad. 


	26-05-08
	PRORROGA DE APLICACIÓN DE LA LEY 7600

-Decreto Ejecutivo No. 33872-S. Publicado en La Gaceta No. 144 del 26 de julio del 2007.

El Reglamento impugnado otorga un plazo de hasta cuatro años, para adaptar infraestructura de negocios y lugares públicos al acceso de personas con discapacidad, si se presentan planes remediales, los que consideran que constituye una burla a la Ley 7600. 



	08-7911-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Mauricio García Hernández

Asesorías ASEPRO DE CENTROAMERICA S.A.
	26-05-08
	SANCION DE INHABILITACION PARA CONTRATAR CON EL ESTADO IMPUESTA A EMPRESAS

-Artículo 100 inciso a) de la Ley de Contratación Administrativa. No. 7494 del 02 de mayo de 1995.

-Artículo 215 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Decreto Ejecutivo No. 33411-H del 27 de setiembre del 2006, reformado por el artículo 1 del Decreto 33758 del 02 de mayo del 2007 y por el artículo 1 del Decreto 33860 del 29 de mayo del 2007. 

Se acusa que las normas impugnadas permiten la sanción de inhabilitación para contratar con la administración por un período de dos a diez años. El Reglamento señala que la sanción puede ser de apercibimiento o inhabilitación.  



	08-7913-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Elizabeth Fonseca Corrales y otros
	26-05-08
	LEY DE FORTALECIMIENTO DE LAS ENTIDADES DEL SECTOR DE TELECOMUNICACIONES.

-Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector de Telecomunicaciones. Expediente Legislativo No. 16397.



	08-7937-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Anette Verley Alexander.
	26-05-08
	COBRO POR SERVICIO DE AGUA EN LIMON

-Modificación del artículo 5 del Reglamento de Cobro Administrativo y Judicial. 

-Artículo 48 del Reglamento de  Prestación de Servicios a los Clientes, en relación con el procedimiento de suspensión de los servicios que presta el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Aprobado por acuerdo de Junta Directiva del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, en sesión ordinaria NO. 2006-028 del 23-05-2006 y publicado en La Gaceta No. 106 del 02 de junio del 2006. 

-Contra el cobro por consumo de Alcantarillado que se cobra a los abonados de la provincia de Limón. 

Se acusa que existe una multa de un 2% mensual sobre el monto de la deuda, por el atraso en el pago de servicios de agua y que en Limón, además de la multa se suspende el servicio de agua. Considera que el cobro por desconexión y reconexión son inconstitucionales, además del cobro por alcantarillado que se hace en la provincia. 

                    

	08-7986-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Gladis Elizabeth  Trigueros Umaña
	2705-08
	PROHIBICION DE NOMBRAMIENTO POR RAZONES DE PARENTESCO.

- Artículo 58 del Estatuto de la Asociación de Educadores Pensionados, conocida como ADEP. 

La norma impugnada impide que los asociados que tengan parentesco de consanguinidad o afinidad, puedan acceder y ocupar un puesto de elección en la Junta Directiva Central en forma conjunta.

 

	08-8018-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Rodrigo Loría Arias
	27-05-08
	AUMENTO DE COMBUSTIBLES REALIZADO POR DECRETO. 

- Artículo 3 de la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributaria. No. 8114.

-Decreto Ejecutivo No. 34504-H. Publicado en La  Gaceta No. 87 del 06-05-2008

Mediante las normas  impugnadas, se actualiza trimestralmente el monto del impuesto único, conforme la variación del índice de precios al consumidor, se cuestiona el que se haga por Decreto, pues considera que es algo que no debe delegar el Poder Legislativo. 



	08-8051-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Ronald Solís Bolaños y otros
	28-05-08
	CONVENIO DE OBTENCIONES VEGETALES

-Ley 8635 del 06 de marzo del 2008. Ley que aprueba el Convenio Internacional para la protección de Obtenciones Vegetales. Publicada en La Gaceta No. 83 del 30-04-2008. 

Se acusa que en los trámites de aprobación de la ley, se violaron las normas de procedimiento parlamentario, las normas de los artículos 6 y 7 del Convenio 169 de la OIT. 



	08-8050-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Flor Díaz Prudencio
	28-05-08
	DERECHO A RECIBIR DOS PENSIONES O SALARIO Y PENSION.

- Artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones. 

Las normas impugnadas señalan que no se puede desempeñar un cargo público y recibir pensión. Señala que se le suspendió la pensión por sucesión de su esposo. 

 

	08-8090-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Viviana Montero Conejo
	29-05-08
	LIMITES DE EDAD PARA ORDEN DE APREMIO POR PENSION ALIMENTARIA.

-Artículo 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias. 

La norma señala que de incumplirse el deber alimentario, podrá liberarse orden de apremio corporal en contra del deudor moroso, salvo que sea menor de quince años o mayor setenta y uno. 



	08-8089-0007-CO

Consulta Judicial


	Juez del Tribunal de Trabajo del II Circuito Judicial. 
	29-05-08
	PENSIONADOS DEL REGIMEN DE LA CCSS ESTAN EXENTOS DE LA CONTRIBUTACION OBLIGATORIA A LA SEGURIDAD SOCIAL.

-Artículo 1 de la Ley 6230 del 2 de mayo de 1978, que interpreta el artículo 2 de la Ley No. 5905 del 26 de mayo de 1976. 

La norma señala que los pensionados del régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, quedan exentos de la contribución obligatoria al Seguro de Enfermedad y Maternidad, dando así un privilegio a los pensionados del régimen de la CCSS, del cual no gozan los pensionados de otros regímenes de pensiones. 



	08-8121-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Ileana Henchoz Bolaños
	30-05-08
	JURISPRUDENCIA SOBRE FECUNDACION IN VITRO

-Jurisprudencia de la Sala Constitucional que rechaza la posibilidad de fecundación in Vitro en Costa Rica. Sentencias: 2306-00, 6685-01, 2792-04.


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	08-04706-0007-CO

2008-07680
	07-05-08
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. MELODIA IMPORTACIONES Sociedad Anónima, en contra del párrafo segundo del artículo 215 del Reglamento de Contratación Administrativa. Se rechaza de plano la acción.-



	08-03268-0007-CO

2008-07681
	07-05-08
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Multiservicios La Sabana Sociedad Anónima, en contra del Reglamento número 28220-MINAE-H. Se rechaza de plano la acción.-


	08-03673-0007-CO

Voto 2008-07682
	07-05-08
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Talleres de Servicios Múltiples Automotrices Hermanos Gutiérrez Sociedad Anónima, en contra del artículo 22 y 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa, número 7494. Se rechaza de plano la acción.-



	08-05133-0007-CO

Voto 2008-07683


	07-05-08
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alessandro Malaguti en contra del Informe número DFOE-SM-119-2007 de la Contraloría General de la República comunicado mediante oficio número 14988 de fecha 17 de diciembre de 2007, y relativo al Plan Regulador del Sector Costero de Punta Castilla y las Concesiones otorgadas por la Municipalidad de La Cruz. Se rechaza de plano la acción.-



	08-02259-0007-CO

Voto 2008-07684
	07-05-08
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Transportes Tico Viajes Sociedad Anónima, en contra de la omisión en aplicación del artículo 323 del Código de Comercio, y otro. Se rechaza de plano la acción.-



	08-00733-0007-CO

Voto 2008-07685
	07-05-08
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alcalde Municipal de Aguirre en contra de la Ley número 8611. Se rechaza por el fondo la acción.-


	08-00778-0007-CO

Voto 2008-07686
	07-05-08
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Isabel Salazar Álvarez en contra del artículo 3 de la Ley de Correos, número 7768. Se rechaza por el fondo la acción.-



	05-03749-0007-CO

Voto 2008-07687
	07-05-08
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gerardo Vargas Leiva y otros en contra del artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Se declara sin lugar la acción.-

Los Magistrados Calzada, Armijo y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción.-



	02-07435-0007-CO

Voto 2008-07688
	07-05-08
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jonatán Canales Hernández en contra de la Ley Reguladora del Transporte Remunerado de Personas en Vehículos Automotores. Se rechaza de plano la acción.-

En cuanto a la acción 02-007435 los Magistrados Mora Mora y Sosto López salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	04-12348-0007-CO

Voto 2008-07689
	07-05-08
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación de Ejecutivos Bancarios del Banco Nacional de Costa Rica, Roberto Antonio Coto Rojas, en contra de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. Por mayoría, se declara sin lugar la acción número 04-012348-0007-CO. Los Magistrados Mora y Vargas salvan el voto y rechazan de plano dicha acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Sosto salvan el voto y declaran inconstitucional el artículo 30 de la Ley 8422. Por unanimidad, se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad número 05-002415-0007-CO, anulando la frase: "... y su descripción. Se entienden, por menaje de casa, únicamente los artículos domésticos y la ropa de uso personal propio, de su cónyuge, su compañero o compañera, de sus hijos y de las demás personas que habiten con el funcionario...", del artículo 29 inciso 2) letra d) de la Ley No. 8422 “Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública”. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	08-02249-0007-CO

Voto 2008-07690
	07-05-08
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia en lo referente al Recurso de Revisión de Rosa Madrigal Soto. Se evacua la consulta planteada en el sentido de que la simple ausencia o incumplimiento de requisitos formales para ocupar un cargo específico por parte de los jueces que integran un tribunal penal, no implica por sí misma, una lesión al derecho del acusado al debido proceso. Devuélvase el expediente objeto de esta consulta al Tribunal de origen para que continúe con el trámite correspondiente.-



	08-07012-0007-CO

Voto 2008-07892
	09-05-08
	A las doce horas con diez minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Rocío Aguilar Montoya como Contralora General de la República, respecto del proyecto “Ley Reguladora del Mercado de Seguros”, expediente legislativo número 16.305. Acumúlese esta consulta a la que bajo expediente número 08-006668-0007-CO se tramita ante esta Sala.-

	08-06739-0007-CO

Voto 2008-08258
	14-05-08
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodrigo Johanning Quesada en contra del artículo 374 del Código Penal. Se rechaza de plano la acción.-



	08-05963-0007-CO

Voto 2008-08259
	14-05-08
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Francine Campos Rodríguez y otro en contra de los artículos 256, 437 y 440 del Código Procesal Penal de 1996, vigente a partir de 1998. Se rechaza de plano la acción.-



	07-13350-0007-CO

Voto 2008-08260
	14-05-08
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mario Ulate Murillo en contra del artículo 23, inciso f), de la Ley Orgánica del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos. Se rechaza de plano la acción.-



	07-12479-0007-CO

Voto 2008-08261
	14-05-08
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Erick Ramos Fallas en contra de la jurisprudencia del Tribunal de Casación Penal que deniega el recurso de apelación, y por omisión Ley de Extradición. Se declara sin lugar la acción.-



	07-13110-0007-CO

Voto 2008-08262
	14-05-08
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Giovanni Herrera Alvarado, como Representante Legal de la Oficina Local del Patronato Nacional de la Infancia en Paquera, en contra de los artículos 4 inciso a) y 5 inciso b) del Reglamento de Servicio de Transporte Estudiantil en los Centros Educativos Públicos, Decreto Ejecutivo número 29023-MEP, publicado en el Diario Oficial La Gaceta número 208 del 31 de octubre de 2000. Se declara con lugar la acción y, por ende, son inconstitucionales los artículos 4 inciso a) y 5 inciso b) del Reglamento del Servicio de Transporte Estudiantil en los Centros Educativos Públicos, Decreto Ejecutivo N° 29023-MEP, publicado en el Diario Oficial La Gaceta N° 208 de 31 de octubre de 2000. Esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de emisión de las normas que se anulan, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese al Poder Ejecutivo. Notifíquese.-

Los Magistrados Mora y Cruz declaran sin lugar la acción e interpretan conforme la norma cuestionada.-

Los Magistrados Vargas, Sosto y Abdelnour ponen nota.-



	07-03885-0007-CO

Voto 2008-08263


	14-05-08
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Constructora Belén Limitada en contra del artículo 367.2, inciso h), de la Ley General de Administración Pública, y otros. Se adiciona la sentencia número 2007-017969, de las catorce horas y cuarenta y nueve minutos de doce de diciembre de dos mil siete, en el sentido de que las normas impugnadas tampoco lesionan el principio de igualdad.-



	08-03692-0007-CO

Voto 2008-08675
	21-05-07
	A las dieciocho horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fanny María Gutiérrez Rodríguez en contra del artículo 80 del Código de Trabajo, y otro. Se deniega el trámite a esta acción.-



	08-05524-0007-CO

Voto 2008-08676
	21-05-07
	A las dieciocho horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Genaro Gutiérrez Reyes en contra del Decreto Ejecutivo número 34312-MP-MINAE del 06 de febrero de 2008, publicado en La Gaceta número 31 del 13 de febrero de 2008. Se deniega el trámite a esta acción.-

	06-08369-0007-CO

Voto 2008-08713
	23-05-08
	A las nueve horas con seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fideicomiso Baulas en contra del Reglamento de Zonificación del Distrito Cabo Velas, Sector Costero. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el Reglamento de Zonificación Distrito Cabo Velas dictado por el Concejo Municipal de Santa Cruz, publicado en La Gaceta No. 127 del 3 de julio de 2006. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia del Reglamento anulado, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese al accionante, a la Municipalidad de Santa Cruz y a la Procuraduría General de la República.-

El Magistrado Armijo pone nota.-



	08-05640-0007-CO

Voto 2008-08728
	23-05-08
	A las nueve horas con veintiún minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jaime Tellini Cordero en contra de la Ley número 6914 del 28 de noviembre de 1983 publicada en La Gaceta número 241 del 21 de diciembre de 1983. Reforma a la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, que afecta los artículos 15 y 16 de la Ley número 17 del 22 de octubre de 1943. Se rechaza de plano la acción.-



	08-02033-0007-CO

Voto 2008-08729
	23-05-08
	A las nueve horas con veintidós minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fabián Leandro Marín en contra del Transitorio único de la Ley General de Policía, número 7410. Se rechaza de plano la acción.-



	08-03674-0007-CO

Voto 2008-08730
	23-05-08
	A las nueve horas con veintitrés minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Manuel Gutiérrez Gómez en contra del Acuerdo de la Municipalidad del Cantón Central de Cartago contenido en el artículo 35 del Acta número 94-07 del 24 de julio de 2007. Se rechaza de plano la acción.-



	07-16111-0007-CO

Voto 2008-08731
	23-05-08
	A las nueve horas con veinticuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Hotelera Bonanza Sociedad Anónima, en contra de los artículos 8, punto 2, y 44 de la Ley de Impuesto sobre la Renta en su interpretación dada por la Dirección General de Tributación y la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. Se rechaza por el fondo la acción en relación con el artículo 8 punto 2 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. En lo demás, continúese con el trámite de la acción.-


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	07-16419-007-CO


	José Merino del Río contra el artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, adicionado por medio del Acuerdo Legislativo No. 5020 del 08-11-99.  

Resolución de 14:50 horas del 17 de abril del 2008.

Boletines  Nº 87, 88 y 89 del 07, 08 y 09 de mayo del 2008.


	MOCION PARA FIJAR PLAZOS DE VOTACION

El artículo se impugna en cuanto a la existencia de vicios sustanciales en el procedimiento parlamentario seguido en la tramitación del expediente que le dio origen. Aduce el actor, que el texto de la norma fue alterado con posterioridad a su aprobación definitiva por el plenario legislativo y sin la participación  de un órgano legislativo competente para ello, pues  el texto aprobado por el plenario establece textualmente que: “Artículo 41 bis.- Moción para fijar plazos de votación. (…) e) (…) En todo caso, si vencido el plazo de los dos meses no se hubiese cumplido con las seis sesiones mínimas de discusión…”. No obstante lo anterior, pese a que dicho texto ya había sido aprobado en forma definitiva, posteriormente, se le realizó una modificación de fondo, mediante la cual se sustituyó  la frase que indica un plazo de “dos meses” por un plazo de “veintidós sesiones”.   Alega que en el expediente legislativo en el que se tramitó la reforma, no consta registro alguno que indique que antes de la votación final del texto, la Asamblea aprobara la introducción de este cambio sustancial. Indica que el cambio es sustancial, toda vez, que puede ser mucho más corto el plazo de dos meses que el plazo de veintidós sesiones, ya que el Plenario puede realizar hasta dos sesiones por día de lunes a viernes, por lo que el plazo de veintidós sesiones, puede agotarse en menos de tres semanas, reduciéndose con ello los tiempos de debate parlamentario en perjuicio de la participación de las minorías. Indica que se modificó el texto del acuerdo legislativo después de haberse configurado la voluntad de los representantes del pueblo,  por lo que el procedimiento en la tramitación del expediente legislativo número 13.661, que dio origen a la adición de un artículo 41 bis al Reglamento Legislativo, presenta vicios que lesionan el principio democrático. Finalmente, reclama que lo anterior vulnera el principio de Publicidad, dado que en el Diario Oficial La Gaceta se publicó un texto diferente al que efectivamente votó y aprobó el Plenario Legislativo.   

	08-4072-007-CO


	Alvaro Sagot Rodríguez y Daniela Cordero Campos, contra el artículo 21 del Reglamento de Procedimientos del Tribunal Ambiental Administrativo. Decreto Ejecutivo No. 34136-MINAE.

Resolución de 14:50 horas del 18 de abril del 2008.

Boletines  Nº 87, 88 y 89 del 07, 08 y 09 de mayo del 2008.


	ACCESO A EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO EN EL TRIBUNAL AMBIENTAL ADMINISTRATIVO

El artículo se impugna en cuanto establece que solo las partes y sus representantes, así como cualquier abogado tendrán derecho en cualquier fase del procedimiento, a examinar, leer y fotocopiar el expediente.  Consideran que esto impide la posibilidad de que cualquier persona pueda tener acceso a un expediente que contiene información sobre denuncias ambientales, el cual es de relevancia e interés nacional, pues de conformidad con la Ley Orgánica del Ambiente, lo que investiga el Tribunal Ambiental Administrativo, constituyen delitos de carácter social y en ese tanto, toda la información debe ser pública y no limitarse como lo hace la norma impugnada.  Aducen que en este caso, es vía reglamento que se limita a los periodistas o a diferentes organizaciones ambientalistas el acceso a los expedientes para conocer las denuncias, salvo que sean parte activa o un profesional en Derecho, lo cual estiman inconstitucional, por cuanto violentan los principios de democracia participativa.  Mencionan que el artículo 50 de la Constitución Política, crea la acción popular en materia ambiental que expone un acceso irrestricto a procesos administrativos y judiciales donde se discutan violaciones a la norma ambiental. Indican que según el artículo 30 constitucional, se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público, por lo que el Reglamento impugnado también vulnera esa garantía, ya que consideran que este es un caso de excepción, pues si bien se juzga a una persona o grupo, la relevancia de lo ambiental, supera cualquier derecho particular, aunque se puedan imponer sanciones, que en todo caso son administrativas, pero conllevan repercusiones para todas las personas y los ciclos vitales de los diferentes ecosistemas donde los humanos contribuyen a la formación de la opinión pública, por lo que no deben imponerse restricciones para tener acceso a la información. Finalmente, aseguran que al permitir que cualquier abogado pueda tener acceso al expediente, pero impedir que un ciudadano común lo haga, establece una limitación y diferencia en razón de la profesión, lo cual contraviene lo establecido en el artículo 33 de la Constitución Política.

	08-6164-007-CO


	Samuel Rabinovich Dyner en su condición de representante con poderes suficientes de Centrocel Inc., Sociedad Anónima para que se declare inconstitucional el artículo 38 del Reglamento General de Contratación Administrativa, Decreto Ejecutivo número 33411-H del 27 de setiembre del 2006.

Resolución de 15:50 horas del 21 de abril del 2008.

Boletines  Nº 91, 92 y 93 del 13, 14 y 15 de mayo del 2008.


	GARANTIA DE PARTICIPACION INSUFICIENTE EN CONTRACION ADMINISTRATIVA.

La norma se impugna en cuanto permite subsanar y modificar uno de los elementos substanciales de la oferta, como lo es la garantía de participación. La norma permite ampliar o modificar el plazo de su vigencia cuando aquella hubiese sido rendida en forma insuficiente en tiempo y monto. Ello lesiona los principios rectores de la contratación administrativa y con ello, el artículo 182 constitucional. 

	07-16899-007-CO


	Vera Violeta Jiménez Roldán en su condición de apoderada generalísima sin límite de suma de Henry Allen Dixon, para que se declare  inconstitucional el artículo 11 del "Reglamento de Captación de Plazo del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, aprobado en la sesión extraordinaria número 3653 del 5 de octubre de 1999 y publicado en La Gaceta número 210 del 29 de octubre de 1999.

Resolución de 10:45 horas del 24 de abril del 2008

Boletines  Nº 91, 92 y 93 del 13, 14 y 15 de mayo del 2008.


	PRESCRIPCION DE DEPÓSITO BANCARIO

La norma se impugna porque el Banco Popular y de Desarrollo Comunal (BPDC) se negó a reembolsar a su representado el importe de un certificado de depósito a plazo adquirido por este último, junto con los respectivos intereses, aduciendo que había transcurrido el período de prescripción. Considera el accionante que existen principios fundamentales en nuestro ordenamiento, basados no únicamente en la legalidad, sino en la justicia, la equidad, y la moral, que en el caso particular han sido claramente violentados. El derecho a la propiedad privada, que nuestra Constitución protege, ha sido burlado con la aplicación del criterio bancario de no devolver el dinero invertido. Su representado ha sido despojado de un patrimonio económico, que con esfuerzo fue ahorrando. No se trata de la misma situación de un crédito no cobrado, por ejemplo un pagaré o una letra de cambio, sino de un dinero entregado al Banco de los trabajadores, para una inversión, con la certeza de que dicha institución velaría por sus intereses. Existe además el principio de que "ninguna persona está obligada a lo imposible"; en el caso particular, su poderdante no vive en nuestro país, razón por la cual le era imposible viajar a renovar o cancelar el depósito en cuestión. Se trata de un dinero por el cual el Banco ha tenido una ganancia, que mantuvo incluso una vez que el depósito se venció dado que dicho dinero permaneció en poder del Banco más de cuatro años luego de su vencimiento. Además, debe tomarse en consideración que el plazo de prescripción establecido por el Banco no es equitativo ni se ajusta con otros principios de prescripción que establece nuestra normativa; plazos de prescripción que incluso son superiores y en los casos de que se adeudan a terceros e incluso a entidades bancarias. Afirma que, "en el caso particular de don Henry, que no es deudor bancario, el plazo es de dos años". Por principio legal establecido en nuestro Código Civil, todo derecho y su correspondiente acción prescriben en diez años, plazo que se debería aplicar en el caso particular de los depósitos a plazo no cobrados. Concluye indicando que la aplicación de un plazo de dos años de prescripción atenta contra el articulo 45 de la Constitución, al privar al cliente de su patrimonio, aplicando una norma bancaria desajustada con respecto de los otros plazos de prescripción que operan dentro de nuestro ordenamiento e incluso para situaciones donde la prescripción opera para deudas.  

	08-05768-007-CO


	Oldemar Ramírez Espinoza en su condición de Subsecretario General del Sindicato de Inspectores de la Caja Costarricense de Seguro Social, para que se declare inconstitucional el artículo 25 del Estatuto de Servicio de la Caja Costarricense de Seguro Social.
Resolución de 16:15 horas del 29 de abril del 2008.

Boletines  Nº 103, 104 del 29 y 30 de mayo del 2008.


	NOMBRAMIENTOS EN PUESTOS DE JEFATURA EN LA CCSS

La norma se impugna en cuanto establece que la Gerencia de la Entidad podrá prescindir de las disposiciones incluidas en el Estatuto -que regula todo lo referente a la carrera administrativa en la Institución- en los nombramientos de jefes y subjefes de las distintas unidades de trabajo, lo cual implica una vulneración de los principios de equidad, igualdad y razonabilidad en relación con los inspectores de leyes y reglamentos de la Caja Costarricense de Seguro Social y para el resto del personal de la Institución, en cuanto al nombramiento de las plazas de jefatura o subjefatura, en las distintas unidades de trabajo. Aduce el accionante que la norma cuestionada es de carácter general, sin discriminar si se trata de nombramientos en plazas de confianza o de aquellas sometidas al régimen institucional vigente en materia de selección y ascenso de personal. Refiere que con base en esa norma, la Gerencia Financiera y las otras Gerencias de la Institución, a solicitud de las jefaturas, han procedido al nombramiento de personas en puestos de jefatura a nivel de subárea, a pesar de que no son puestos de confianza, nombrando personas con un considerable menor tiempo, preparación académica y experiencia, en contraposición a una cantidad importante de profesionales de amplia y limpia trayectoria y con preparación académica y experiencia superior, sin convocatoria a un concurso interno y menos externo de las plazas vacantes y de manera consecuente sin la participación abierta, objetiva y transparente de otros funcionarios de la Dirección de Inspección y a nivel institucional; para que con base en las variables debidamente ponderadas de idoneidad, antigüedad y récord laboral, se obtengan los nominados a los cargos, al tenor de lo que establece el artículo 66 de la "Normativa de Relaciones Laborales" que regula las relaciones laborales entre los trabajadores y la Caja Costarricense de Seguro Social. La Administración infringe con la aplicación de la norma cuestionada, el principio de igualdad, pues otorga un trato discriminatorio a cada uno de los posibles candidatos. Se impide a la Institución garantizar a sus funcionarios, de conformidad con los recursos institucionales, condiciones laborales de ascenso profesional y salarial sustentadas en los principios de equidad e igualdad de oportunidades, calidad, producción y dedicación sostenidas.

	08-6355-007-CO


	Orlando Soto Enriquez en su condición de representante de Vista Sociedad de Fondos de Inversión Sociedad Anónima, para que se declaren inconstitucionales los artículos 157 incisos 1), 6) y 18), 158 incisos 2) y 4), 159 incisos 14), 15) y 21) y 160 incisos 3), 5) y 6) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores. 
Resolución de 15:45 horas del 09 de mayo del 2008
Boletines  Nº 103, 104 del 29 y 30 de mayo del 2008.


	SANCIONES A EMPRESAS

Las normas se impugnan por los siguientes motivos: El artículo 157,  incisos 1), 6) y 18) se impugna en cuanto contiene disposiciones abiertas, a saber, realizar ‘actividades ajenas al objeto legal o reglamentariamente autorizado’, ‘irregularidades esenciales que dificulten conocer la situación patrimonial o financiera de la entidad o las operaciones en que participen’, ‘inviertan en cualesquiera activos distintos de los autorizados legalmente’, que no describen de forma concreta las conductas descritas como ‘infracciones muy graves’. El inciso 6) no define que es un vicio o irregularidad ‘esencial’, lo que deja su determinación en manos de las autoridades. Las normas impugnadas no cumplen los principios de tipicidad, proporcionalidad y racionalidad, tutelados por el artículo 39 de la Constitución Política, pues no definen conductas sino que las delegan en reglamentos dictados por el Conassif o la Sugeval, algunos de los cuales aún no han sido dictados. El artículo 158 incisos 2) y 4), establece sanciones totalmente desproporcionadas cuya aplicación, más que sancionar, puede llevar a la quiebra de una empresa. El artículo 159, incisos 15, 18 y 21 se impugna en cuanto no describe las conductas consideradas graves, pues las delega en el texto de los artículos 64, 71 inciso d) o 84 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, disposiciones que tampoco las definen. Por su parte, el artículo 160 incisos 3), 5) y 6) establece una pena fija, sin ningún tipo de gradación, lo que hace que las sanciones sean desproporcionadas y provoquen arbitrariedades.  


	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	07-003724-0007-CO

Voto Nº 2007-012845

	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por Ricardo Mora Cooper y Andrea Bogantes Rivera contra el artículo 30 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.  Boletín Judicial No. 103 del 29 de mayo del 2008.


	07-013901-0007-CO

Voto Nº 2008-00056

	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por Rocio Aguilar Montoya contra el artículo 16 inciso 22 de la Ley 7097 de 18 de agosto de 1988, publicada en el alcance n 25 a la Gaceta N 166 del 1 de septiembre de 1988, Ley de Presupuesto Extraordinario. Boletín Judicial No. 103 del 29 de mayo del 2008.

	05-012789-0007-CO

Voto Nº 2007-011627

	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por Emilio Arana Puente contra el artículo 7 del Reglamento de Máquinas para Juegos, Decreto Ejecutivo número 8722-G, del trece de junio de mil novecientos sesenta y ocho. Boletín Judicial No. 103 del 29 de mayo del 2008.

	05-012789-0007-CO

Voto Nº 2007-011154

	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por Emilio Arana Puente contra el artículo 7 del Reglamento de Máquinas para Juegos, Decreto Ejecutivo número 8722-G, del trece de junio de mil novecientos sesenta y ocho. Boletín Judicial No. 103 del 29 de mayo del 2008.
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AMBIENTE 

9042-08. CONTAMINACIÓN GENERADA POR BOTADERO DE BASURA DE NARANJO Manifiesta el recurrente que se ordene clausurar el «botadero de basura» de Naranjo. Sostiene que éste contamina el ambiente e incluso un río que desemboca en el Tárcoles, ya la basura no tiene ningún tipo de tratamiento. Presentó denuncias ante el Ministerio de Salud y ante el Tribunal Ambiental Administrativo, pero han mantenido una actitud tolerante. Considera lesionados el derecho eficiencia de la administración y a un ambiente sano.  Se declara con lugar el recurso. Se condena a la Municipalidad de Naranjo y al Estado al pago de los daños y perjuicios ocasionados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

9064-08. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL OCASIONADA POR EMPRESA DE PLOMO. Manifiesta el recurrente que la  empresa Recuperadora Nacional de Plomo S.A., produce contaminación ambiental al  emitir  un gas a la atmósfera perjudicial para la salud de los habitantes producto de la combustión al procesar el plomo, que incluso se infiltra en sus hogares y provoca a los habitantes varios malestares a nivel respiratorio, que dicha industria mantiene en funcionamiento un motor, durante las veinticuatro horas del día, lo que perturba el descanso de los residentes de la localidad. Finalmente, indica que la Recuperadora contamina, con sus desechos, el margen del río Tiribí.   Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al  Ministro de Ambiente y Energía y  a la Ministra de Salud, que, inmediatamente y de manera conjunta, lleven a cabo todas las actuaciones necesarias para que se solucione el problema de contaminación del área de protección del río Tiribí, provocado por la operación de la empresa Recuperadora Nacional de Plomo S.A. en Curridabat. Sobre el tema se citan las sentencias 3705-93, 180-98.  CL Parcial

9052-08. CONTAMINACIÓN SONICA PROVOCADA POR TALLER INDUSTRIAL. Acusa la recurrente que a pesar de las denuncias presentadas contra  el  "Taller Rodríguez", que es un local dedicado a taller de enderezado y pintura, ubicado  en una zona residencial, que provoca contaminación sónica, expele olores nauseabundos por mantener en el lugar a cinco perros y un caballo y está en riesgo  de incendio, por la presencia de tanques de acetileno  y el almacenamiento de sustancias  inflamables,  así como por la falta de extintores en el local; las autoridades de salud le otorgaron permiso sanitario de funcionamiento pese que no se cuenta con estudio de impacto ambiental, y tampoco se realizó una inspección dentro del local, a fin de verificar que éste cumpliera los requisitos y condiciones  mínimas necesarias para garantizar que su funcionamiento no implicara un peligro para la salud de los vecinos. Se declara con lugar el recurso por violación a los artículos 21 y 41 de la Constitución Política. Se ordena al Alcalde Municipal de Naranjo, que coordine las acciones  pertinentes para que se investigue, resuelva  y comunique si el taller Rodríguez, que colinda con la vivienda de la amparada, reúne las condiciones de construcción necesarias para ese tipo de actividad; y en caso negativo, tome las medidas pertinentes en resguardo de la salud de los vecinos del lugar y del medio ambiente. Deberá gestionar y comunicar lo resuelto a la amparada,  dentro del plazo de un mes contado a partir de la comunicación de esta resolución. CL

9033-08. FALTA DE ALCANTARILLADO GENERA QUE AGUAS NEGRAS SE DESBORDEN. Acusa el recurrente que a pesar de que al construirse en el año 2007 el Relleno Sanitario en la Comunidad de El Huazo, así como una serie de obras complementarias necesarias para su instalación, se utilizó maquinaria pesada en la carretera que conduce al mencionado relleno que produjo un hundimiento de terreno cerca de su casa y se quebró un tubo, razón por la que empezaron a brotar las aguas negras y fecales de la urbanización; a la fecha las autoridades no han resuelto el problema, a pesar de que al atender sus demandas, el Director del Área de Salud de Desamparados verificó la situación e indicó que había un grave problema de salud por los peligros de infecciones y epidemias. Se declara parcialmente con lugar el recurso.  En cuanto a la Alcaldesa y el Presidente ambos del Concejo Municipal de la Municipalidad de Desamparados así como el  Director del Área Rectora de Salud de Desamparados por violación a los artículos  27 y 41 de la Constitución Política. En cuanto a la Municipalidad de Aserrí por violación al artículo 21 de la Constitución Política. Se ordena a quienes sean o ocupen el puesto de  Presidente y  de Alcalde, ambos de la Municipalidad de Aserrí  lo siguiente: a) Que de inmediato inicien las gestiones correspondientes para solventar el problema generado por la falta de mantenimiento del alcantarillado sanitario en la Comunidad El Huazo de Aserrí, para lo cual deberán adoptar las medidas presupuestarias correspondientes. Tomen nota el Presidente de Acueductos y Alcantarillados y  la Directora del Área Rectora de Salud de Aserrí, de lo dicho en el último considerando  de esta sentencia, en lo que atañe a su competencia. En cuanto al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillas y la Directora del Área Rectora de Salud de Aserrí, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

8713-08. PROTECCIÓN PARQUE NACIONAL MARINO LAS BAULAS. Acción de Inconstitucionalidad contra el Reglamento de Zonificación del Distrito Cabo Velas, Sector Costero. El Reglamento se impugna en cuanto indica que con la creación del Parque Marino las Baulas se ha intentado proteger la anidación de la Tortuga Baula en las playas Grande, Ventanas y Langosta, tanto en su parte costera como marina, lo que se ve afectado con la promulgación de la reglamentación impugnada, toda vez que se parte de premisas falsas como que el parque solamente protege un área marina, fundado en un dictamen de la Procuraduría General de la República, ante la consulta realizada por el Departamento Legal del Ministerio del Ambiente y Energía respecto del vocablo utilizado en la Ley de creación del parque relativo a la expresión "aguas adentro".  Que en Playa Tamarindo se ha dado un desarrollo desordenado y no planificado que afecta por contaminación lumínica, sónica y ambiental al parque en forma general y la anidación de la tortuga, ante la gran presión ejercida por el creciente desarrollo turístico, ya que el reglamento que se ataca justifica la realización de infraestructura sin criterios de sostenibilidad y sin estudios técnicos, autorizando construcciones en sus límites, sin importar el impacto ambiental irreversible. La Sala declaró en forma unánime que el mencionado Reglamento de Zonificación infringe el Derecho de la Constitución, así como las normas del derecho internacional vigentes en el país y legales relativas a la protección de la fauna, el ambiente y el patrimonio natural de la Nación, que impone la obligación de adoptar las medidas necesarias para conservar el hábitat de la tortuga baula, y aquellas áreas que por sus condiciones y características son un destino natural para su anidación y desove.  También establece el Tribunal que es competencia del Ministerio del Ambiente y Energía vigilar y ordenar las actividades humanas que se realicen en la zona marítimo terrestre según la definición contenida en la Ley número 6043, que comprenda la zona costera definida en el Reglamento de Zonificación anulado, área geográfica que comprende la totalidad de la porción terrestre que integra el Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste, lo anterior con el objeto de garantizar la preservación de la referida especie marina. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula el Reglamento de Zonificación Distrito Cabo Velas dictado por el Concejo Municipal de Santa Cruz, publicado en La Gaceta No. 127 del 3 de julio de 2006. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia del Reglamento anulado, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. El Magistrado Armijo pone nota. CL
8122-08. CLAUSURA DE  VERTEDERO DE BASURA A CIELO ABIERTO EN EL CACAO DE SANTA CRUZ DE GUANACASTE. Señala el recurrente que el Tribunal Ambiental Administrativo dispuso modificar la medida cautelar dictada previamente, de conformidad con la cual se ordenó la clausura total y definitiva del vertedero de basura a cielo abierto en la comunidad de Cacao de Santa Cruz, Guanacaste, para en su lugar permitir la construcción de una celda temporal a fin de disponer adecuadamente de los desechos sólidos generados por la comunidad.   Estima que dicha resolución es violatoria del debido proceso, pues al existir sentencia firme no se puede variar dictando la eliminación de una medida cautelar, ya que es una medida que se tomó al inicio del proceso de forma provisional en resguardo de intereses tutelados por el ordenamiento jurídico para evitar un daño ambiental mayor. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. SL   

7789-08. INCUMPLIMIENTO DE OBRA EN CAUCE DEL RÍO OROSÍ. El recurrente presenta recurso de amparo argumentando el incumplimiento de ejecución de obras de prevención de desastres naturales y riesgo ambiental por parte de sujeto de derecho privado concesionario Quebradores H y E de Orosi S.A. la cual es responsable de los trabajos, así como omisión de fiscalización por parte de la autoridad pública que debe velar por la realización de las obras. En este caso concreto, se aprecia que la Dirección de Geología y Minas ordenó a la empresa Quebradores H y E de Orosi S.A. la realización de diferentes obras de remediación relacionadas con la protección del cauce del río y la prevención de desastres y que la empresa recurrida se encuentra realizando las labores ordenadas por la Dirección de Geología, así como que dicha dependencia administrativa ejerce su labor de fiscalización de las obras, con lo cual se observa el respeto a los deberes de protección al ambiente en los términos que ha sido definido por la Sala, y no se constata violación a derecho fundamental alguno del recurrente ni desatención a las obligaciones del Estado en materia de protección al ambiente, por lo que el recurso debe ser declarado sin lugar. SL.

7838-08. ESTACIONAMIENTO DE VEHÍCULOS FRENTE A PROPIEDAD PRIVADA DEMARCADA CON FRANJA AMARILLA. Señalan los recurrentes que sobre calles 5 y 7, avenida 22, de la ciudad de San José, donde tienen su residencia, se estacionan vehículos pesados a la espera de una ficha para el servicio de pesaje de camiones en el Plantel del Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Dichos vehículos se estacionan desde las 8:00 de la noche hasta las 7:00 de la mañana del día siguiente, con el agravante que, durante todo ese tiempo de sueño, producen ruido excesivo provocado por conversaciones (a veces irrespetuosas), música que sale de los vehículos, el motor de los camiones que se mantienen encendidos, todo en perjuicio de quienes habitan en los alrededores del lugar. Indican que, adicionalmente, el aparcamiento de vehículos se hace en una zona delimitada por franja amarilla, violentándose con ello lo dispuesto en el artículo 95 inciso g) de la Ley de Tránsito. Los recurrentes llevan razón en su queja, pues está fuera de duda que hay un problema de contaminación sónica. Se declara con lugar el recurso en contra de la Ministerio de Obras Pública, la Dirección General de Tránsito, el Consejo Nacional de Vialidad y el Departamento de Pesos y Dimensiones. Se ordena a la Ministra de Obras Públicas y Transportes, al Director General de Tránsito, al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad y Director del Departamento de Pesos y Dimensiones, o a quienes ocupen esos cargos, disponer, en el plazo de tres meses, contados a partir de la notificación de esta sentencia, lo necesario para evitar el estacionamiento de vehículos que deben presentarse ante el Departamento de Pesos y Dimensiones, en calles públicas donde existan casas de habitación. CL 

ASAMBLEA LEGISLATIVA
7687-08. PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. REGLAMENTO. Acción de  Inconstitucionalidad contra el artículo 208 bis del Reglamento Interno de la Asamblea Legislativa. El artículo impugnado sujeta el procedimiento para la creación de procedimientos especiales para la formación de la ley, al trámite y aprobación de una moción de orden, que se conocen inmediatamente después de presentados y para explicarlas se tiene un plazo de 5 minutos. Considera que el procedimiento no respeta los principios de orden democrático. Sobre el tema se citan las sentencias 398-05, 2901-07, 4569-08. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Calzada, Armijo y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción. SL
COLEGIOS PROFESIONALES
9021-08. CONTRATACIÓN DE FISCALIZADORES DE INVERSION. Alegan los recurrentes que el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos ha promulgado el Reglamento Especial para el Registro y Regulación de los Inspectores Fiscalizadores de Inversión y Calidad en Obras del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda publicado en La Gaceta número 53 del catorce de marzo del dos mil ocho mediante el cual se obliga a todas las entidades autorizadas del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda,  a contratar únicamente a profesionales fiscalizadores de inversión designados por ese colegio. Consideran que el procedimiento utilizado para promulgar ese reglamento, es lesivo de los derechos de sus representadas en vista de que no se les dio audiencia previa antes de publicarlo, tampoco se ha creado el Registro de Fiscalizadores de Inversión, ni se han impartido los cursos que se estipulan en el reglamento impugnado. Consideran que el Colegio recurrido se extralimitó con ese reglamento dado que para todo crédito que otorguen las entidades,  se les obliga a contratar únicamente a fiscalizadores de Inversión nombrados  por ese Colegio profesional. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

COMERCIO
9053-08. REVOCATORIA DE PERMISO DE FUNCIONAMIENTO SIN DEBIDO PROCESO. Manifiesta el recurrente que hace más de quince años es propietario y administrador del negocio comercial Mini Soda el Seguro, ubicada bajo las gradas del segundo piso de la Clínica Doctor Ricardo Jiménez Núñez, en Goicoechea. Alega el recurrente que mediante la tramitación de un proceso administrativo emitido por la Directora de la Unidad Médica del Área de Salud de Goicoechea,  en donde alega que no se le dio debido proceso. En este caso consta, que se revoca el permiso de funcionamiento del negocio y los recursos fueron declarados sin lugar por extemporáneos, sin que se indiquen los plazos con que cuenta el interesado para recurrir de la resolución. Sobre el tema, si citan las sentencias 15-90 u 9201-07. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula la resolución administrativa N° 086-08-DIR de las 8:00 horas del 01 de febrero de 2008. CL
CONTRATOS O LICITACIONES
7688-08. FUNCIONES DE LA CONTRALORIA EN MATERIA DE APROBACION DE CONTRATOS DE TRANSPORTE PÚBLICO. Acción de Inconstitucionalidad. Jonatán Canales Hernández en contra de la Ley Reguladora del Transporte Remunerado de Personas en Vehículos Automotores. La norma se impugna en cuanto de conformidad con el artículo 140 inciso 19) de la Constitución Política y el artículo 5 de la Ley de la ARESEP, la explotación de los servicios públicos es monopolio del Estado, el cual puede darla a los particulares  mediante un contrato de concesión. Tal contrato, para ser eficaz, debe contar con la aprobación de la Contraloría General de la República. En ese sentido, la norma impugnada está cercenando ilegítimamente atribuciones propias de la Contraloría en cabeza de una institución descentralizada, que no tiene competencia para controlar los procedimientos de contratación administrativa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia la acción se rechaza por falta de legitimación. Se rechaza de plano la acción. En cuanto a la acción 02-007435 los Magistrados Mora Mora y Sosto López salvan el voto y declaran sin lugar la acción. RP
DERECHO A LA EDUCACIÓN

8986-08. CLAUSURA DEL PROGRAMA DE TELESECUNDARIA. Manifiesta el recurrente que desde hace varios años, en la comunidad Indígena de Cabagra en Buenos Aires de Puntarenas, propiamente en la localidad de San Rafael, se desarrolla, por parte del Ministerio de Educación Pública, un sistema de telesecundaria para décimo y undécimo año, con estudiantes indígenas que, por situaciones socioeconómicas no pueden desplazarse a otros lugares a fin de recibir lecciones en otros Centros Educativos.  Que el Ministerio de Educación no abrió para el presente curso lectivo  la Telesecundaria, para décimo y undécimo año, dentro del territorio indígena de Cabagra. Con base en las consideraciones dadas se declara sin lugar el recurso. Sobre el tema se cita la sentencia 3700-07. SL

9049-08. NIEGAN INGRESO DE ALUMNO A CENTRO EDUCATIVO POR CAUSA PENAL. Manifiesta el recurrente  que al menor amparado se le investiga en la Fiscalía Penal Juvenil de San José, que en dicho proceso no se le impuso ningún tipo de medida cautelar, sin embargo las autoridades competentes del centro educativo recurrido se enteraron de la investigación de referencia, motivo por el cual, han negado la entrada del menor a la Institución. Que como un requisito para permitir el ingreso del menor al centro educativo, las autoridades del Liceo exigieron a sus padres copia del expediente que se tramita en la jurisdicción penal juvenil, situación a la cual, los padres se negaron,  a lo cual le manifestaron que se había acordado mantenerle los trabajos en la casa de habitación y que aún no se le iba a permitir el ingreso al Liceo. Que  los padres del menor se presentaron al Colegio a fin de solicitar la entrada del amparado, recibiendo como respuesta que no, que solamente le iban a permitir "ponerse al día" y hacer los trabajos en la casa, más no recibir lecciones de manera normal. Se declara con lugar el recurso únicamente por la ausencia de plazo en la medida precautoria aplicada. Se ordena a la Directora y Orientadora del Liceo recurrido, que dentro del plazo de quince días, contados a partir de la comunicación de esta resolución, definan las acciones y medidas a implementar en un plazo razonable para completar la adecuación curricular de acceso del menor amparado a fin de lograr su plena reinserción al proceso educativo, lo que deberá comunicarse al amparado y a sus padres. CL Parcial

8951-08. NIEGAN INGRESO A MAESTRIA. Manifiesta la amparada que estima ilegítima la actitud del Profesor Coordinador de la Maestría en Derecho Constitucional de la Universidad Estatal a Distancia de no aceptar sus atestados por no poseer el título original de Licenciada en Derecho, a pesar de que portaba una certificación original de egresada, extendida por la Universidad Cristiana del Sur. Se declara sin lugar el recurso por cuanto a la recurrente se le atendió su gestión, se le recibieron sus atestados, mismo que fueron valorados por la Comisión de la Maestría en Derecho Constitucional, la cual determinó de una forma objetiva, basada en la falta de cumplimiento de requisitos que  la gestión de la recurrente no era admisible hasta tanto ella no presentara todos los requisitos solicitados. SL

8628-08. SUSPENSIÓN. Manifiesta el amparado que el Comité Disciplinario del Colegio recurrido resolvió suspenderlo por un período de 15 días naturales y rebajarle un total de 19 puntos en la nota de conducta, por ser el responsable de vigilar la puerta para informar si llegaba algún funcionario de la institución. Al imponer la sanción, se sustentaron en los artículos 81 y 86 del Reglamento de Evaluación de los Aprendizajes del Ministerio de Educación Pública, el cual está derogado por Decreto Ejecutivo #31635-MEP. Alega falta al debido proceso. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la imposición al amparado del rebajo de la nota de conducta de 19 puntos y la suspensión de las actividades escolares por 15 días. Sobre el tema se citan las sentencias 11443-06,5418-06,15829-07,16970-07. CL

8614-08. ATRASO EN ENTREGA DE TITULO. Manifiestan los recurrentes  que ingresaron  a la Carrera de Derecho en la Universidad Cristiana del Sur, siendo que cumplieron con el programa de estudios, la presentación y aprobación de la Tesis para optar por el grado de Licenciatura en Derecho.  Señalan que aún y cuando desde el dieciocho de abril de dos mil siete se egresaron de la Universidad no se les ha hecho entrega del título correspondiente.  Alegan que el Director Ejecutivo de la Universidad recurrida les informó en forma verbal el dieciocho de abril de dos mil siete que los títulos serían confeccionados y entregados en un plazo de dos meses, plazo que ha sido superado en gran manera.  Mencionan que tal retraso les ocasiona un grave perjuicio profesional, económico, moral y psicológico.  Acotan que en varias oportunidades se ha comunicado con el Director Ejecutivo a efecto de tener razón sobre los títulos, siendo que dicho personero le manifestó que los títulos se encontraban en el Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada en estudios;  que al realizar una consulta ante el Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada sobre el retraso en el refrendo de los títulos, se les indicó que a esa institución no han ingresado para refrendar ningún título a  su nombre. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a   la Presidenta de la Junta Administrativa de la Fundación Universidad Cristiana del Sur  y al   Director de Registro de la Universidad Cristiana del Sur, o a quienes en sus lugares ejerzan los cargos, informar a los recurrentes sobre los requisitos pendientes para obtener sus respectivos títulos académicos, lo anterior en el improrrogable plazo de quince días, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL

8262-08. REQUISITOS PARA BENEFICIARIOS DEL SERVICIO DE TRANSPORTE ESTUDIANTIL. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 4, inciso a) y 5, inciso b) del  Reglamento del Servicio de Transporte Estudiantil en los Centros Educativos Públicos Decreto Ejecutivo N°29023-MEP. Las normas se impugnan únicamente en cuanto de manera automática impiden el reconocimiento del servicio de transporte estudiantil gratuito a los estudiantes que han reprobado los cursos del año lectivo anterior o que tengan calificaciones inferiores a setenta, sin atender a las condiciones particulares del menor, si lo son de orden socio-económicas o problemas personales que requieren atenciones especiales tales como adecuaciones curriculares, etc., lo que hace que las disposiciones sean arbitrarias y contrarias al Derecho de la Constitución, en tanto con la eliminación de este beneficio, se perjudica en forma abierta y directa el acceso a la educación y permanencia en el sistema educativo, en tanto la normativa impugnada produce una odiosa discriminación que hace la diferencia más grande  y que no cumple ningún fin, al negar una ayuda que resulta esencial para muchos. Se declara con lugar la acción y, por ende, son inconstitucionales los artículos 4 inciso a) y 5 inciso b) del Reglamento del Servicio de Transporte Estudiantil en los Centros Educativos Públicos, Decreto Ejecutivo N°29023-MEP, publicado en el Diario Oficial La Gaceta N°208 de 31 de octubre de 2000. Los Magistrados Mora y Cruz declaran sin lugar la acción e interpretan conforme la norma cuestionada. Los Magistrados Vargas, Sosto y Abdelnour ponen nota.-

CL
8165-08. CLAUSURA DEL PROGRAMA DE EDUCACIÓN ABIERTA. Manifiesta la recurrente que la autoridad recurrida cerró por razones administrativas, el proyecto de educación abierta Diques 2 de Cartago, para madres adolescentes. Indicaron que el proyecto tiene más de cinco años de funcionar en la escuela de la comunidad de Manuel de Jesús Jiménez. Detalla que siempre se han realizado los trámites de apertura para el funcionamiento de la sede, en beneficio de los usuarios, con la oferta educativa establecida. Afirma que son más de quince madres de familia adolescentes las que se benefician del programa y que el Instituto Mixto de Ayuda Social de Cartago les ayuda con una beca. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a en sus condición de Ministro, Directora Administrativa de la Dirección Regional de Enseñanza de Cartago, y Asesor Supervisor de Educación del Circuito 05 de Cartago, todos del Ministerio de Educación Pública, o a quienes en sus lugares ejerzan esos cargos, que, inmediatamente, lleven a cabo todas las actuaciones necesarias, para que se garantice la continuidad del proceso educativo de los amparados. CL

8161-08. NIEGAN CERTIFICACIÓN DE CALIFICACIONES PARA TRASLADO POR MANTENER DEUDA CON CENTRO EDUCATIVO. Manifiesta el recurrente  que ingresó al colegio recurrido a concluir parte del curso de octavo año y continuó el curso lectivo dos mil siete en el grado noveno. Indica que el año pasado realizó los exámenes del Ministerio de Educación y los correspondientes al último trimestre del colegio, aprobando los primeros y conducta, y reprobando cuatro materias de los segundos. Que se presentó al colegio a solicitar certificaciones de las notas obtenidas en los exámenes del Ministerio de Educación Pública, así como las del colegio, lo anterior para trasladarse de institución, sin embargo, en esa oportunidad se le indicó que sus notas se encontraban retenidas por no haberse cubierto el total del saldo adeudado. Agrega que se está trasladando de institución, no obstante, el colegio recurrido se niega  a otorgarle sus notas. Aduce que resulta improcedente que en el centro contra el cual recurre se le deniegue la entrega de la certificación de las calificaciones obtenidas en noveno año porque sus padres tienen deudas pendientes en dicho colegio. Según consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. CL

8172-08.  ENTREGA DE CERTIFICADO DE ESTUDIOS. Manifiesta el recurrente que fue estudiante por once meses de la Escuela Centroamericana de Informática (ESCADI) y al momento de suscribir el contrato del curso acordó una cuota mensual de veinticinco mil colones; sin embargo, con el transcurrir de las lecciones comprobó que sus compañeros que llevaban el mismo curso cancelaban diez mil colones menos que él, por lo que dejó de pagar, y ahora que ha finalizado el curso, las autoridades de la escuela recurrida no le quieren dar el certificado porque según ellos les adeuda dos meses. Al considerar que esta negativa de entregarle el certificado vulnera sus derechos, pide que se declare con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al representante legal de la Escuela Centroamericana de Informática (ESCADI), entregar de manera inmediata al recurrente el certificado de estudios requerido, salvo que razones académicas indicaran que el estudiante no cumple con los requisitos para ello. CL
8143-08. COBRO DE DERECHOS Y REQUISITOS DE GRADUACIÓN. Manifiesta el recurrente que cursó la carrera de Mercadeo en la Universidad Latinoamericana de Ciencia y Tecnología (ULACIT), siendo que cumplió con todos los requisitos académicos para la obtención del grado de Licenciatura.  Indica que las autoridades de la Universidad recurrida pretenden cobrarle por concepto de derechos y requisitos de graduación la suma de ¢ 76.600,00, que comprende 3 fotografías, la cena para el graduando y el alquiler de la toga y el birrete.  Se encuentra disconforme con la suma cobrada dado que resulta desproporcional, malestar que externó a las autoridades recurridas, no obstante, se le indicó que tales aranceles se encuentran aprobados por el CONESUP.  Considera que lo actuado por las autoridades Universitarias recurridas violenta sus derechos fundamentales por cuanto se le exige el pago de determinados rubros a los cuales por su condición económica no le puede hacer frente, así como, se le limita la obtención y entrega de su título de Licenciatura en Mercadeo. Según consideraciones de la Sala se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO A LA INFORMACIÓN
8772-08. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE. Manifiesta el recurrente que presentó ante la autoridad recurrida, formal solicitud para que se le suministraran fotocopias del expediente disciplinario abierto en su contra, por una presunta falta, cometida el mes de agosto del 2007. Aseguró que para la fecha de interposición del recurso de amparo, no se le había notificado algo al respecto, por lo que estimó lesionado su derecho de acceso a la información administrativa, tutelado por el artículo 30 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe de Servicios Generales (Limpieza y Seguridad) del Hospital Dr. Enrique Baltodano Briceño, o a quien en su lugar ejerza ese cargo, que entregue de inmediato y a costa del amparado la copia certificada del expediente del procedimiento disciplinario instaurado en su contra, la cual solicitó el 18 de marzo del 2008, y se encuentra en la Unidad e Recursos Humanos. CL

9093-08. NIEGAN FOTOCOPIA DE PERMISO DE USO DE SUELO. Alega el recurrente que solicitó ante el Instituto Costarricense de Electricidad en Puntarenas, una copia del permiso extendido por la Municipalidad de ese cantón, a un administrado, el cual, a su vez, sirvió de requisito para la instalación del servicio eléctrico en zona pública los días 27 y 28 de diciembre del 2007. No obstante, el Coordinador del Instituto recurrido, le indicó que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 24 de la Constitución Política, dicha información no le sería proporcionada, pues, de lo contrario, se estaría invadiendo la esfera privada del abonado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, consta que la información requerida por el recurrente no reviste carácter privado, en cuanto se refiere al otorgamiento de un permiso extendido por la Corporación Municipal de Puntarenas a efecto de llevarse a cabo una actividad en la zona pública. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Coordinador de la  Agencia del Instituto Costarricense de Electricidad en Puntarenas o a quien en su lugar ocupe el cargo que proceda, de inmediato, a proporcionarle al recurrente la información requerida el día 27 de febrero del 2008 a costa de éste. Sobre el tema se cita la sentencia 2120-03. CL
8942-08. CITA PARA ACCESO A EXPEDIENTES. Indica el recurrente que solicitó una cita vía correo electrónico, para ser atendido en la ventanilla del Colegio de Abogados de la Dirección General de Migración y Extranjería, la cual fue otorgada para el 17 de abril del 2008 y además, que por cada cita únicamente puede consultar tres expedientes, independientemente, que sean estos localizados o no en el archivo. Por lo descrito, estima lesionado su derecho de acceso a la información administrativa, al trabajo y, al buen funcionamiento de los servicios públicos.  Con base en las consideraciones dadas se declara sin lugar el recurso. Sobre el tema se citan las sentencias 2120-03, 4637-04. SL

9094-08. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO. Manifiesta la recurrente  que al asistente de su abogado se le denegó el acceso al expediente en que se tramita procedimiento administrativo en su contra por parte del Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica, por lo que alega una infracción a su derecho a tener acceso a su expediente administrativo. También reclama que tal denegatoria obedeció al hecho que el expediente se remitió al abogado externo del Colegio recurrido, a fin de que se resolviera un recurso de revocatoria interpuesto por ella, lo que  considera  implica una violación al principio de juez natural pues el recurso no será resuelto por el Organo Director del Procedimiento con el agravante que en el expediente  consta información confidencial, por lo que estima se infringe el artículo 24 de la Constitución Política por el hecho que el mencionado abogado externo tuviera acceso a éste.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por violación al artículo 30 de la Constitución Política. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
8641-08. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE EN MINAE. Señala el recurrente la Dirección Legal del Ministerio del Ambiente y Energía, le negó acceso a un expediente administrativo de su interés, con fundamento en una directriz que emitió la cual dispone que mientras el expediente esté listo para resolver no era posible acceder a las fotocopias.  En este caso, el recurrente por su condición de abogado –siempre y cuando demuestre tener algún tipo de legitimación-, tiene el derecho acceder al expediente administrativo –salvo lo relativo a los datos sensibles o confidenciales de la contraparte, o que estemos en presencia de secretos de Estado, o cuando el examen de dichas piezas confiera a la parte un privilegio indebido o una oportunidad para dañar ilegítimamente a la Administración, a la contraparte o a terceros, dentro o fuera del expediente, con fundamento lo anterior, en lo dispuesto en el artículo 273  de la Ley General de la Administración Publica (LGAP). 
Se declara con lugar el recurso por violación a lo dispuesto en el artículo 30 de la Constitución Política. Se ordena al Coordinador del Departamento Legal del Ministerio del Ambiente y Energía, permitir el acceso de inmediato al recurrente el expediente administrativo 5724-A del Departamento de Aguas, salvo de aquellas piezas del mismo que comprometan secretos de Estado o se refieran a información confidencial. Sobre el tema se citan las sentencias 4637-04 y 2120-03. CL
DERECHO A LA SALUD

8773-08. MEDICAMENTO. Manifiesta la recurrente que aun cuando el médico tratante de la amparada le prescribió el medicamento NO LOM denominado SUNITINIB ORAL, para tratar el cáncer  renal de células claras que padece, las autoridades recurridas han denegado suministrarle el medicamento sunitinib prescrito por su médico tratante para atender dicha enfermedad. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Coordinadora del Comité de Farmacoterapia y Jefa del Departamento de Fármaco Epidemiología de la Caja Costarricense de Seguro Social o a quien en su lugar ocupe el cargo de, que gire las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones para que de forma inmediata  se le suministre al amparado el medicamento “sunitinib” prescrito por su médico tratante, bajo la responsabilidad de éste. CL

 8768-08. ATENCIÓN MÉDICA. El  recurrente manifiesta que sufrió un accidente de tránsito en horas laborales en el cual perdió sus sentidos del olfato y el gusto en su totalidad y quedo con una lesión cervical. Acusa que el día de la valoración el Departamento de Riesgos del Trabajo solo le valoró por el 7% general, lo cual no le pareció éticamente profesional. Que se apersonó nuevamente ante Instituto Nacional de Seguros para pedir una explicación sobre su caso, siendo remitido por la Dirección Médica de esa Institución a la Junta Médica Calificadora de Incapacidad para el Trabajo. Que los doctores calificados de la Junta Médica le iban a valorar justamente, por lo que le dio una cita para el 10 de abril del 2008, esto a pesar de ser la misma para más de un año después del momento en que apersonó. No obstante, un día antes concretamente el día 9 de abril le llamaron por teléfono de parte del Ministerio de Trabajo y de la citada Junta informándole que no habían médicos que le valoraran, por lo que debía esperar hasta nuevo aviso para reprogramar la cita, pues desde hace más de 6 meses no hay Junta Médica y desconocen cuando se volverá a instaurar. Considera que el Ministerio recurrido se ha burlado de su persona discriminándolo y hasta afectando su estabilidad laboral. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. CL
8769-08. MEDICAMENTO. Manifiesta la recurrente que padece de un trastorno en el ánimo con depresión y ansiedad.  Agrega que durante dos años, ha estado tomando muchos medicamentos –combinados en forma diferente- buscando equilibrio mental, los que al principio los adquiría en la farmacia de la Clínica. Aduce que desde el año pasado tuvo que empezar a comprar Topamax (Topiramato),  y en la dosis que ahora tiene, se siente mucho mejor. Afirma que a principios de este año, pudo iniciar sus estudios y recién matriculó bachillerato por Madurez; que está mejorando en todos los sentidos, su ánimo está más estable y está segura que podrá seguir adelante con su vida. Añade que el medicamento sí existe en la Caja Costarricense de Seguro Social, pero lo tienen asignado para la epilepsia, sin embargo, en su caso ha dado buenos resultados estabilizando su ánimo y devolviéndole el control de su vida, porque puede mantenerse estable emocionalmente y eso es positivo para su salud integral. Solicita que se le ordene a la Caja Costarricense de Seguro Social, aceptar la prescripción de su especialista y se le entregue el medicamento TOPIRAMATO a la mayor brevedad. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Coordinador del Comité Local de Bioética y Farmacoterapia de la Clínica Integrada de Tibás, y a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia de la Caja Costarricense de Seguro Social o a quienes en su lugar ejerzan dichos cargos, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que de forma inmediata se entregue a la recurrente el medicamento Topiramato, prescrito por su médico tratante en las dosis y durante el plazo que él determine, bajo su responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan su voto y declaran sin lugar el recurso.- CL

8760-08. NIEGAN OBTENER CELULAS MADRE DE CORDON UMBILICAN DE SU HIJO POR NACER. Alega la recurrente que tiene 39 semanas de embarazo y es atendida en el Hospital México. Sostiene que las autoridades del centro médico accionado han negado la autorización para que personeros de la asociación PROVIDA obtengan las muestras de sangre del cordón umbilical de su hijo, lo cual se debe producir durante el parto o la cesárea. Este proceso de recolección de las células madre, tiene por fin favorecer cierto tipo de tratamientos, en caso de su hijo sufra alguna enfermedad a futuro. En este sentido, en su familia existen antecedentes de cáncer y leucemias. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula el oficio N°DGHM-1760-2008 de 7 de mayo de 2008, dictado por el Director General del Hospital México. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte a los recurridos no incurrir a futuro en los actos u omisiones que han dado mérito a la interposición de este proceso de amparo. CL

8431-08. CIRUGÍA. Manifiesta el recurrente  que desde julio del dos mil seis acudió a consulta médica en el EBAIS de San Blas, por padecer un dolor extremadamente fuerte para poder orinar, y un dolor en la zona genital. Que debido a su insistencia fue referido al Servicio de Urología del Hospital Dr. Max Peralta de Cartago, donde se le indicó desde el diez de noviembre del dos mil seis, la necesidad de practicarle una biopsia debido a los resultados observados en los exámenes de laboratorio y a pesar de continuar con su padecimiento y requerir una sonda para sobrellevar el mismo, al día de hoy no se le ha realizado dicha biopsia y reclama la falta de medicamentos analgésicos para aliviar su dolor. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Médico, a la Jefe del Servicio de Cirugía y al Médico especialista en Urología, todos funcionarios del Hospital Dr. Max Peralta Jiménez o a quienes en su lugar ejerzan esos cargos, disponer en forma inmediata lo necesario para que al amparado se le realice la cirugía de próstata que requiere, la cual se deberá aprovechar para realizar la biopsia, según la recomendación de su médico tratante. CL.

8609-08. CIRUGÍA. Manifiesta el recurrente que su hija padece de  Escoliosis Idiomática, situación por la que el médico tratante del Centro Nacional de Rehabilitación decidió realizar una cirugía de instrumentación posterior para el día  23 de abril del 2008; sin embargo se les comunicó que la intervención quirúrgica no se llevaría a cabo porque no se había autorizado el personal y materiales necesarios para crear una sala de cuidados intensivos intermedios. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Centro Nacional de Rehabilitación, o a quien ocupe ese cargo,  que  en el plazo máximo de dos meses debe  realizar la cirugía a la menor amparada, según la valoración efectuada por su médico tratante y garantizarle los cuidados post operatorios. En caso de no poder realizar la cirugía en el plazo aquí establecido, deberá proceder a la contratación de servicios privados para cumplir con esta orden. CL

8373-08. DENEGATORIA DE MEDICAMENTO. Señala la recurrente que ha solicitado el suministro del medicamento "DENIBAN", ya que su hijo padece de Esquizofrenia Paranoide Crónica. Alega que este medicamento no lo tiene la Caja Costarricense del Seguro Social, por ello lo solicitó a través del programa "NOLOM" de la Caja Costarricense del Seguro Social. Afirma que la clínica donde atienden a su hijo, es administrada por una Cooperativa y ésta no cuenta con el medicamento ni el presupuesto para poder adquirirlo, por lo que considera lesionado sus derechos fundamentales. En este caso, se constata que los medicamentos Deniban y Doxilamina (Doxomyl) fueron prescritos por el médico tratante del amparado. También, consta que el Director Medico de la Clínica Integrada de Tibás, mediante oficio CLBF-01-2008  del 31 de enero de 2008 dispuso solicitar como tratamiento tales medicamentos al Comité Central de Farmacoterapia, en virtud de que fueron aprobados previamente por el Comité Local de Farmacoterapia.  En mérito de lo anteriormente expuesto, este Tribunal considera que en el presente asunto se constata la violación a los derechos fundamentales del amparado. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia y Jefe del Departamento de Fármacoepidemiología, o a quienes en su lugar ejerzan esos cargos, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones, para que en forma inmediata se le brinde al recurrente de modo continuo y regular sin interrupciones, los medicamentos Deniban y Doxilamina, según las indicaciones y recomendaciones previas del médico tratante. CL

8374-08. DEMORA EN CITA MÉDICA. Señala la recurrente que las autoridades del Hospital Max Peralta de Cartago le han conferido una cita para ser valorada en el Servicio de Cirugía para el 28 de abril de 2011, pese a que sufre una severa inflamación en su mama derecha. El derecho a la vida reconocido en el numeral 21 de la Constitución es la piedra angular sobre la cual descansan el resto de los derechos fundamentales de los habitantes de la república. Evidentemente, cualquier retardo de los hospitales, clínicas y demás unidades de atención sanitaria de la Caja Costarricense del Seguro Social puede repercutir negativamente en la preservación de la salud y la vida de sus usuarios. A juicio del Tribunal Constitucional esta situación es ilegítima y constituye una severa violación de los derechos fundamentales de la promovente, que desde todo punto de vista debe ser reparada en esta Jurisdicción. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora Médica a.i. del Hospital Max Peralta Jiménez, que tomen las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes para que la tutelada sea valorada inmediatamente en los Servicios de Oncología y Cirugía del nosocomio accionado. CL

8203-08. EXAMEN MEDICO. Manifiesta el recurrente que hace un año y cuatro meses se realizó una prueba de sangre llamada genotipo, en el Laboratorio de Biología Molecular del Hospital San Juan de Dios, examen que es necesario para que el médico del Departamento de Infectología del Hospital Calderón Guardia, le pueda medicar el retroviral necesario para seguir viviendo.  Indica que para realizar ese examen se necesita un reactivo que la Caja Costarricense de Seguro Social no ha querido comprar  desde hace año y medio, pese a que hay más de treinta pacientes de VIH esperando para poder obtener la terapia retroviral.  Indica que en su caso específico tiene 19 años de diagnóstico, los cuales verá irse a la basura por no haber recibido respuesta desde que le tomaron la prueba de sangre.  Indica que actualmente su salud se deteriora a la espera de que algún funcionario de la institución tome cartas en el asunto, de lo contrario muchos pacientes van a morir a la espera de que el debido proceso se lleve a cabo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General  del Hospital San Juan de Dios y al  Gerente de Logística de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quienes ejerzan esos cargos, girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias para que de forma inmediata compre los reactivos y se practique al amparado el examen médico denominado “genotipo” para el cual se le tomaron muestras desde el 26 de enero de 2007. CL

8205-08. RETARDO EN CITA MÉDICA. Manifiesta  el recurrente que es paciente diabético, insulina dependiente grado 2, cardiópata, hipertenso con tratamiento. Debido a su diabetes mellitus, tiene otros padecimientos colaterales como dolor en los riñones, problemas en los sistemas nervioso y circulatorio que le han afectado severamente las piernas, al grado de que tiene dificultad de locomoción, y la pérdida progresiva y acelerada de la vista, acompañada de dolores de cabeza. Por todo lo anterior solicitó referencia con el oftalmólogo, llevando dicho documento al Equipo Básico de Atención Integral (EBAIS) Central de Cartago, solicitando cita el 23 de julio de 2007. Sin embargo, ésta le fue concedida para el día viernes 14 de mayo de 2010.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Caja Costarricense de Seguro Social reprogramar la cita dada para el día 14 de mayo de 2010. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Director Médico del Hospital Dr. Max Peralta Jiménez, o a quien ocupe ese cargo, disponer lo necesario para que un especialista en Oftalmología valore al actor, de inmediato, y determine la prioridad de su atención. Asimismo, en caso de ser urgente tratar su caso, se tomen las medidas correspondientes. CL
8245-08. NIEGAN APLICACIÓN DEL ACELERADOR LINEAL. Indica el recurrente que fue operado hace dos meses y medio, de un cáncer maligno y ahora, se hace necesario darle tratamiento de radioterapia con acelerador lineal, a efectos de subsanar deficiencias detectadas, sin embargo, resulta muy caro y no le dan ese tratamiento. Asimismo que, mediante oficio No.13349-7 del 14 de marzo de 2008, la Gerente de la División Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social le informó a la Directora General del Hospital San Juan de Dios que, no se podía analizar la solicitud del tratamiento de acelerador lineal del amparado porque no cumplía con los requisitos establecidos y conocidos para la validación de ese procedimiento. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quien en su lugar ejerza el cargo, que en forma inmediata se le brinde al amparado el tratamiento recomendado por su médico tratante, bajo la responsabilidad médica de este último. CL
8249-08. CIRUGÍA Manifiesta la recurrente que desde el 2 de noviembre del 2007 fue diagnosticada y tiene orden de internamiento y operación de emergencia, ya que requiere una prótesis de cambio de rodilla. Señala que a la fecha no ha sido operada y la razón, según el  Jefe de Ortopedia, es debido a que no hay prótesis en existencia. Indica que su salud ha venido empeorando día con día ya no puede caminar, hasta el punto de requerir silla de ruedas. Se declara con lugar el recurso por el desabastecimiento de implantes del tipo que ocupa la amparada para su rodilla, entendiéndose denegado en los demás extremos.  Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, y al Jefe del Servicio de Ortopedia del Hospital México, o a quienes ejerzan esos cargos,  tomar las medidas de urgencia que el caso amerita con el fin de adquirir, a la brevedad,  suficientes existencias del tipo de implante que requiere la amparada y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de los mismos; así como coordinar y planificar las gestiones administrativas para promover la compra de esos implantes antes de que se agote su existencia y abstenerse de volver a incurrir en la conducta omisiva que dio lugar al presente amparo. El magistrado Sosto salva el voto.  CL

7819-08. DENEGATORIA DE MEDICAMENTO. Señala la recurrente que el  Hospital recurrido denegó el medicamento denominado trientina 250 el cual resulta  necesario para el tratamiento de la enfermedad de Wilson que padece, lo que pone riesgo su salud y  su vida. El derecho a la vida reconocido en el numeral 21 de la Constitución es la piedra angular sobre la cual descansan el resto de los derechos fundamentales de los habitantes de la república. Evidentemente, cualquier retardo de los hospitales, clínicas y demás unidades de atención sanitaria de la Caja Costarricense del Seguro Social puede repercutir negativamente en la preservación de la salud y la vida de sus usuarios, sobre todo cuando éstos sufren de padecimientos o presentan un cuadro clínico que demandan prestaciones positivas y efectivas de forma inmediata.  En este caso la amparada sufre de una enfermedad del hígado y se encuentra bajo tratamiento médico desde entonces. En autos quedó plenamente demostrado que desde hace semanas no se le ha suministrado el medicamento prescrito para su tratamiento de la enfermedad de Wilson, que es un trastorno hereditario que impide eliminar el exceso de cobre del organismo, por haberse vencido al trientine que es la opción farmacológica para su enfermedad. Como consecuencia, el  recurso debe estimarse por violación al derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso. Se les ordena al Gerente Médico y al Director Médico General Interino del Hospital México, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quienes ocupen esos cargos: a) tomar las medidas de urgencia, en coordinación con las demás dependencias competentes de la Caja Costarricense de Seguro Social, para adquirir suficientes existencias del medicamento trientine; b) atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de dicho fármaco, c) abstenerse de incurrir en la conducta omisiva que dio origen al presente recurso y d) girar las instrucciones y órdenes pertinentes para que a la amparada se le suministre, el medicamento trientine en la cantidad y dosificación indicada por su médico tratante.CL

7633-08. ATENCIÓN MÉDICA. Manifiesta el recurrente que se encuentra privado de libertad en el centro penal accionado, y como consecuencia de un padecimiento, periódicamente tiene una  disminución de potasio en su organismo, lo que provoca que su cuerpo se paralice, motivo por el cual debe recibir atención en un hospital. Refiere que el veinticinco de marzo de este año, sufrió una crisis de salud, razón por la que solicitó a las autoridades del centro penal que lo remitieran a un centro médico, pues en el centro penal no se le brinda la atención que requiere. Sin embargo,  en el Centro de Atención Institucional se le obligó a esperar por espacio de siete horas, y posteriormente, se le remitió a un hospital, lugar en que ingresó a punto de sufrir un colapso, que las autoridades del centro penal lo trasladan al hospital en un vehículo que no se encuentra adaptado para desplazar personas con algún  tipo de discapacidad o enfermedad, pues en su caso, se la traslada en una cobija y no en un camilla adecuada a su padecimiento, amén de que se “le monta en el piso”, razón por la que durante el trayecto al hospital recibe golpes provocados por el movimiento del automotor y el estado de las vías, situación que agrava su padecimiento. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por cuanto el amparado presentó una crisis en su salud, dándose aviso a la oficialía de guardia sin que las autoridades encargadas tomaran ninguna acción en resguardo de la salud del amparado, aun cuando se reseña claramente que dichas autoridades son conocedoras de la problemática de salud que padece y a pesar de ello, se indicó simplemente por parte de la jefatura de seguridad que en ese momento se carecía de posibilidades de llevarlo al Hospital, por cuanto dicha omisión es muy grave ya que puso en riesgo la salud y la vida del recurrente. CL PARCIAL
7651-08. NIEGAN APLICACIÓN DEL ACELERADOR LINEAL. Manifiesta la recurrente que el seis de noviembre del dos mil siete ingresó al Hospital La Católica con diagnóstico de cáncer pernicioso y avanzado en la mama derecha, ello con base en los diversos exámenes que se le practicaron.  Dada la gravedad de su condición de salud ese mismo día se le realizó una Mastectomía Radical Modificado Derecha en el citado centro de salud.  El seis de diciembre de ese mismo año inició un tratamiento de ocho sesiones de quimioterapia en el Hospital San Juan de Dios, las que se le realizaron cada dos semanas ininterrumpidamente hasta su conclusión.  Indica que al finalizar la quimioterapia debía continuar con el tratamiento de radioterapia en los siguientes días, según lo indicado por el protocolo que utiliza la Caja Costarricense de Seguro Social para este tipo de tratamientos.  Sin embargo, se le refirió para recibir radioterapia con Bomba de Cobalto, según le manifestó su médico tratante de la Unidad de Radioterapia del Hospital San Juan de Dios, quien le indicó que su tratamiento sería de veinticinco sesiones, no obstante que en su caso particular lo más conveniente sería el tratamiento con Acelerador Lineal, de conformidad con el criterio del Oncólogo Radioterapeuta privado, quien recomendó que las veinticinco sesiones se hagan con Acelerador Lineal. Acusa que la Caja no se va a tomar la molestia de utilizar en su caso el Acelerador Lineal y la cita que se le dio para el mes de abril para iniciar el tratamiento y continuarlo hasta su culminación es con la Bomba de Cobalto, ya que de conformidad con el Reglamento Interno de la Caja cuando la mastectomía es en el seno derecho no se aplica el acelerador lineal, solamente si se remueve el seno izquierdo. Reclama que a pesar de que ella presenta a nivel post-operatorio ganglios positivos, metástasis a ganglios linfáticos, según el Reglamento para recibir Radioterapia con Acelerador Lineal de la Caja sólo ameritaría su utilización en pacientes de próstata que presenten ganglios positivos y tengan expectativas de vida mayores a diez años, parámetros dentro de los cuales ella no califica, con lo que dicho reglamento establece una desigualdad de género. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Directora General del Hospital San Juan de Dios de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quien ocupe su cargo, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para que la amparada inicie inmediatamente el tratamiento de radioterapia con acelerador lineal, bajo el criterio de su médico tratante. CL 

7638-08. DENEGATORIA DE MEDICAMENTO. Manifiesta la recurrente  que es paciente de la clínica recurrida, ya que sufre de osteoporosis, lo que le causa gran dolor y la pone en peligro de sufrir fracturas. Indica que la médica tratante en dicha clínica,  le ha venido recetando el medicamento denominado Alendronato Sódico en tableta, el que debe tomar cada semana, pero sin embargo, no se le está suministrando ese medicamento porque no hay, a pesar de que es el que le ofrece una buena calidad de vida, pues le fortalece los huecos y le disminuye las probabilidades de una fractura. Se declara con lugar el recurso, por lo que se le hace saber a las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social que deben adoptar las medidas necesarias para no incurrir en situaciones como las descritas en este amparo, en detrimento de la adecuada prestación del servicio público que le fue encomendado por el Constituyente. CL

7639-08. NIEGAN TRATAMIENTO DE QUIMIOTERAPIA. Alega  el recurrente que fue operado de cáncer gástrico, cirugía en la cual le extrajeron por completo el estómago, el vaso y parte del esófago, que en virtud de lo anterior recibió el respectivo tratamiento hospitalario del 1° de enero al 3 de marzo, y que el médico le indicó que es fundamental recibir tratamiento de quimioterapia para su recuperación y salvar su vida. Sin embargo, acusa que el día 18 de abril del año en curso, le denegaron injustificadamente el tratamiento de quimioterapia que requiere para combatir dicha enfermedad.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director General y  al  Jefe del Servicio de Oncología Médica, o a quien en su lugar ocupe el cargo ambos del Hospital México, de abstenerse de incurrir en la conducta que dio mérito a estimar el presente amparo. CL

7634-08. CIRUGÍA. Manifiesta  el recurrente que padece de cáncer gástrico y tiene una orden de cirugía radical del estómago. Al presentarse con la orden de internamiento otorgada por el médico del servicio de Oncología del Hospital recurrido, le indicaron que no podía internarse por no haber cama e incluso se le mencionó que el problema principal era por remodelación de las salas de operación, con lo cual se atrasaría su internamiento, con el consecuente daño que se le causaría. Se declara con lugar el recurso. Se le advierte al Director General y Jefe del Servicio de Oncología del Hospital Doctor Rafael Ángel Calderón Guardia, o a quienes ejerzan esos cargos, abstenerse de incurrir en las conductas que dieron mérito para acoger este amparo. CL

7672-08.OPERACIÓN. Manifiesta  el recurrente que el diecisiete de octubre del dos mil siete, fue  atendido por un médico en el Servicio de Oftalmología del Hospital Doctor Rafael Ángel Calderón Guardia, quien le diagnosticó una catarata en el ojo izquierdo en estado muy avanzado, con el agravante de que había posibilidades que también afectara el ojo derecho. Que le fijaron cita para el quince de noviembre del dos mil siete, a efecto de que se le practicaran exámenes preoperatorios y le fijaran fecha para la intervención quirúrgica. Que a pesar de la urgencia de su caso, se le indicó que su operación se realizaría hasta el dos de marzo del dos mil nueve, por lo que, solicitó a su médico tratante que le ayudara a efecto de que se adelantara la fecha para la intervención, dada la gravedad de su caso, lo cual logró, pues la fijaron para el treinta y uno de mayo del dos mil ocho. Que en virtud de lo anterior, el cuatro y el dieciocho de marzo del año en curso, nuevamente le volvieron a practicar los exámenes preoperatorios. Que el diecinueve de marzo del año en curso, se le comunicó vía telefónica que la operación se efectuaría el diecinueve de mayo del dos mil ocho. Que no obstante lo anterior, el primero de abril de este año, le informaron que la operación se había cancelado y que debía regresar hasta el mes de setiembre de este año, a efecto de que fuera fijada una nueva fecha para ser intervenido. Que a consecuencia de lo anterior, solicitó al médico tratante que interviniera para gestionar la pronta reprogramación de la cita para operarse, sin embargo, en esta oportunidad le manifestó que no podía hacer nada, porque eran disposiciones administrativas referentes a la cantidad de operaciones de la vista que pueden realizarse en un determinado tiempo. Que aunque solicitó que se le remitiera al Hospital México para que le practiquen la operación, también se le indicó que ello no era posible, que no obstante su delicado estado de salud que pone en peligro que pierda completamente la visión en el ojo izquierdo, se dilate la fecha de la intervención quirúrgica, a pesar de que el médico tratante gestionó que fuera intervenido de urgencia. Se declara con lugar el recurso. En virtud del derecho a la salud, deben las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social, tomar las medidas necesarias para adquirir suficientes existencias de los medicamentos desabastecidos en el hospital, y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de dichos medicamentos para las cirugías. Además, se ordena a las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social no incurrir de nuevo en los hechos u omisiones que dieron mérito para la estimatoria del recurso. CL

7673-08. DENEGATORIA DE MEDICAMENTO. Manifiesta  el amparado que es una persona adulta mayor y desde hace muchos años ha afrontado problemas visuales por la pérdida de su ojo izquierdo, ello producto de un accidente. Refiere que su médico tratante en el Servicio de Oftalmología del Hospital accionado dictaminó que el petente sufre de hipertensión ocular y glaucoma de ángulo abierto. Debido a lo anterior, su médico tratante le prescribió como único tratamiento para el resto de su vida y diariamente, primero; una solución oftálmica estéril 2.5 ml. de "Latanoprost al 0.005%" una gota en el ojo cada veinticuatro horas, además otra solución oftálmica "Timonol 0.5%" para aplicar una gota cada doce horas permanentemente. Sin embargo,  en el Servicio de Farmacia accionado no se le entrega el medicamento denominado "Latanoprost 0.005%", argumentando que se encuentra agotado, pero lo cierto es que transcurren varios meses sin que las autoridades recurridas logren normalizar la  entrega del mismo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General, y a la Directora a.i. de Farmacia, ambos del Hospital Dr. Rafael Calderón Guardia, tomar las medidas necesarias y girar las ordenes que correspondan para que se suministre al amparado el medicamento Latanoprost 0.0005% o Travoprost 0.004% (Travatan o Xalatan), según la prescripción de su Médico Tratante. Además, se ordena a las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social no incurrir de nuevo en los hechos u omisiones que dieron mérito para acoger este recurso. CL
7670-08. CIRUGÍA. Indica el amparado que tiene 67 años de edad y padece prostatismo, hiperplasia prostática II, litiasis vesical. Ese padecimiento lo hace orinar muchas veces al día y después de cada evacuación sufre fuertes dolores y sangrado. Fue por primera vez a cita con el Urólogo quien indicó en su diagnóstico “anotar para cirugía pronto”. Cuando acudió al Hospital para conocer la fecha de operación, se le indicó que las cirugías estaban suspendidas. Solicitó una nueva cita  debido a que su intervención quirúrgica es urgente, pero con la omisión acusada se está poniendo en riesgo su vida y salud.  Se declara con lugar el recurso, por lo que se extendió orden de internamiento a favor del actor, con el fin de que se efectúe la cirugía que tiene pendiente. CL 

7671-08. DENEGATORIA DE MEDICAMENTO. Manifiestan las amparadas que son pacientes del Hospital recurrido, y que para continuar con sus tratamientos, requieren se les aplique con urgencia la Quimioterapia denominada Ciclofosfamida;  sin embargo el Hospital referido les informó que no les podrá suministrar los medicamentos respectivos, por cuanto presentan problemas de abastecimiento de estos medicamentos. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena a  al Director General,  al Jefe del Servicio de Oncología y Directora a.i del Servicio de Farmacia, todos del Hospital Dr. Calderón Guardia, o a quiénes en su lugar ocupen esos cargos, proveerle a los recurrentes, de modo continuo y regular sin interrupciones, el medicamento denominado Ciclofosfamida, según las indicaciones y recomendaciones previas de sus médicos tratantes; y tomar las medidas pertinentes a efecto de contar con una provisión suficiente y permanente del medicamento denominado Ciclofosfamida incluido en la Lista Oficial de Medicamentos; así como coordinar y planificar las gestiones administrativas para promover la compra del medicamento denominado Ciclofosfamida antes de que se agote su existencia y abstenerse de volver a incurrir en la conducta omisiva que dio lugar al presente amparo. CL

7581-08. DENEGATORIA DE MEDICAMENTO.Manifiesta la amparada  que el año 1999 se le practicó un procedimiento quirúrgico denominado cuadrantectomía con el objeto de extirparle el cuadrante superior de su mama izquierda, por habérsele diagnosticado un carcinoma ductal. Indicó que en el 2003 sufrió una reincidencia de cáncer de mama y se le realizó una mastectomía radical izquierda, precedida por el tratamiento de quimioterapia realizado en el mismo hospital. Finalmente, entre los meses de noviembre del año 2007 y enero de 2008, tras una serie de exámenes de control se le diagnosticó presencia de lesión de hígado, probablemente por enfermedad metastásica. Después de examen específico ordenado por su médico tratante a fin de establecer su condición, se determinó que para tratarla debía ser simultáneamente medicada con los fármacos Xeloda y Herceptin (Transtuzumab en inglés). Acusa que pese a que se encuentra en tratamiento, sólo se le ha suministrado el fármaco Xeloda, ya que el Herceptin se le ha negado en la farmacia del Hospital San Juan de Dios, pese a ser esencial para su correcto control y tratamiento. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quien en su lugar ejerza ese cargo, tomar, en forma inmediata, las medidas pertinentes para que se le suministre a la amparada el tratamiento prescrito en la dosis y durante el plazo que determine su médico tratante, todo bajo la responsabilidad y supervisión médica de ese profesional. CL

 7576-08. DENEGATORIA DE MEDICAMENTO. Manifiesta la recurrente que padece de esclerosis sistemática progresiva, misma que presenta un deterioro severo y progresivo  de su capacidad pulmonar lo que provoca una disminución de la capacidad de oxigenación pulmonar y policitemia secundaria, por lo que requiere la utilización de oxígeno continuo suplementario para uso domiciliar de conformidad con lo dispuesto por su médico tratante, y al cuál no ha tenido acceso efectivo. Se declara sin lugar el recurso por cuanto se constata que la Caja Costarricense de Seguro Social una vez que el médico tratante dispuso la utilización de oxígeno domiciliar  ofreció a la paciente dos cilindros de oxígeno, siendo que, en el momento en que se desocupo un concentrador de oxígeno se le asignó a la recurrente. SL
7580-08. DENEGATORIA DE MEDICAMENTO. Manifiesta la recurrente que es paciente del Servicio de Oncología del Hospital recurrido y para su tratamiento necesita la quimioterapia denominada "Ciclofosfamida" que pertenece al grupo de los medicamentos denominados agentes alquilantes y que a pesar de la necesidad y el riguroso tratamiento prescrito, con frecuencia dicho medicamento no lo tienen en el Hospital recurrido, por lo que se interrumpe constantemente su aplicación, con las consecuencias que ello tiene para su salud y su vida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General, y al  Jefe del Servicio de Oncología y  a la Directora a.i del Servicio de Farmacia respectivamente y todos del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, o a quienes en su lugar ejerzan esos cargos, proveerle a la recurrente, de modo continuo y regular sin interrupciones, el medicamento denominado Ciclofosfamida, según las indicaciones y recomendaciones previas del médico tratante; y tomar las medidas pertinentes a efecto de contar con una provisión suficiente y permanente del medicamento denominado Ciclofosfamida incluido en la Lista Oficial de Medicamentos que al efecto tiene la Caja Costarricense de Seguro Social; así como  coordinar y planificar las gestiones administrativas para promover la compra del medicamento denominado Ciclofosfamida antes de que se agote su existencia y abstenerse de volver a incurrir en la conducta omisiva que dio lugar al presente amparo. CL.
DERECHO DE PENSION
8185-08. RETIRO DE PENSION. Manifiesta el amparado que después de muchos años de gestionar una pensión por invalidez a su favor debido a su delicado estado de salud, no fue sino hasta que el Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica le concedió la misma. El 14 de marzo del año en curso la Caja Costarricense de Seguro Social procedió a depositarle en el Banco de Costa Rica el primer pago de dicha pensión, que el 18 de marzo se presentó a las Oficinas de la citada entidad bancaria en Guápiles a retirar dicho depósito, encontrándose con la desagradable sorpresa de que los funcionarios que lo atendieron le informaron que era imposible retirar dicho dinero, por cuanto nos se podía abrir una cuenta electrónica en el Banco a su nombre, debido a que hace muchos años le había servido como fiador a un señor y este no había honrado la deuda con el Banco, motivo por el cual se encontraba en lista negra y con prohibición por parte de la institución bancaria para poder abrir cualquier tipo de cuenta, y que tampoco se procedería a girarle el depósito hecho a su favor por parte de la Caja. Se apersonó a las Oficinas Centrales de la Caja a fin de hacerles saber esta situación, requiriendo por escrito de ese mismo día que previnieran a la entidad bancaria la devolución del depósito del primer pago de pensión, y que se procediera a depositarlo a su nombre en el Banco Nacional de Costa Rica, en donde si puede abrir una cuenta sin problema alguno y se le continúe depositando el monto de su pensión como en derecho corresponde, sin que a la fecha esa institución le haya resuelto nada a respecto. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quien ocupe su puesto, que en forma inmediata gire las instrucciones para que la pensión del amparado sea depositada, según su voluntad, en la institución bancaria que designó. CL 

DERECHO DE PROPIEDAD

8770-08. PAGO DE EXPROPIACIÓN PARA PROTEGER DESOVE DE TORTUGA BAULA. Manifiesta el recurrente que su representada es propietaria de un inmueble inscrito en el partido Guanacaste, que el  Poder Ejecutivo a través del MINAE publicó resolución que declaró de interés público proteger el desove de la tortuga Baula por lo que declaró de interés público la expropiación de dicha finca, así como se ordenó mandamiento provisional de anotación ante el Registro de la Propiedad para consolidar el Parque Nacional Marino Las Baulas en Guanacaste, aunque no existe proceso de expropiación. Se declara con lugar el recurso. En cuanto se dirige contra el Ministerio de Ambiente y Energía por haber demorado más de 10 años en gestionar los procedimientos de expropiación de los fundos privados situados dentro del Parque Nacional Marino Las Baulas, en los términos de la Ley Nº7524 de 10 de julio de 1995. Se ordena al  Ministro de Ambiente y Energía, proceder si lo estima conveniente, a la expropiación del fundo privado propiedad del amparado efectuado por la Ley 7524 del 10 de junio de 1995, en cuyo caso se deberá continuar con las acciones correspondientes en un plazo razonable. En caso de no contar con los recursos presupuestarios suficientes para expropiar, concederle a los propietarios privados los permisos y autorizaciones para que puedan ejercer efectivamente su derecho de propiedad en el tanto cuenten con el estudio de impacto ambiental necesario y las licencias ambientales que descarten la posibilidad de poner en riesgo la conservación de especies en peligro de extinción. En cuanto a SETENA, se declara con lugar el recurso por violación al principio de justicia pronta y cumplida, por la tardanza en la resolución de los recursos de revocatoria con apelación formulados contra la resolución N.° 2238-2005-SETENA 30 de agosto del 2005. CL

8624-08. APERTURA DE CAMINO SIN DEBIDO PROCESO.El recurrente manifiesta que  dentro de la propiedad de la empresa amparada existe un camino privado que da acceso a un proyecto inmobiliario denominado Tambor Hills, perteneciente a la amparada. El 19 de julio del 2007,  el Intendente de la Municipalidad recurrida,  le  comunicó que debe abrir dicho camino al público hasta tanto el Ministerio de Obras Públicas y Transportes no se pronuncie al respecto. Se declara con lugar el recurso, por violación al derecho constitucional al debido proceso. Se anula el oficio con fecha diecisiete de  julio de 2007 suscrito por el Intendente del Concejo Municipal de la Municipalidad de Paquera, en el cual se le comunicó al representante de la empresa amparada que tiene que dejar abierto el camino para el paso de personas y vehículos livianos hasta tanto no exista resolución final así como el acuerdo tomado por el Concejo Municipal del Distrito de Paquera en la sesión extraordinaria No. 340 del 27 de setiembre del 2007, artículo 2. Se ordena a la Presidenta del Concejo Municipal y al  Intendente Municipal, ambos de la Municipalidad de Paquera  restituir a la empresa  amparada en la situación en que se encontraba antes de la actuación recurrida. CL

7800-08. DESAHUCIO. Señalan los recurrentes que se ha decretado un desahucio administrativo en su contra que vulnera sus derechos por estimarlo improcedente pidiendo por ello la estimación del amparo. En el caso concreto se desprende que el Ministerio de Seguridad Pública, en uso de las competencias que le han sido atribuidas por el Ordenamiento Jurídico, decretó el desalojo administrativo en contra de los recurrentes como ocupantes por mera tolerancia del inmueble al que se refiere el amparo por cuanto, el gestionante de ese desahucio demostró tener mejor derecho sobre el bien. En el caso concreto, estima la Sala que se ha cumplido el procedimiento que establece el artículo 455 del Código Procesal Civil, con lo cual se ha garantizado el debido proceso y el derecho de defensa. SL 

DERECHO DE TRABAJO
9016-08. MODIFICACIÓN EN PAGO DE PROHIBICIÓN EN EL BANCO CENTRAL. Señalan los recurrentes que el Banco Central de Costa Rica de forma arbitraria e improcedente acordó la disminución del pago de prohibición y de los salarios básicos de sus puestos de servicio, sin que haya habido una reducción de sus funciones o condiciones, actuación contraria a lo establecido en los artículos 49, 56, 57, 74 y 129 de la Constitución Política. Se declara sin lugar el recurso, por cuanto no se comprueba una lesión a los derechos fundamentales de los amparados y la regulación es a futuro. SL
9009-08. DESPIDO. Manifiesta el recurrente que laboró para el Poder Judicial por espacio de veintisiete años, sin embargo se encontraba incapacitado para efectuar labores de campo, siendo que los médicos recomendaron labores de oficina por un padecimiento crónico en la rodilla izquierda. Indica que el Consejo Superior acordó una reubicación y que se  realizaran las diligencias pertinentes para ubicar al amparado en otro puesto en virtud de recomendación emitida por el Consejo Médico Forense, reubicación que tampoco se gestionó. Que el  Consejo Superior según acuerdo tomado acordó separarlo de su cargo por incapacidad para realizar actividades propias de su función como investigador judicial con derecho a los extremos laborales que le corresponden. Considera que la actuación del Consejo Superior es contraria al debido proceso y al derecho de defensa, toda vez que en acuerdos anteriores se dispuso su reubicación, sin embargo, ésta nunca se hizo efectiva, sino que le aplican de forma errónea el despido inmediato.  Se declara sin lugar el recurso por cuanto consta en este caso que el Consejo Superior decidió, bajo el amparo del artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, separarlo del puesto, con una jubilación permanente. SL

9020-08. IUS VARIANDI. Señala el recurrente que labora para el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados desde 1995 y que desde el año 2005 ocupa el puesto de profesional seis. Agrega que se le notifica una acción de traslado de puesto, el cual resulta abusivo y lesiona sus derechos fundamentales por carecer de una verdadera motivación según lo dispuesto por la jurisprudencia constitucional. Se declara sin lugar el recurso por cuanto se ha respetado el debido proceso al amparado al haber sido notificado personalmente y haberle conferido –y utilizado- las posibilidades de impugnación, al mismo tiempo que se verifica un adecuado ejercicio del ius variandi al respetarse los derechos laborales y las condiciones salariales de que goza el recurrente. SL

9018-08. IUS VARIANDI Alegan los recurrentes que laboran para el Ministerio de Hacienda destacados en la Policía de Control Fiscal en funciones de Investigadores Fiscales, y que en abril y mayo de dos mil ocho se les comunica su traslado para desempeñar funciones de agentes de seguridad y vigilancia en la Dirección General de Aduanas. Agregan que si bien el traslado se fundamenta en el artículo veintidós del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, ese acto resulta lesivo a sus derechos porque se ignora el acto declarativo de derechos del año dos mil cuatro que los había reubicado en aquel entonces en la posición que hasta ahora desempeñaban en la policía fiscal. Añaden que el traslado carece de motivación y por tanto es violatorio del debido proceso. Se declara sin lugar el recurso por cuanto se ha respetado el debido proceso a los amparados al haber sido notificados y haberles conferido las posibilidades de impugnación, al mismo tiempo que se verifica un adecuado ejercicio del ius variandi al respetarse los derechos laborales y las condiciones salariales de que gozan los recurrentes. SL

9039-08.  PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO SIN DEBIDO PROCESO. Manifiesta el recurrente que fue notificado sobre la resolución final en la cual se le impuso una sanción de tres días de suspensión y la restitución de la suma de trescientos ochenta y cinco mil colones por la sustracción realizada por el Jefe de la Sección de Validación de Derechos. Agrega que la resolución mencionada es omisa, ya que no indica ante quien se puede interponer los recursos correspondienes, que durante el desarrollo del proceso se violentó el debido proceso y el derecho de defensa ya que revisando el expediente, existen varias resoluciones que no le fueron notificadas, a pesar de haber señalado lugar para recibir notificaciones. Afirma que la autoridad recurrida dictó el acto final sin que se realizara de previo el debido proceso, al no notificarle resoluciones referidas, imposibilitándolo para ejercer la efectiva defensa de sus derechos. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las diez horas del dieciocho de enero de dos mil ocho, suscrita por el Director Médico del Hospital Dr. Max Peralta. Se ordena al Director Médico del Hospital Dr. Max Peralta Jiménez, o a quien en su lugar ejerza el cargo, retrotraer los procedimientos a efecto de convocar al amparado a la audiencia oral y privada, resolución que deberá notificársele al amparado de forma personal, lo anterior en el improrrogable plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia. Se cita la sentencia 4157-2000.CL

8620-08. DESPIDO. Manifiesta  el recurrente que  ha laborado como guarda en el Campo de Exposiciones de la Municipalidad de Pérez Zeledón desde el año dos mil seis, siendo su jefe inmediato la Junta Administradora del Campo de Exposiciones, dependencia directa del Concejo Municipal de Pérez Zeledón.  Indica que la Alcaldesa de la Municipalidad recurrida ordeno el traspaso de la administración y los activos del Campo Ferial de la Junta Administradora a la Municipalidad recurrida, debiendo efectuar la liquidación de los funcionarios que laboraban en dicho Campo, y  que fue despedido de su puesto por medio de un acto de voluntad unilateral de la Alcaldesa recurrida, lo cual resulta improcedente por ser incompetente para el dictado de tal decisión.  Considera que el cese de sus funciones se dicto en contraposición  a lo dispuesto en el artículo 146 del Código Municipal,  y que su despido no se encuentra contemplado dentro de las causas del despido con responsabilidad patronal establecido en el artículo 81 del Código de Trabajo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución número RES-037-07-DAM  de las ocho horas del trece de setiembre de dos mil siete, suscrita por la Alcaldesa Municipal de Pérez Zeledón. CL
8649-08. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. REVISION DE CORREOS ELECTRONICOS. El recurrente  indica que con  motivo del procedimiento disciplinario instaurado en su contra por supuesto acoso laboral, el órgano director de modo ilegítimo dispuso la revisión de varios correos electrónicos, sin una orden jurisdiccional con ese propósito.  Se declara con lugar el recurso, y en consecuencia, deberá la autoridad recurrida substanciar el procedimiento disciplinario instaurado contra el promovente sin tener en consideración el material probatorio obtenido con violación de los derechos fundamentales del agraviado. Sobre el tema se cita la sentencia 15063-05. CL

8547-08. IUS VARIANDI. Considera el recurrente que se violentó su derecho al debido proceso, a la estabilidad laboral y, que además, fue objeto de la aplicación de un ius variandi abusivo por parte de las autoridades recurridas, toda vez que, la plaza vacante de Profesional en Ciencias Forenses 2, que ocupaba en forma interina, fue reclasificada a la de Perito Judicial 1, lo que implicó una disminución de su salario y del plus que venía devengando. Con base en las consideraciones dadas se declara sin lugar el recurso.  Sobre el tema se citan las sentencias 867-1991- y 2754-2000. SL

8323-08. SUSPENSION DE PLUS SALARIAL POR TRASLADO. Alega el recurrente que se encuentra nombrado en propiedad como profesor pero debido a un procedimiento administrativo disciplinario incoado en su contra, la autoridad recurrida lo traslada provisionalmente a la Dirección Regional y a partir del curso lectivo del 2005, no se le reconocen una serie de incentivos salariales tales como recargo por concepto de horario alterno, la ampliación del curso lectivo, así como el incentivo por laborar en una zona de menor desarrollo. Es menester indicarle al petente que en materia de pluses o incentivos salariales ya este Tribunal ha establecido que ellos no se conforman en un componente del salario que mensualmente se le cancela al servidor, y por ende, no son resorte de discusión en esta sede. Ante este panorama, y al no constatarse en la especie la existencia de quebrantos constitucionales susceptibles de tutela en la vía de amparo. SL

8364-08. DENEGATORIA DE LICENCIA DE LACTANCIA. Señala la recurrente que la amparada le comunicó a la encargada de Horarios y Asistente de Dirección de la entidad recurrida prórroga de la Licencia de Lactancia. Posteriormente, la petente esperó la entrega de horarios, pero la parte recurrida le negó dicho derecho. Posteriormente recibió como respuesta —y por decisión unilateral- fue que  debería de amamantar a su bebé durante 15 minutos en la Dirección —lugar no apropiado, ni acondicionado para tal efecto y únicamente tres días por semana sin indicar acerca de los otros días. En ocasiones previas la Sala se ha referido a la lactancia materna como un derecho irrenunciable tanto de las trabajadoras como de sus hijos, abordando aspectos que se relacionan directamente con el caso que plantea la actora, teniendo esas decisiones como común denominador la aplicación de criterios de interpretación amplios, favorables a la empleada. En el caso concreto, la forma en que se dispuso conferírselo, es decir,  intercalado en el horario en que trabaja en la Escuela, tiene como resultado práctico tornar nugatoria la licencia, pues de la experiencia común se deriva que es materialmente imposible desplazarse del centro de San José a Moravia y regresar en quince minutos, y, aunque no resulta imposible, con gran probabilidad sí sería bastante difícil que quien se encarga del cuidado de la menor mientras la madre trabaja, la lleve dos veces al día a la escuela en intervalos de aproximadamente tres horas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de la Escuela Buenaventura Corrales Bermúdez, o a quien ocupe ese cargo, respetar, de inmediato, la licencia de lactancia de la recurrente, según los lineamentos del oficio AJ-16107 del 23 de julio de 2007 de la Asesoría Jurídica del Ministerio de Educación Pública, de forma tal en que pueda efectivamente disfrutarse. CL     

8330-08. AUDIENCIA ORAL EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SE REALIZA SIN PRESENCIA DEL DEFENSOR. Señala la recurrente que dentro del procedimiento disciplinario seguido en su contra, se realizó la audiencia oral sin presencia de su abogado, a pesar que había presentado el dictamen médico respectivo que justificaba su imposibilidad de presentarse, colocándola en evidente estado de indefensión. Ésta Sala ha aceptado que la incapacidad del investigado no lo imposibilita para asistir a la audiencia oral salvo casos calificadísimos, debe decirse lo mismo en el caso del abogado, que en todo caso no necesariamente debe ser el mismo durante todo el procedimiento, por lo que la amparada bien pudo apersonarse con cualquier otro asesor. Además, observa la Sala que el órgano director del procedimiento ya había cancelado la audiencia en dos oportunidades anteriores como consecuencia de incapacidades presentadas por la recurrente, por lo que pretender que se fije por cuarta vez la fecha de la audiencia oral razón por la cuál éste Tribunal no encuentra razones para acreditar la acusada infracción a los derechos fundamentales de los amparados. SL

8068-08. SUPRESIÓN DE  PLAZA .Manifiesta el recurrente que laboraba para la Municipalidad de San Carlos en el puesto de Encargado de Cobro Administrativo y Judicial. Indica que a su  favor se tramitó un recurso de amparo que se declaró con lugar al comprobarse que se había tramitado en su contra procedimiento administrativo disciplinario en que se había infringido el debido proceso, por lo que la Sala Constitucional ordenó anular lo actuado, incluido el acto de despido. Lo que motiva la interposición de este nuevo amparo es que, al momento de presentarse en la Municipalidad para reincorporarse a su puesto, el Alcalde Municipal le indicó que el  puesto que había venido ocupando, había sido eliminado del Manual de Puestos, por lo que se le trasladaba al puesto de Encargado de Servicios Generales. Considera que con esta nueva conducta se ha infringido el debido proceso e implica un caso de ius variandi abusivo, por cuanto nunca se le comunicó ni otorgó audiencia respecto de la eliminación de la  plaza que ocupaba, a lo que se agrega que no existe un estudio técnico que establezca la necesidad o conveniencia de tal medida. Agrega que se le traslada a otra plaza que es totalmente diversa a la que ocupaba, con una variación abusiva y degradante de  las funciones que desempeñaba. Según consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
8124-08. DESPIDO. Manifiesta  la recurrente que inició labores en el Centro de Electroquímica y Energía Química de la Universidad recurrida desde agosto de 2001, como oficinista-recepcionista. En noviembre del 2004 fue nombrado como director de ese mismo centro  su hermano. Desde la fecha de nombramiento de su hermano, sea en noviembre de 2004 hasta el 28 de noviembre de 2007, fecha a partir de la cual fue despedida de su trabajo, atendió sus labores normalmente sin inconveniente alguno en virtud del lazo familiar que la une con el director del centro, en consecuencia, es errónea la apreciación del recurrido en el sentido de que es una trabajadora ocasional, cuando lo cierto del caso es que laboró para dicho centro de forma ininterrumpida por espacio de seis años. Alega que si prevaleciera el argumento de que en una misma oficina no pueden laborar funcionarios unidos por lazos familiares -lo cual ha dicho este tribunal resulta absolutamente inconstitucional y contrario a las normas básicas del derecho laboral- le hubiera asistido un mejor derecho, por cuanto su antigüedad es mayor a la de su hermano en ese centro de trabajo, motivo por el cual estima que  la decisión del Vicerrector de afectar su nombramiento por ser de inferior categoría al de su hermano resulta absolutamente arbitraria, irracional, desproporcionada, injusta e ilegal.  Se declara sin lugar el recurso por cuanto a la recurrente no le ha unido una relación laboral con ese ente estatal sino con una Fundación –FUNDEVI-, ente regulado por el derecho privado en sus relaciones laborales, que fue creado al amparo de la Ley de Fundaciones, Ley número 5338 de 28 de agosto de 1973, el cual contrata su personal, tal como hizo con la amparada durante el lapso indicado,  habiendo sido liquidados año con año sus derechos laborales. SL
8182-08. TRASLADO HORIZONTAL.Manifiesta la recurrente que labora en el cargo de "Coordinadora de Bienes Inmuebles" en la Municipalidad recurrida, en donde se le paga el rubro de "Prohibición", que equivale a un pago adicional del 30% respecto al salario base. En una decisión absolutamente impropia, sin que mediara ninguna razón de orden técnico, sin que existieran motivos de desatención a sus obligaciones, y sin que en modo alguno esa servidora hubiera incurrido en alguna falta o incumplido sus deberes, la Alcaldesa Municipal dispuso cambiarla de posición, mediante un traslado horizontal comunicado en oficio A.M. 007-2008, decisión que sustenta en un articulado que no es de aplicación, y que no justifica como corresponde. La ejecución de la orden emitida por la Alcaldesa Municipal de Desamparados le fue comunicada por medio de la oficina de Recursos Humanos de la Municipalidad de Desamparados, mediante acción de personal, operándose una disminución de su salario. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio No. A.M.-007-2008 del 7 de enero del 2008, mediante el cual se dispuso el traslado de la recurrente al Proceso de Planificación Territorial. Se restituye a la amparada en el pleno goce de sus derechos. CL
8127-08. IUS VARIANDI. Manifiesta el recurrente  que se ordenó  su reubicación del puesto en propiedad 090187 del Programa de Administración de Ingresos - Gestión Aduanera, al Programa de Actividades Centrales, traslado que rige desde el 2 de julio del 2007.  Alega que en dicho traslado se violenta el ius variandi, en razón de que pasa de funciones de tramitador aduanero a un puesto de agente de seguridad, modificando significativamente sus funciones e incluso su salario, el cual se ve disminuido en más de ¢ 60.000,00 mensuales. Alega falta al debido proceso. Se declara sin lugar el recurso por cuanto, por cuanto en este caso concreto, lo que se eliminó al recurrente fue el pago de zonaje, lo cual no es un componente salarial, sino de un incentivo salarial. Por otra parte, determinar en definitiva si procede reconocerle el pago de dicho plus salarial, de conformidad a los supuestos que establece el Reglamento respectivo y sus condiciones personales, o si por el contrario, tal y como lo estima la Administración, procede el cese del pago, ello es un aspecto que procede plantearse, discutirse y resolverse en la vía administrativa, o bien, en la vía jurisdiccional correspondiente por agotamiento de la fase anterior. SL

7841-08. DESPIDO. Señala el recurrente que se le revocó el nombramiento como investigador del Organismo de Investigación Judicial, con base en medios probatorios como registros de llamadas telefónicas, que se tomaron de una causa penal de la cuál fue absuelto de toda culpa. Denuncia el recurrente que a pesar de habérsele absuelto en la vía judicial se ejecutó la sanción administrativa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se determinó que en este caso concreto, la Inspección Judicial además de los rastreos telefónicos del amparado, tomó en consideración para imponer la sanción, otro tipo de elementos probatorios tales como documentos y testimonios. Sobre el tema se citan los votos: 10028-02, 3890-07, 678-91 y 1026-94. Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota la autoridad recurrida de lo que se expresa en el último considerando. SL
7781-08. REVOCATORIA DE NOMBRAMIENTO. Señala la recurrente que es diplomática de carrera, e impugna la decisión de revocarle su nombramiento como Embajadora Extraordinaria y Plenipotenciaria de Costa Rica ante la Federación Rusa y en su lugar, designarla como Directora Alterna de Protocolo y Ceremonial del Estado en el Servicio Interno de la Cancillería. Indica que como parte de los preparativos para asumir el cargo implicó hacerse exámenes médicos que determinaron que tenía una enfermedad coronaria y se contraindicó cualquier viaje al exterior hasta no aclarar la situación. Argumenta que no se le preavisó su remoción y no se consideró su estado de salud. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. SL

7804-08. NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD CON UNA JORNADA INFERIOR. Señala el recurrente que la Dirección de Recursos Humanos de la C.C.S.S. en detrimento de su derecho al trabajo y estabilidad laboral, incumplió lo previsto en el Transitorio V del Decreto Ejecutivo No. 32670-S, y en  la Circular No. 41191-5-A,  pues, pese a encontrarse nombrado en forma interina en dos plazas, con una jornada total de ocho horas, la accionada, luego de fraccionar el puesto No. 19978, procedió a nombrarlo en propiedad por la mitad del tiempo. Es criterio de este Tribunal Constitucional que, con la designación del amparado en el puesto, con una jornada de cuatro horas, no se violentó derecho fundamental alguno, toda vez que, con ello, no se procedió a una modificación sustancial de las circunstancias y condiciones en las que prestaba sus servicios. SL

7770-08. ELIMINAN PLUS SALARIAL A FUNCIONARIOS DEL MINISTERIO DE SALUD. Señala la recurrente que le fue disminuido su salario por parte del Ministerio de Salud, al eliminarle el plus salarial denominado “bolsita”, sin haber sido previamente informada al respecto y mediante un acto que no le fue debidamente comunicado y sin la debida fundamentación. Sobre este caso, se indica que en reiteradas resoluciones, esta Sala ha avalado que el Ministerio de Salud eliminara el sobresueldo denominado “bolsita” a aquellos funcionarios a los cuales se les haya practicado ajustes salariales para eliminar las diferencias que dieron lugar al sobresueldo, destacando su carácter temporal y provisional. Sobre el tema se citan las sentencias 6102-06, 7771-08 y 7780-08. Consta en este caso que el  sobresueldo eliminado, que constituye el objeto de este amparo, no tiene el carácter de un derecho adquirido y su eliminación no constituye un ejercicio del ius variandi; sencillamente, se trata de la aplicación de mecanismos de ajuste salariales, que dejan sin efecto un sobresueldo cuya causa quedó insubsistente. Asimismo, consta que al recurrente se le dio debido proceso. SL
7832-08. PROBLEMAS DE INSALUBRIDAD EN DELEGACIÓN POLICIAL. Señala el accionante lesión a su derecho a la salud y al trabajo debido a que el edificio dónde se ubica la Delegación Policial Delta Uno del Ministerio de Seguridad Pública,  calles 8 y 7 sobre la Avenida 5 en San José, presenta problemas  de insalubridad, hace énfasis en el problema de aguas negras y  la prestación del servicio de agua potable se ha tornado prácticamente nugatorio. Después de analizar los elementos probatorios aportados este Tribunal verifica la lesión a los derechos constitucionales del accionante. Se acreditó que mediante orden sanitaria OPAH-110-2008JJ  emitida a la Ministra de Salud otorgó el plazo de quince días para  presentar un plan de mejoras de ese edificio  con su respectivo cronograma  por medio de un profesional responsable ya que se estableció como conclusiones  que el edificio presenta problemas de ventilación, se observaron áreas con hacinamiento además se obstaculiza el acceso directo hacia la salida de emergencia propuesta por lo que resulta prudente  retomar las medidas sanitarias  y de seguridad en la edificación esto para garantizar un ambiente sano y seguro a las personas que habitan en él o  que transitan temporalmente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Seguridad Pública, o a quién en su lugar ejerza ese cargo, que deberá de cumplir los lineamientos dispuestos en la orden sanitaria OPAH-110-2008JJ del nueve de abril del dos mil ocho. CL

7689-08. DENUNCIA Y DELITO DE CORRUPCION EN LA FUNCION PUBLICA. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. Señalan los recurrentes que la redacción del artículo 8° conlleva a cuestionar la forma en que una eventual denuncia se incorporará a un expediente administrativo o penal, según sea el caso, pues la única forma de garantizar la confidencialidad de quien suscriba una denuncia por actos de corrupción sería no incluir el documento original en el expediente, o bien, incluir una copia alterada, en cuyo caso se estaría negando el acceso al investigado a dicho elemento probatorio esencial. Por otra parte, indican que al mantener confidencial la denuncia por actos de corrupción, sería el caso de una prueba anónima, respecto a la cual la propia Sala ya se ha pronunciado. También explican que al imponer a las auditorias internas de la Administración Pública y a la Contraloría General de la República el deber de guardar la confidencialidad de quienes se han presentado a formular una denuncia oral o escrita, se irrespeta el principio de inocencia. Respecto al artículo 10, su párrafo final dispone que en los procedimientos administrativos que instruya la Administración por infracciones al régimen de hacienda pública las comparecencias serán orales y públicas, invirtiendo la regla prevista en el artículo 309 de la Ley General de la Administración Pública. Sostienen que al convertir estas comparecencias en orales y públicas, se crea una desigualdad injustificada y discriminatoria, irrespetando el ámbito de intimidad del investigado y el principio de igualdad. Además, aducen que dicha medida es desproporcionada e irrazonable, pues en aras de proteger la hacienda pública se afecta el ámbito de intimidad del funcionario investigado y el principio de inocencia, siendo que se le exhibe innecesariamente en una etapa en la que ni siquiera existe resolución administrativa firme que le responsabilice por cualquier hecho. En cuanto a la confidencialidad de las declaraciones sobre situación patrimonial y autorización para acceso a información, indican que la información relativa a cuáles y cuántos son los ingresos pecuniarios de una persona, el origen de los mismos, sus propiedades muebles e inmuebles, inversiones y cualquier otro activo, constituye un núcleo esencial del ámbito de intimidad. Estiman desproporcionado e irrazonable que los funcionarios públicos deban desprenderse de esa parte esencial de su ámbito de intimidad para entregarla a la Asamblea Legislativa en general. Agregan que la Ley Nº 8422 no dice si la información se debe entregar a comisiones investigativas, al Plenario, a los diputados considerados individualmente o a los asesores legislativos, siendo que la disposición es imprecisa y vaga. Señalan que la divulgación irrestricta de la situación patrimonial de los funcionarios puede afectar su seguridad e integridad física ya que no existe en dicha ley una garantía real y efectiva para que la información que se deba entregar a la Asamblea Legislativa se encuentre protegida con el mismo celo que lo hace la Contraloría. Por otro lado, indican que el artículo 30 irrespeta directamente el numeral 24 de la Constitución Política, pues traslada al funcionario público el deber de entregar una autorización para que el Órgano Contralor pueda obtener cualquier tipo de información. En relación con el artículo 29 inciso 2) subinciso d) estiman que violenta el principio de razonabilidad. Manifiestan que el artículo 53 pretende sancionar como delictiva una conducta que en modo alguno conlleva la afectación a la moral, orden público, buenas costumbres o terceros. Señalan que dicho artículo no indica si el proceso de contratación se realizó en contravención o no del ordenamiento jurídico aplicable, además, tampoco indica la norma si el funcionario objeto de la sanción realizó una conducta irregular o indebida en el cumplimiento de sus deberes, es decir, no sanciona la conducta ilícita de un funcionario público, por el contrario, lo que pretende es sancionar que el funcionario sea contratado laboralmente por una empresa que a su vez contrató con la entidad pública en que laboraba el funcionario. Explican que el artículo 58 en relación con el 5° infringe el principio de legalidad en general, y específicamente el principio de tipicidad, por cuanto el artículo 58 remite al 5° para describir la conducta prohibida, pero éste hace una amplia y vaga definición de lo que puede ser fraude de ley. Sostienen que el artículo 62 inciso a) introduce una violación al principio de igualdad y al respeto al debido proceso al crear una regla particular para funcionarios públicos en materia de prescripción de la acción penal, con lo cual discrimina arbitraria e injustificadamente a los eventuales funcionarios investigados. Solicitan que se declare la inconstitucionalidad de los artículos impugnados. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, por mayoría, se declara sin lugar la acción número 04-012348-0007-CO. Los Magistrados Mora y Vargas salvan el voto y rechazan de plano dicha acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Sosto salvan el voto y declaran inconstitucional el artículo 30 de la Ley 8422. Por unanimidad, se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad número 05-002415-0007-CO, anulando la frase: "... y su descripción. Se entienden, por menaje de casa, únicamente los artículos domésticos y la ropa de uso personal propio, de su cónyuge, su compañero o compañera, de sus hijos y de las demás personas que habiten con el funcionario...", del artículo 29 inciso 2) letra d) de la Ley No. 8422 “Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública”. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. SL y  CL 

7686-08. RELACIONES DE EMPLEO DE TRABAJADORES DE CORREOS DE COSTA RICA. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 3 de la Ley de Correos, número 7768. La norma impugna establece que las relaciones de empleo de los trabajadores de Correos de Costa Rica SA, estarán regidas por el derecho laboral común y no por un régimen de empleo público, que cuente con las garantías de los numerales 191 y 192 de la Carta Fundamental. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se rechaza por el fondo el recurso. RF
DERECHO PENAL
8761-08. PRISION PREVENTIVA. La recurrente manifiesta que en contra del amparado se sigue causa penal ante la Fiscalía de Liberia, por el delito de Estafa y otro.  Indica que el Tribunal de Juicio del I Circuito Judicial de Guanacaste, sede Liberia, ordenó prisión preventiva contra  su representado por el plazo de 3 meses, argumentado la probabilidad de la comisión del delito y el peligro de fuga.  Alega que los argumentos de las autoridades recurridas no son de recibo, dado que el hecho que el delito acusado tenga penas altas de cárcel, no justifica la imposición de una medida tan gravosa, como lo es la prisión preventiva. Sostiene que la resolución que impuso la prisión preventiva del tutelado lesiona sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso, ordenando la libertad del amparado.  Por falta de fundamentación, se anula la resolución No. 118-08 de las trece horas con veinticinco minutos del seis de mayo del dos mil ocho dictada por el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Liberia. Queda vigente lo resuelto por el Juez Penal de Liberia en la resolución de las trece horas y cuarenta y siete minutos del diecisiete de abril de dos mil ocho, de rechazo de prisión preventiva e imposición de medidas cautelares.  Sobre el tema se citan las sentencias 3258-2001, 5396-95. CL

8777-08. DENEGATORIA DE REPARACION INTEGRAL DEL DAÑO Y AUDIENCIA ORAL. Manifiesta el recurrente que a pesar de haber presentado una solicitud para que se aplique el instituto de la reparación integral del daño y una gestión para que se realice una audiencia oral, las autoridades del Tribunal Penal de Hatillo negaron esa posibilidad en forma ilegítima, lo que, en su criterio, prolonga la privación de libertad del tutelado. Se declara sin lugar el recurso por cuanto la decisión impugnada, sea la de no programar en forma inmediata una audiencia oral para conocer de la medida de reparación integral del daño, no violenta los derechos del tutelado. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso. SL

8779-08. DETENCION. Manifiesta el recurrente que el amparado fue detenido el día 16 de mayo de 2008, en horas de la noche, en la zona de San Francisco de Dos Ríos por la policía administrativa. Indica que al ser las 22:00 horas de ese día, la policía administrativa presentó al tutelado ante la Fiscalía Nocturna del Segundo Circuito Judicial de San José, esposado con las manos hacia atrás, que en la Fiscalía recurrida se ordenó mantener al amparado siempre esposado en la forma que lo trajeron hasta las 10:00 horas del día siguiente, cuando lo indagaron y lo remitieron a celdas del Organismo de Investigación Judicial, y que el amparado siempre estuvo vigilado por la policía administrativa durante todas las horas que estuvo en la Fiscalía. Afirma que después del maltrato físico recibido, el amparado fue puesto en libertad al ser las 14:00 horas del día siguiente a su detención, sin la imposición de ninguna medida cautelar. Consta en este caso, que el tutelado permaneció bajo las órdenes de la autoridad recurrida por espacio de casi 8 horas esposado con los brazos hacia atrás, lo que a todas luces es una situación ilegítima y constituye una grosera violación de la integridad personal del tutelado. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de daños y perjuicios, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL 

9126-08. PRISION PREVENTIVA. Manifiesta el recurrente que la medida cautelar privativa de libertad dispuesta y confirmanda por las autoridades recurridas en contra del amparado carecen de la fundamentación necesaria, pues no se han allegado al expediente medios probatorios que demuestren la necesidad procesal de privarlo de su libertad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Vargas y Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso.- SL

9128-08. PRISION PREVENTIVA. Manifiesta el recurrente que su representado fue sentenciado a trece de prisión, por lo que dicha sentencia fue impugnada y fue declarado con lugar el recurso de casación planteado, sin ordenar la libertad del imputado. Alega que el diez de mayo del 2005, fue declarado absuelto de toda pena y responsabilidad.  Señala que se ordenó la realización del debate, donde se dictó sentencia condenatoria de 8 años de prisión, imponiéndole seis meses de prisión preventiva. Expresa que la lectura de la parte integral de la sentencia fue señalada para las 16:30 horas del 14 de mayo del año en curso, sin embargo, el Tribunal de Juicio en la sentencia que dictó erró en dos situaciones elementales, la primera que no estuvo conformado en virtud de que uno de sus jueces no estuvo presente al momento de la lectura y el otro que al imputado a pesar de haber solicitado expresamente que lo llevaran a la lectura de la sentencia, al día de hoy no lo han hecho efectivo, situación que genera incertidumbre por saber los pormenores por lo que fue sentenciado. Considera que lo actuado por las autoridades recurridas violenta sus derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política, por cuanto considera que se encuentra privado de su libertad ilegal e ilegítimamente, en una clara violación a su derecho fundamental a la justicia y al ejercicio del derecho de defensa, en virtud de no saber los aspectos de hecho y derecho que lo mantienen preso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara parcialmente con lugar el recurso sin ordenar la libertad del tutelado por violación al derecho de defensa material y técnica del imputado. CL Parcial
9129-08. PRORROGA DE PRISION PREVENTIVA. Manifiesta el recurrente que en contra de su  defendido se decreto la medida cautelar de prisión preventiva, motivo por el cuál presentó recurso de apelación y solicitud de vista oral, por lo que esas gestiones no se atendieron, y por el contrario se dicto la prórroga de la prisión preventiva. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado; por cuanto se verifica en autos que ambas gestiones fueron desatendidas por las autoridades recurridas, siendo que, se dictó la prórroga de la medida cautelar de prisión preventiva sin entrar a conocer los recursos incoados por la representante del encartado. Tomen nota las autoridades recurridas de lo dicho en el último considerando. CL Parcial

8724-08. FALTA DE FIRMA EN SENTENCIA. Señala el recurrente que sus patrocinados se encuentran privados de libertad ilegítimamente  en vista de que la sentencia condenatoria dictada en su contra es ineficaz, habida cuenta que para su dictado no fue producto de la deliberación de los tres jueces que integraron el Tribunal recurrido.   Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se concluye que los amparados se encuentran detenidos con fundamento legal. Por otra parte, la sentencia no es ineficaz por el motivo que acusa el recurrente, ya que según se informó a éste Tribunal en la deliberación previa participó una jueza y concurrió con el voto que declaró a los amparados coautores responsables del delito antes indicado, siendo que firmó la sentencia documento hasta el 19 de mayo de 2008 debido a que se  acogió a un permiso con goce de salario entre el 5 y 9 de mayo, es decir, con posterioridad a la lectura integral de la sentencia número 559-2008. SL
8726-08. DENEGATORIA DE VISTA. Alega la recurrente la violación de la libertad personal del tutelado y de su derecho debido proceso, por la negativa del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José de celebrar una vista. En el caso concreto efectivamente se tiene por probado que el Juzgado recurrido desestimó la gestión formulada por el Defensor con el fin de realizar una vista. A juicio de éste Tribunal Constitucional es muy evidente que el agraviado ha sido colocado en absoluta indefensión a causa de la situación impugnada en este proceso, razón por la cual lo procedente es declarar con lugar el habeas corpus. Se declara parcialmente con lugar el recurso, pero sin ordenar la libertad del tutelado, únicamente en cuanto se dirige contra la omisión del Órgano Jurisdiccional recurrido de celebrar la audiencia oral solicitada por el Defensor del tutelado en su escrito de 6 de mayo de 2006. Se ordena a la Jueza Penal del Primer Circuito Judicial de San José, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para celebrar con la mayor celeridad posible esa vista oral, a fin de evacuar el material probatorio ofrecido por la Defensa y resolver conforme a derecho corresponda. En todo lo demás se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
8437-08.  PRISION PREVENTIVA.  Manifiesta la recurrente que el Juzgado Penal de Upala ordenó variar la medida cautelar de prisión preventiva impuesta a su representado, resolución que fue notificada el 6 de mayo a las 16:30 horas. No obstante, a la fecha de interposición de este recurso, 7 de mayo, sea casi veinticuatro horas después de notificada dicha resolución, ese Juzgado no ha diligenciado la misma, ordenando la puesta en libertad del amparado, esto en espera de ver si el Ministerio Público presenta alguna apelación. Se declara sin lugar el recurso  por cuanto las  razones que estimó el Juzgado son  suficientes para considerar que habían variado las condiciones para mantener la prisión preventiva, la cual fue apelada ante el Tribunal de alzada, quien decidirá sobre la procedencia o no del cambio de medida, y en ese lapso, continúa vigente la medida impuesta por la autoridad jurisdiccional, por lo que su detención no es ilegítima. SL

8656-08. PRISION PREVENTIVA. AUDIENCIA. Considera el recurrente que se ha violentado el derecho de defensa del amparado en detrimento de su libertad, toda vez que el Juzgado recurrido señaló para audiencia oral diecisiete horas después de haber indagado al amparado, con el agravante de que para ese día y hora, atendía otra audiencia en el mismo Juzgado, respecto de otro imputado. Se declara con lugar el  recurso, por la falta de celebración de la audiencia oral y sin ordenar la libertad del imputado. Los Magistrados Cruz Castro y Araya García, salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada Miranda y Sosto López, dan razones adicionales.  Se cita sentencia 283-07. CL

8351-08. RESEÑA POLICIAL. Señala el recurrente que por muchos años y en forma ilegal y contrario a la jurisprudencia emitida por este Tribunal, en el Registro recurrido se tiene una reseña del amparado. Que nuevamente fue detenido y reseñado, sin justificación o motivo alguno, pues ni siquiera existió la figura del ofendido. Este Tribunal Constitucional es del criterio que la investigación y persecución eficiente de los hechos delictivos constituye un asunto de interés público; Sin embargo considera inconstitucional las consecuencias a perpetuidad de los datos tenidos en los archivos policiales, en atención al principio de dignidad de la persona humana, valor espiritual y moral inherente a la persona. En este caso consta que el amparado registra varias anotaciones que ya han sobrepasado el plazo de diez años al que se ha referido la jurisprudencia de esta Sala. Se citan las resoluciones 9576-05 y 4626-04. CL

8261-08. JURISPRUDENCIA EN MATERIA DE APELACION EN PROCESOS DE EXTRADICIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra  la Jurisprudencia del Tribunal de Casación Penal que admite el recurso de apelación únicamente contra la decisión del(a) Juez(a) que otorga o deniega la extradición. Impugna la línea jurisprudencial que se delinea en las sentencias números 0623-2006, 0306-2002, 0196-2002,  0644-2003, 0407-2003 y 0707-2002  en cuanto establecen que el recurso de apelación regulado en el artículo 9 bis de la Ley de Extradición, únicamente procede contra la resolución que acuerda o deniega el trámite, por lo que de conformidad con el principio de taxatividad de los recursos no corresponde admitir dicha impugnación contra ningún otro artículo del proceso, como la decisión de acordar la medida cautelar de prisión preventiva del extraditable. Sobre el tema se citan las sentencias: 5179-93, 926-94, 1832-00, 13502-06, 9671-07. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar la acción, se concluye que no existe una omisión en el Tratado ni en la ley susceptibles de ser declarados en esta vía, sino únicamente la intención del legislador de que sólo la resolución que acuerde o deniegue el trámite de extradición tenga apelación. SL
8247-08. PRISION PREVENTIVA.Manifiesta la recurrente que la autoridad recurrida omitió conferirle audiencia acerca de la petición del Ministerio Público de decretar prisión preventiva contra su patrocinado.  Asegura que dicha resolución carece de fundamentación toda vez que el Juez debe basarse en razones objetivas, amparadas legalmente y debidamente respaldadas, lo cual no se da. Se declara con lugar el recurso, en cuanto a la omisión de audiencia al imponer la prisión preventiva, sin ordenar la libertad del imputado, ni la reposición del trámite, al haber subsanado el Tribunal Penal de Nicoya el vicio acusado. En lo demás se declara sin lugar. CL PARCIAL

8200-08. DETENCION SIN RESOLUCION QUE LA FUNDAMENTE. Manifiesta la recurrente que venció la prisión preventiva dictada en su contra y se realizó una revisión de la medida cautelar de cita, enterándose de que no existía ninguna solicitud de prórroga por parte del Ministerio Público, ni resolución judicial que ordenara la permanencia de esa medida por un plazo más amplio del que había sido señalado por el Juez de la Etapa Preparatoria, por lo que siendo que su defendido se encontraba detenido ilegítimamente, procedió a presentar escrito de solicitud de libertad, de manera que ante ello y siendo que después de presentar dicho memorial, el representante del Ministerio Público solicitó audiencia oral para pedir medidas cautelares en contra del amparado, a pesar de que a ese momento el plazo para solicitar dicha medida ya había fenecido. Se declara con lugar el recurso , ya que el hecho de que en la audiencia oral celebrada a las quince horas cincuenta minutos  del veintitrés de abril del dos mil ocho, el Juez del Tribunal recurrido hubiera dictado una prórroga de la prisión preventiva del amparado por tres días mientras se le trasladaba para realizar una nueva vista en donde es analizara lo relativo a su libertad, no tiene la virtud de justificar la privación de libertad pues recuérdese que esa medida venció a las cero horas del veintitrés de abril y por tanto, desde ese momento hasta las quince horas cincuenta minutos de ese mismo día cuando se prorrogó tal medida, ya habían transcurrido varias horas en las cuales el tutelado estuvo privado de libertad sin que existiera resolución judicial que así lo ordenara. CL
7851-08. DETENCIÓN ILEGÍTIMA. El recurrente demandó la tutela del derecho a la libertad personal del tutelado, en virtud que, en su criterio, éste permaneció detenido ilegítimamente, en virtud que, no se puso a la orden de la autoridad jurisdiccional competente dentro del plazo perentorio de 24 horas que dispone el artículo 37 de la Constitución Política. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada y el Magistrado Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
7850-08. PLAZO EXCESIVO DE PRISIÓN PREVENTIVA  Señala  el recurrente  que contra de los amparados se tramita proceso penal por el delito por lo que el Juzgado Penal de Turno Extraordinario del Segundo Circuito Judicial de San José, dictó prisión preventiva en su contra, motivo por el cual, a la fecha cuentan con un año, cinco meses y diecinueve días de estar privados de su libertad. Indica que no se realizó audiencia preliminar y que el órgano fiscal ha incumplido los términos señalados por el Tribunal de Casación Penal. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se determinó que en este caso, no se violentó derecho fundamental alguno en contra del amparado al dictar la medida cautelar. SL

 7846-08. ORDEN DE CAPTURA. Alega el recurrente que su compañera fue detenida por existir una supuesta orden de captura de la Policía Internacional, por cuanto la amparada sacó sin autorización de Estados Unidos, a su hija de siete años de edad, -la cual nació en Costa Rica-, y se la trajo en agosto del dos mil cinco, e inició su convivencia con el recurrente, de la cual nació un hijo de ambos que a la fecha tiene año y siete meses de edad. De las pruebas aportadas a los autos y del informe rendido a este Tribunal se evidencia que la amparada de nacionalidad estadounidense es requerida por el Gobierno de los Estados Unidos por el secuestro de su hija, por cuanto a principios de agosto del dos mil cinco durante el litigio con el padre de la menor para determinar su custodia, la Corte del Condado de Humboldt, ordenó a la amparada, presentarse a la audiencia de custodia así como le prohibió sacar a la menor del Condado de Humboldt, California. En este sentido considera la Sala que a la amparada no se le han lesionado sus derechos fundamentales por cuanto la detención no resulta arbitraria. Se cita la resolución 11144-07.SL
7690-08. FALTA DE REQUISITOS PARA OCUPAR CARGO COMO JUEZ INTEGRANTE DE UN TRIBUNAL PENAL. Consulta judicial de constitucionalidad, referente a la participación  de los jueces  del Tribunal de Juicio, en el que no aparece en la lista de elegibles como juez 4 , con lo cual  se ha violentado el principio de juez natural, que -según se afirma-  implica también una garantía para el imputado respecto de que las personas que lo van a juzgar tienen cumplidos los requerimientos establecidos legalmente para poder ocupar el puesto de juez de tribunal, cosa que no ocurre en este caso, pues  uno de los jueces   no hace parte de lista de elegibles. Se evacua la consulta planteada en el sentido de que la simple ausencia o incumplimiento de requisitos formales para ocupar un cargo específico por parte de los jueces que integran un tribunal penal, no implica por sí misma, una lesión al derecho del acusado al debido proceso. Devuélvase el expediente objeto de esta consulta al Tribunal de origen para que continúe con el trámite correspondiente. Evacuada
7642-08. PRISION PREVENTIVA. Manifiesta el recurrente que  ante el Juzgado Penal recurrido se tramita proceso penal en su contra, por imputársele el delito de relaciones sexuales con menor de edad. Que dentro de dicho proceso, se  dictó auto de prisión preventiva en su contra, con el agravante de que dicho auto carece de fundamento conforme a la legislación que regula la materia, puesto que ni siquiera existe un indicio comprobado que lo involucre con los hechos investigados, y por el contrario, la prueba que se ha recabado hasta el momento lo único que refleja es una serie de contradicciones. Se declara sin lugar el recurso, por lo que la orden de la prórroga prisión preventiva en contra del  amparado se encuentra debidamente fundamentada y  la Jueza recurrida ha considerado con base a la prueba existente la necesidad procesal de la medida,  y no existe ninguna garantía que el imputado se mantendrá voluntariamente ligado al proceso. SL

7644-08. PRORROGA DE PRISION PREVENTIVA. Manifiesta el recurrente que su defendido se encuentra ilegítimamente privado de libertad desde cuatro días atrás, porque la prisión preventiva dispuesta en su contra por el Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José venció el 25 de abril de 2008; el día anterior el Ministerio Público había solicitado la prórroga, sin embargo, al momento de interponer el recurso no hay resolución judicial que prorrogue la medida cautelar.- Se declara sin lugar el recurso por cuanto la medida cautelar fue prorrogada antes de su vencimiento y lo resuelto se notificó al Ministerio Público y a la Defensa oportunamente. SL
7676-08. PRISION PREVENTIVA. Los recurrentes reclaman la violación de su libertad personal, por cuanto el Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, al dictar la sentencia N°2008-320 de las 11:00 hrs. de 15 de abril de 2008, anuló las sentencias emitidas en la causa penal instaurada en su contra, y extendió la medida cautelar de prisión preventiva, sin ninguna justificación. Esta situación, según los promoventes es ilegítima y carece de la debida fundamentación. Se declara  sin lugar el recurso al no apreciarse en esta oportunidad algún motivo o circunstancia que justifique un criterio distinto del sostenido. SL

7678-08. IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL PAIS. Manifiesta la recurrente que en su contra se tramita causa penal dentro de la cual se le impusieron una serie de medidas cautelares, entre ellas el impedimento de salida del país. Agrega que el 10 de octubre de 2000, se dictó a su favor sobreseimiento definitivo dentro del asunto antes citado, ordenándose levantar las medidas cautelares dictadas en su contra. Sin embargo, el Juzgado recurrido no envió el oficio respectivo a la Dirección General de Migración y Extranjería para el efectivo levantamiento del impedimento de salida del país que se le había impuesto. Afirma que ha solicitado en varias ocasiones al Juzgado accionado enviar el oficio para el levantamiento correspondiente, pero a la fecha no se había llevado a cabo ese trámite. Se declara con lugar el recurso. La situación en la cual se menoscababan los derechos de la recurrente ha sido superada, producto de la comunicación realizada por el Juzgado recurrido a la Dirección General de Migración y Extranjería en la cual indicaba el levantamiento de las medidas que sobre ella pesaban, en especial del impedimento de salida del país. CL
7679-08. PRORROGA DE LA PRISION PREVENTIVA. Manifiesta el recurrente que el amparado se ha mantenido en prisión preventiva de forma continúa e ininterrumpida desde el veintiocho de febrero del dos mil ocho, venciendo los dos meses de detención provisional el pasado veintiocho de abril.  A pesar de ello, aún a la fecha se encuentra privado de libertad, sin que conste solicitud del Fiscal de prórroga de prisión preventiva ni tampoco existe en el legajo orden del Juez Penal que ordene la prórroga de la medida cautelar. Se declara con lugar el recurso. Se llama  la atención al juzgador recurrido sobre la forma descuidada en que trató este asunto, ya que al resolver y comunicar tardíamente le determinación sobre la libertad del amparado, conculcó sus derechos fundamentales, respecto de una garantía tan importante como la libertad, la autoridad judicial debe resolver con celeridad, valorando la pertinencia de la privación de la libertad. CL

7586-08. PRISION PREVENTIVA. Indica la recurrente que el amparado se encuentra, ilegítimamente, privado de libertad, por cuanto, la prisión preventiva impuesta en su contra por el Tribunal Penal de Desamparados carece de una adecuada fundamentación. Se declara sin lugar el recurso por cuanto las consideraciones expuestas fundamentan adecuada y, suficientemente, la imposición de la medida que se reclama, dado que el Juez  analizó, conforme a las circunstancias personales del imputado, la existencia de los presupuestos legales que autorizan la imposición de una medida tan gravosa como lo es la prisión preventiva. SL
DERECHO TRIBUTARIO
8731-08. SANCIONES AL AGENTE DE RETENCION. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 8, punto 2, y 44 de la Ley de Impuesto sobre la Renta en su interpretación dada por la Dirección General de Tributación y la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. Los accionantes solicitan se declare la inconstitucionalidad de los artículos 8 punto 2 y 44 de la Ley del Impuesto sobre la Renta N° 7092. Manifiestan que las normas se impugnan en cuanto disponen un requisito para efectos de deducción de impuestos cuyo incumplimiento da lugar a una sanción de naturaleza impropia, la cual se impone sin cumplir los principios constitucionales propios del derecho tributario sancionador en relación con las infracciones de naturaleza administrativa.  Por su parte, afirman que el artículo 44 viola los principios non bis in idem, de responsabilidad subjetiva, de antijuridicidad, de proporcionalidad y de separación del procedimiento para la aplicación de sanciones. La conducta omisa del agente retenedor en cuanto a retener y pagar los impuestos que establece la ley es sancionada dos veces, por el artículo 44 impugnado y por el artículo 81 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Sobre los artículos  8 punto 2 y 44 de la Ley de Impuesto sobre la Renta, se cita la sentencia 9519-02. No obstante, en relación con el contenido del artículo 44 de la Ley del Impuesto sobre la Renta la Sala estima, que es necesario un nuevo análisis de la norma a la luz de los alegatos del accionante, por lo que en cuanto a esa disposición, ordena seguir adelante con el trámite de la acción. Se rechaza por el fondo la acción en relación con el artículo 8 punto 2 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. En lo demás, continúese con el trámite de la acción. RF Parcial.                  

FAMILIA
9045-08. SOLICITUD DE INTERVENCIÓN DEL PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA. Manifiesta la recurrente que tiene tres nietos de tres, seis y siete años de edad  y que desde hace seis años le ha solicitado, reiteradamente, la intervención del PANI, dado que, tales menores sufren agresiones físicas y psicológicas por parte de su madre. Sin embargo, adujo que, dicha institución no ha realizado gestión alguna con dicho propósito, lo cual vulnera el interés superior de los niños. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Presidente Ejecutivo y Representante Legal del Patronato Nacional de la Infancia o a quien en su lugar ocupe el cargo que proceda, de manera inmediata, a girar las órdenes necesarias que estén dentro del ámbito de su competencia a efecto que los amparados, sean valorados y, en caso de ser necesario, dictar todas aquellas medidas que sean pertinentes a fin de resguardar los derechos fundamentales de éstos últimos. Sobre el tema se cita la sentencia 227-93. CL

MINORIAS
9050-08. FALTA DE RAMPA DE ACCESO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Manifiesta el amparado que sufre una lesión motora permanente lo que le ocasiona la imposibilidad de trasladarse de un sitio a otro sino cuenta con el apoyo de una silla de ruedas en forma permanente. Alega que las instalaciones donde se localiza la Municipalidad recurrida, no cuenta con una rampa de acceso o ascensor a la segunda planta, sitio donde se ubican entre otros, el Despacho de la señora Alcaldesa Municipal, el Área Jurídica y otros departamentos.  Manifiesta que a pesar de haberse efectuado denuncia por escrito por el incumplimiento a lo estipulado en la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su Reglamento (Ley 7600), la recurrida no ha efectuado gestión alguna tendiente a adecuar la infraestructura citada.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa y Presidenta del Concejo Municipal ambas de la de la Municipalidad de Pérez Zeledón, que en el término improrrogable de seis meses, contado a partir de la notificación de esta resolución, tomen las medidas que sean necesarias para garantizar el acceso de todas las personas con discapacidad a aquellas áreas que sean de acceso al público en el Edificio que ocupa la Municipalidad de Pérez Zeledón. Sobre el tema se cita la sentencia 17375-06. CL 

7809-08. RAMPAS DE ACCESO PARA PERSONAS CON ALGUNA DISCAPACIDAD. Señala la recurrente que la Municipalidad recurrida lesiona los derechos que tienen las con alguna discapacidad que transitan en las calles de ese cantón. Indica que las aceras no son adecuadas para que, personas con discapacidad, puedan transitar, adecuadamente, pues no existen rampas a fin de acceder a estas. De otra parte, adujo que el propio edificio municipal no cuenta con accesos para discapacitados, toda vez que, no existen rampas para tales efectos, ni espacios para estacionar vehículos. Éste Tribunal Constitucional, según la prueba allegada a los autos y el informe rendido por el Alcalde recurrido  tuvo por acreditado que en las calles del cantón de Moravia, concretamente, cada cien metros, se han demarcado espacios destinados al estacionamiento de vehículos que conducen o transportan personas con alguna discapacidad. Incluso, las autoridades de la Corporación recurrida han adecuado el Reglamento de Estacionamiento Autorizado del Cantón y, concomitantemente, han iniciado un proyecto tendente a la instalación del servicio de estacionamientos autorizados con boleta. De ahí que, no se observe quebranto alguno a los derechos fundamentales la recurrente. SL

MUNICIPALIDAD
8366-08. INERCIA DE AUTORIDADES PUBLICAS EN EL ASFALTADO DE CALLES EN DESAMPARADOS. Señalan los accionantes que los habitantes de Calle Hidalgo en El Rosario de Desamparados se organizaron con el fin de luchar porque se asfalte medio kilómetro de dicha calle. Buscaron la ayuda de la Municipalidad la cual se las brindó para cumplir ya por segunda vez con los requisitos que solicita el MOPT. Indican que la calle está llena de huecos que generan polvo, lo cual está causando graves problemas de salud. Éste Tribunal determinó que la inercia del Ministerio de Obras Públicas y Transportes ha causado problemas importantes a los recurrentes, en abierta discordancia con los derechos constitucionales a un ambiente sano y a la salud, puesto que ha sido responsable directo del atraso en la ejecución del convenio suscrito desde hace más de dos años pero todavía no ejecutado plenamente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra y al Director de Gestión Municipal de la División de Obras Públicas, ambos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, o a quienes ejerzan esos cargos, que, dentro de sus ámbitos de competencia, giren las órdenes respectivas y emitan los actos requeridos para que ese ministerio aporte los materiales, el equipo y la maquinaria dispuestos en el convenio número 12-MC-01-03-076-2005, tendiente al asfaltado de la Calle Hidalgo ubicada en El Rosario de Desamparados. Se citan las resoluciones 1228-03, 644-99, 4947-02 y 4830-02 CL.

8309-08. DEMOLICIÓN DE PORTONES DE CASA DE HABITACIÓN. Señala la recurrente que las autoridades de la Municipalidad de San José no le comunicaron, debidamente, el acto administrativo a través del cual se dispuso la demolición de los portones de su casa de habitación, el cual, a su vez, en su criterio, carece de fundamentación.  Éste Tribunal Constitucional no estima que lleve razón la amparada en su alegato, toda vez que, de los hechos que constan en autos se desprende con meridiana claridad que las autoridades de la Corporación recurrida, le notificaron a la amparada que su propiedad invade la vía pública y que en el plazo de 30 días hábiles, debía de restituir el espacio público a la forma original, eliminando, consecuentemente, los portones o verjas que se encontraran ubicadas sobre la acera. SL

7685-08. FUNCIONES Y SALARIO DE VICEALCALDE. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley número 8611. Se rechaza por el fondo la acción. Alega el recurrente que al disponer que el alcalde debe asignar funciones específicas al primer vicealcalde, se conculca la potestad discrecional que tenía para elegir a quien y qué tipo de funciones establecer, lo cual significa eliminar de manera retroactiva una potestad otorgada por ley y amparada al fuero electoral por ser puestos de elección popular.  Lo anterior violenta el principio de irretroactividad de la ley consagrado en el artículo 34 de la Constitución Política.  Por otra parte, dispone salario únicamente al primer vicealcalde, con lo que se establece una forma de discriminación en perjuicio del segundo vicealcalde, quien también fue elegido popularmente, pero en desventaja que no existía antes de la promulgación de la ley, todo con quebranto al artículo 33 de la Constitución Política. Sobre la autonomía municipal se citan los votos 5445-99 y 3493-02. Entre otras razones, considera la Sala que el constituyente delegó en el legislador ordinario desarrollar el marco jurídico del Alcalde Municipal, con ello la Ley puede restringir o mejorar la figura de los Vice-Alcaldes como colaboradores del Alcalde en sus funciones.  Sobre la pago salarial para el segundo Vice-Alcalde, se considera que no constituye un problema de constitucionalidad, y se refiere más bien a un problema de interpretación y aplicación de la norma, el cual si genera problemas en su aplicación, se podrá dilucidar en la jurisdicción ordinaria, si se toma en cuenta que la modificación impugnada se refiere a la elección de los futuros Vice-Alcaldes y no se afecta a los actuales suplentes. Finalmente, el accionante estima que la normativa es violatoria al principio de no retroactividad de las normas; no obstante, dicha aplicación se refiere a la que se haga a futuro.  
En consecuencia, no hay una aplicación retroactiva de la ley, que deba dilucidar esta Sala en la vía de la acción de inconstitucionalidad. RF
NOTARIADO

8634-08. CERTIFICACION EMITIDA EN FORMA EQUIVOCADA. Alega el recurrente que la Dirección Nacional de Notariado, ordenó su inhabilitación fundamentándose en que no actualizó la dirección de su oficina y luego de mantenerlo inhabilitado durante siete meses, posteriormente, la autoridad recurrida reconoció su error y dictó resolución  de las catorce horas treinta minutos del trece de marzo del dos mil ocho, en la cual se decretó la nulidad del referido decreto de inhabilitación y reconoció que dicha resolución se fundamentó en un motivo inexistente.  Dicha inhabilitación fue comunicada ante el Archivo Notarial, Registro Civil, Formularios Standard, Registro Público, más la publicación oficial. Posterior al reconocimiento  del error por parte de la recurrida, solicitó  una certificación para efectos de un concurso de trabajo en la cual se indicara su habilitación; no obstante la recurrida comete otro error al indicar que aún se encontraba inhabilitado. Con base en las consideraciones dadas se declara con lugar el recurso. CL
PENSIONES ALIMENTARIAS

8645-08. APREMIO CORPORAL. DEBER DE FUNDAMENTAR RESOLUCION QUE FIJA LA PENSIÓN PROVISIONAL. La recurrente manifiesta  que en el proceso de pensión de alimentaria que se tramita en  contra de su representado ante el Juzgado recurrido, se le ha dado curso al proceso e incluso se le  decretó apremio corporal con sustento en una demanda defectuosa, con el  agravante que el trámite del proceso se ha dilatado de forma indebida, que sin prueba o parámetro  alguno se ha impuesto a cargo del amparado una pensión alimentaria que le resulta imposible de cubrir. Se analiza el deber del juez de fundamentar la resolución que fija la pensión provisional.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anulan las resoluciones del Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de Escazú de las siete horas con  cuarenta y cinco minutos del catorce de marzo del dos mil ocho y de las diez horas con cincuenta y cinco minutos del primero de abril siguiente, únicamente en lo referente a la fijación de la pensión provisional a cargo del amparado y el auto de las  catorce horas cincuenta minutos del veintiocho de marzo del dos mil ocho, en que se decretó apremio corporal en su contra. Se ordena la libertad del amparado si aún se encuentra detenido y si algún otro motivo no lo impide. Ver sentencias 7517-01,15392-03. CL

PRIVADOS DE LIBERTAD
9067-08. SUMINISTRO DE ALIMENTACIÓN A PRIVADOS DE LIBERTAD ES INSUFICIENTE. Manifiestan los amparados que son privados de libertad que descuentan sentencias penales ejecutorias ubicados en el Ámbito de Convivencia B y sentenciados en el Pabellón E-2; quienes solicitan que éste Tribunal le exija a las autoridades penitenciarias suministrar el almuerzo y la comida de forma satisfactoria y que alcance para todos. Explican que los alimentos, aun racionados, son insuficientes para alimentar a todos los privados de libertad y cotidianamente entre 10 y 20 personas se quedan sin comer. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Depositario a.i. de la Competencia Directiva del Centro de Atención Institucional La Reforma, que gire en forma inmediata las órdenes necesarias que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias para que la entrega y  repartición de los alimentos en el Centro de Atención Institucional La Reforma sea efectuada  de forma equitativa, oportuna  y debidamente supervisada a los privados de libertad.  Deberá  la autoridad recurrida rendir un informe a este Tribunal en el plazo ocho días contado a partir de la notificación de esta sentencia sobre el cumplimiento efectivo a lo ordenado en ésta sentencia. CL

8441-08. TRASLADO DE AMBITO. Alega la recurrente que el amparado se encontraba recluido en el Centro de Atención Institucional de San José, cumpliendo la medida cautelar de prisión preventiva ordenada por el Tribunal de Juicio de Alajuela; sin embargo, a inicios del mes de enero fue trasladado al Centro de Atención Institucional La Reforma, ámbito E -Máxima Seguridad-, por un supuesto reporte de fuga y aplicación de medida cautelar administrativa, lo que implica que además de haberse restringido su libertad ambulatoria por un proceso penal, en el ámbito de máxima seguridad, se le vedan una serie de derechos adicionales a los que anteriormente  tenía acceso. Se declara sin lugar el recurso, por cuanto en el caso particular no existe trasgresión alguna a los derechos fundamentales del amparado, ya que el traslado decretado, previa garantía del debido proceso y del derecho de defensa, se hizo para proteger su integridad física, la de otros privados de libertad, así como por razones de seguridad institucional, sin que le corresponda a este Tribunal determinar el lugar donde deberá ubicarse al amparado pues como se indicó ello es competencia propia del sistema penitenciario. SL
8201-08. MALTRATO A PRIVADO DE LIBERTAD POR PARTE DE POLICIA PENITENCIARIA. Alega el recurrente, quien se encuentra privado de libertad en el Ámbito E del Centro de Atención Institucional La Reforma, que sin determinar fecha afirma haber sido víctima de maltrato por parte de oficiales de seguridad del Centro de Atención Institucional La Reforma, ya que le rociaron el rostro con gas, le propinaron una golpiza y  le rompieron el rostro. Afirma que producto de la agresión le dejaron los ojos morados y que su vida corre peligro. Sobre el uso de la fuerza racional se citan las sentencias 11107-01 y 9450-04. Consta en este caso que el recurrente presentó un comportamiento agresivo que hizo necesario el uso de la fuerza física por parte de los oficiales de la seguridad penitenciaria; no obstante, del Dictamen Médico Legal que obra en autos se concluye que esa fuerza utilizada no fue la racional en el caso concreto. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al  Director del Centro de Atención Institucional La Reforma o a quien en su lugar ocupe el cargo y al SUPERVISOR DEL ÁMBITO DE CONVIVENCIA E. de ese centro penitenciario que giren orden a los miembros de la seguridad penitenciaria para que no incurran en las conductas que dieron mérito para acoger este recurso. CL
8190-08. SERVICIO DE ODONTOLOGÍA EN CENTROS PENITENCIARIOS NO CUMPLE CONDICIONES PARA GARANTIZAR  UNA ADECUADA ATENCIÓN.  Manifiesta el recurrente que el Ministerio recurrido cuenta con una Unidad Odontológica Móvil Transportable mediante la cual se hacen desplazamientos a los Centros de Atención Institucionales con el fin de brindar servicio de odontología a los privados de libertad de cada uno de esos centros. Acusa que en la actualidad, ninguno de los recintos designados para servicios odontológicos de los Centros de Atención Institucional de Adaptación social, cuenta con el permiso de funcionamiento o permiso sanitario de funcionamiento o habilitación alguna para operar. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe Nacional de los Servicios de Salud  de la Dirección General de Adaptación Social y al Coordinador Nacional de Odontología de la Dirección General de Adaptación Social, o a quienes en sus lugares ejerzan los cargos, que tomen las medidas que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias a fin de que se acondicionen los recintos designados para servicios odontológicos de los Centros de Atención Institucional de Adaptación Social, además de los Permisos Sanitarios respectivos. CL

SERVICIOS PUBLICOS
9013-08. SUSPENSIÓN DE FUENTE DE AGUA PÚBLICA. Alegan los recurrentes que  recientemente personeros de la Sucursal de Acueductos y Alcantarillados en Batáan, procedieron a eliminarles una fuente o paja pública improvisada que se vieron obligados a instalar para abastecerse del servicio de agua potable, alegando que estaban disfrutando de dicho servicio en forma ilícita e irregular. Se declara sin lugar el recurso por cuanto los recurrentes al no contar con un servicio debidamente autorizado por parte del Instituto recurrido no podían disfrutar de ese servicio mediante una conexión ilegítima. SL

8963-08. SUSPENSIÓN DE LINEAS TELEFONICAS. Señala el recurrente que el  Instituto Costarricense de Electricidad  le suspendió a su representada  el servicio de las  líneas telefónicas, sin que existiera deuda alguna, ni se notificara el motivo de la suspensión del servicio. Tiene entendido, a través de terceras personas,  el Instituto recurrido conformó un órgano director del procedimiento para la desconexión, pero desconoce el objeto del procedimiento. Por otra parte considera que de conformidad con el Reglamento de Telecomunicaciones, la resolución de las diferencias que se susciten entre el operador y sus clientes o usuarios es competencia de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. Con base en las consideraciones dadas se declara sin lugar el recurso. SL

8607-08. SUMINISTRO DEL SERVICIO DE AGUA EN MALAS CONDICIONES.Manifiesta el recurrente que es vecino de Paracito de Santo Domingo de Heredia, y  que el agua que  le suministra la Municipalidad recurrida le llega sucia, contaminada y sin ningún tipo de tratamiento, lo que incluso les ha provocado problemas estomacales y diarrea a su  esposa, a su hijo y a él. Alega que  la recurrida no  cuenta con métodos técnicos que le permitan brindar un  adecuado servicio de suministro de agua potable, pues el líquido trae basura y tierra. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde  de la Municipalidad de Santo Domingo de Heredia o a quien en su lugar ocupe el cargo   que en forma inmediata a la notificación de esta sentencia debe de implementar un programa de evaluación continua y sistemática de la calidad del agua para el consumo del sistema de acueducto que administra y abastece a las diferentes comunidades de Santo Domingo de Heredia, desde la fuente, planta de tratamiento, sistemas de almacenamiento y distribución, y ajustarse a  lo ordenado en el Reglamento de Control de Calidad de Agua. Sobre el tema se citan las sentencias 10776-02, 4654-03. CL 

8543-08.SOLICITUD DE INSTALACION DEL SERVICIO DE AGUA POTABLE. Manifiesta  el recurrente que desde el dos mil seis,  tanto su representada como los vecinos de la comunidad, han venido gestionando ante Acueductos y Alcantarillados la instalación del servicio de agua potable. Actualmente se abastecen con pozos artesanales construidos por ellos mismos pero las fuertes lluvias propician su contaminación al encontrarse cerca de los tanques sépticos, lo que provoca que sus familias padezcan infecciones intestinales, diarreas y vómitos.  En respuesta a la solicitud presentada a Acueductos y Alcantarillados, el tres de enero del dos mil siete, se les indicó que se autorizaba el ramal, pero que en el entendido de que sería la comunidad la que cubriría los costos de compra de la tubería, los materiales, la mano de obra y la construcción de los zanjas para colocar la tubería y pagar la prevista. No obstante, al día de interposición del recurso no se les había dado una solución a la problemática que les aqueja, de modo que, en el ínterin, deben continuar usando pozos artesanales contaminados. Con base en las consideraciones dadas se declara sin lugar el recurso. SL
8633-08. SUSPENSIÓN DEL SERVICIO DE AGUA POTABLE. Manifiesta   el recurrente que  funcionarios de la Municipalidad de la Unión se presentaron a su casa de habitación y le suspendieron el servicio de agua potable. En el momento de la suspensión no se encontraba ningún miembro de la familia, por lo que le dejaron  una comunicación firmada por los funcionarios municipales  en la cual se indica que le dejaron instalada una fuente pública a los cuarenta metros. Dice que goza de un contrato de arrendamiento vigente y se encuentra al día del pago de servicio de agua y electricidad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde  Municipal de la Unión, que reinstale de inmediato el servicio de agua potable en el inmueble del amparado, siempre y cuando se encuentre al día con los pagos correspondientes. CL

8331-08. DENEGATORIA DE SERVICIO DE AGUA POTABLE. Señala el recurrente que el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados ha denegado de forma injustificada la prestación del servicio público de suministro de agua potable pues el accionante alega que materialmente es posible prestarle dicho servicio. Añade que ha solicitado al Instituto Mixto de Ayuda Social autorización para colocar una tubería en un terreno propiedad de esa entidad y se ha denegado de forma ilegítima su solicitud con el argumento que la propiedad en cuestión no le pertenece a la institución, lo que el recurrente afirma no es cierto. Del estudio del informe rendido por autoridad recurrida y del material probatorio existente se desprende que frente a la propiedad no existe tubería de distribución. Así las cosas, se corrobora que el  Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados no ha denegado de forma arbitraria la prestación del servicio, sino que ante una imposibilidad técnica para poder prestarlo, por no existir la correspondiente red de distribución de aguas, razón por la cuál se le ha informado al interesado sobre la necesidad de instalar la tubería necesaria por cuenta de éste. Se cita la resolución 14218-06. SL.

8352-08. SUSPENSIÓN DEL SERVICIO DE AGUA POTABLE. Señala la recurrente que es dueña de una propiedad ubicada en San José de la Montaña y la Asociación recurrida es la encargada de administrar el agua potable a toda la comunidad. Manifiesta que desde el  pasado 14 de abril, el administrador y encargado de suministrar el agua procedió a suspender el suministro sin que hasta el momento y a pesar de las solicitudes realizadas se haya reinstalado. La posición de este Tribunal Constitucional en cuanto a recursos de amparo en los que se cuestiona la suspensión del suministro de agua potable, ha sido reiterada en el sentido de admitir que las instituciones administradoras de los acueductos públicos pueden suspender el servicio a sus abonados, siempre y cuando los usuarios se encuentren en mora en el pago de las tarifas establecidas, pues los requisitos legales y reglamentarios que debe reunir el posible consumidor no pueden soslayarse si son razonables. En el caso concreto, considera este Tribunal que la suspensión del suministro de agua potable fue legítima, toda vez que se acreditó que la amparada estaba morosa en el pago del último recibo y, además, se le instaló una fuente de agua para que recibiera el preciado líquido. No obstante, la recurrente cuestiona que pese a cumplir con el pago correspondiente, las autoridades de la ASADA recurrida se niegan a reconectarle el servicio, supeditándola al pago por concepto de desconexión y reconexión. Al respecto, considera este Tribunal Constitucional que lleva razón la amparada en su alegato. Ya esta sede ha interpretado en anteriores ocasiones que es lícito suspender el servicio por la falta de pago del último recibo, pero interpreta la Sala que, no es lícito que se supedite la reconexión del servicio a que se cancelen otro tipo de deudas con el órgano encargado de prestar el servicio. Se declara parcialmente con lugar el recurso por la omisión de reconectar en forma oportuna el suministro de agua potable. Se ordena la inmediata reconexión del servicio de agua potable a la recurrente. CL Parcial

8202-08 NIEGAN INSTALAR SERVICIO DE AGUA POTABLE.  Manifiesta  la recurrente que los recurridos se niegan a otorgarle una paja de agua potable para uso doméstico, a pesar de que inclusive el Jefe de la Regional de Acueductos Rurales de la Región Chorotega, mediante oficio RCH-DAR-099-2-2007 dispuso  recomendar que se  otorgue el servicio de agua potable. Que dicho líquido lo requiere con urgencia a fin de atender las necesidades básicas personales y las de su familia.  Se declara  con lugar el recurso, y, en consecuencia, se ordena al  Presidente de la Junta Administradora y al Administrador, ambos de la Asociación Administradora del Acueducto Rural de Cabeceras de Tilarán, Guanacaste, o a quiénes en su lugar ocupen esos cargos, que adopten y ejecuten las medidas necesarias a fin de que en el plazo improrrogable de 8 DIAS a partir de la notificación de esta sentencia se le otorgue a la recurrente en forma permanente el servicio de agua potable, de lo que se deberá informar oportunamente a este Tribunal Constitucional.  CL

8184-08. SUMINISTRO DE AGUA POTABLE. Manifiesta la recurrente que  solicitó ante el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados la prestación del servicio de agua potable para una casa de habitación ubicada en la Urbanización Veracruz en San Miguel de Higuito, Desamparados, no obstante, no ha sido atendida su gestión.  Señala que en dicho inmueble reside su madre quién es una persona de 81 años y se encuentra discapacitada debido a la amputación de una pierna.  Debido a la falta del suministro del agua, su madre debe desplazarse un kilómetro para solicitar en la urbanización aledaña que le regalen agua para poder bañarse, beber y cocinar.  Manifiesta que aún y cuando ha presentado sendas gestiones ante la Contraloría de Servicios del Instituto recurrido, no se han tomado las medidas del caso para dar solución al problema de falta de suministro de agua potable. Solicita la recurrente que se ordene al Instituto recurrido dar una solución al problema de abastecimiento de agua. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Gerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, o a quien ejerza su cargo, que disponga lo pertinente a fin de brindar adecuadamente el servicio de agua potable  en la Urbanización Veracruz de San Miguel de Higuito de Desamparados; mientras las obras de la estación de Bombeo en Higuito y la construcción de la tubería de impulsión no estén finalizadas, deberá adoptar todas las medidas de urgencia que sean necesarias, como racionamientos y reparto de agua con camiones cisterna y cualesquiera otras, para disminuir al máximo la carencia de ese recurso. CL

SUJETO DE DERECHO PRIVADO
9077-08. SUSPENSIÓN DE DIRECTIVO. Manifiesta el recurrente  que la Junta Directiva de la Asociación de Desarrollo Integral Ciudad Satélite de Hatillo, le comunicó su suspensión como Directivo de la Junta Directiva de la Asociación hasta que se resuelva su situación en la Asamblea General, la cual vera los cargos y descargos pertinentes. En este caso consta que la actuación de la Junta Directiva de la agrupación recurrida, de ordenar la suspensión del amparado sin haber instaurado un procedimiento previo, lesiona su derecho constitucional al debido proceso.  Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo tomado en la sesión extraordinaria No. 28 del 19 de marzo del dos mil ocho por la Junta Directiva de la Asociación de  Desarrollo Integral Ciudad Satélite de Hatillo, que declaró la suspensión como Directivo del recurrente. Se  restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos como Directivo de la Asociación accionada. CL  
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Exp. 08-001787

Res. 2008002521

Voto salvado de los Magistrados Armijo y Cruz respecto de las objeciones de procedimiento de la consulta. 

Los suscritos salvamos el voto y declaramos que el proyecto de Ley consultado es inconstitucional en cuando al procedimiento empleado para su aprobación respecto a la aplicación de la resolución de la Presidencia de la Asamblea Legislativa número 2007-2L-005 y sus modificaciones llevadas a cabo mediante resoluciones 2007-2L-007 y 2007-2L-008; así como en lo que se relaciona con la actuación de la Presidencia de la Comisión dictaminadora, al restringir o eliminar el derecho de discusión de las mociones de revisión; por las razones que se exponen a continuación: 

I. Objeto de la consulta: La consulta se concreta a la valoración de la siguiente cuestión: si las resoluciones de Presidencia –principalmente la resolución 2007-2L-008- que procedieron a interpretar el artículo 41 bis, aplicado al trámite del proyecto consultado, fueron en realidad una “reforma” al reglamento más que una interpretación, con el consecuente perjuicio del derecho de enmienda de los diputados y violación de lo establecido en el inciso 22 del artículo 121 de la Constitución Política. Al respecto, se procede primero a analizar los límites de la competencia de la Presidencia Parlamentaria para interpretar el Reglamento de la Asamblea Legislativa, para posteriormente sustentar la tesis de que efectivamente en este caso se ha dado una violación sustancial al procedimiento al tratarse no de una interpretación o integración, sino de una reforma al reglamento.

II.- Sobre la competencia y los límites de la Presidencia de la Asamblea Legislativa para ordenar el procedimiento parlamentario:

La Sala ha tenido la ocasión de pronunciarse respecto del carácter y alcance jurídico de las resoluciones de la Presidencia de la Asamblea Legislativa en lo que se refiere a la concreta actuación del procedimiento parlamentario. Al respecto ha indicado que el Presidente de la Asamblea Legislativa, como director del debate parlamentario y conforme el inciso 4 del artículo 27 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, puede emitir resoluciones interpretativas del Reglamento Interno, las cuales no tienen la calidad de “auténticas”, pues para ello solamente es competente el Plenario -de conformidad con el procedimiento establecido en el numeral 207 ibídem- (véase al respecto la resolución número 2006-3671). En dicha resolución se indicó que es evidente que dicho funcionario carece de competencia para reformar el Reglamento, o siquiera para interpretarlo en forma auténtica, pero nada le impide interpretarlo de modo que se logre llevar a la práctica, la voluntad mayoritaria sin menoscabar los derechos de los grupos minoritarios. Sin embargo, a criterio de quienes suscribimos el voto disidente, aunque la Presidencia de la Asamblea Legislativa tenga la potestad de ordenar el procedimiento parlamentario, y con ocasión de ello, dictar resoluciones interpretativas, tal potestad encuentra su límite justamente en el alcance del término interpretar, pues no puede ir más allá del contenido conceptual de dicho término, procediendo a reformar, por ejemplo. Así entonces es claro que una cosa es una resolución “interpretativa” y otra muy diferente una resolución “creadora, innovadora o reformadora”; la primera es compatible con el Derecho de la Constitución y la segunda, por conculcar los principios democráticos y al propio texto constitucional (artículo 121.22), sería una flagrante violación a nuestra Constitución Política. Sobre la diferencia entre la interpretación, la integración y la reforma, recuérdese lo que la doctrina jurídica más aceptada ha establecido al respecto: se interpreta cuando la norma es oscura y se integra cuando hay ausencia de norma. En otras palabras, ante la oscuridad cabe la interpretación y ante la ausencia o laguna, la integración, lo que a contrario sensu significa que no procede la interpretación cuando la norma es clara y no procede la integración cuando no hay laguna. En el asunto que se consulta no se trató de una interpretación (pues no se está aclarando el sentido de la norma), ni tampoco de una integración (pues ante la ausencia lo correspondiente era aplicar supletoriamente el resto de normas del reglamento), sino de una reforma al artículo 41 bis. Por la vía de la interpretación o integración no está permitida la creación de procedimientos unilaterales –es decir, no aprobados por el plenario o por la Comisión-, porque aunque el procedimiento parlamentario tiene flexibilidad, ello es así siempre que se haga mediante un procedimiento de reforma. Excepcionalmente y sólo por reforma expresa, se podría reducir la participación de las minorías, pero tal excepción, no puede justificar su aplicación por analogía a otra etapa del procedimiento parlamentario. Así entonces, para los que suscribimos el voto de minoría, la resolución número 2007-2L-08 es una decisión que reforma el procedimiento parlamentario, y por tanto, un procedimiento inconstitucional aplicado al proyecto consultado, tal como se explica a continuación.

III.- Sobre cómo la resolución 2007-2L-08 aplicada al procedimiento del proyecto de ley consultado no es una resolución interpretativa sino una resolución reformadora del procedimiento parlamentario: Se considera que los consultantes llevan razón y que tanto la resolución 2007-2L-08 emitida por el Presidente de la Asamblea Legislativa como las interpretaciones que se hicieron en el seno de la Comisión de Asuntos Agropecuarios no son simples resoluciones interpretativas sino que constituyen verdaderas reformas al procedimiento parlamentario, por las razones siguientes: 

Primero, el artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa no está creando un nuevo procedimiento, sino simplemente estableciendo la posibilidad de fijar plazos de votación a ciertos proyectos de ley mediante una moción, quedando incólumes todos los otros aspectos del procedimiento de formación de la ley que exige el mismo reglamento. De esta forma, en todo lo que no contemple el artículo 41 bis es aplicable lo establecido por el resto de normas reglamentarias. El orden para llenar las lagunas del artículo 41 bis debía ser acudir primero al resto de normas del mismo reglamento, pues para modificar o adicionar dicho artículo era preciso realizar la correspondiente reforma y no pretenderse, por la vía interpretativa, realizar una variación reglamentaria al margen del procedimiento debido para ello, ignorando el principio democrático. Una cosa es la aplicación al proyecto consultado de lo establecido en el artículo 41 bis –conforme al cual los plazos de ciertas etapas del procedimiento parlamentario se acortan o simplifican -, y otra muy diferente es haberle aplicado un procedimiento singular y particular que va más allá del artículo reglamentario mencionado. Tal como lo afirman los consultantes, aquellas normas generales del procedimiento ordinario para el trámite de las leyes que no son expresamente afectadas por el artículo 41 bis no pierden vigencia, ni pueden ser desaplicadas mediante “interpretaciones” de la Presidencia de la Asamblea Legislativa.

Segundo, la resolución “interpretativa” del Presidente de la Asamblea Legislativa establece un único envío de las mociones a la Comisión Dictaminadora, a pesar de que el artículo 41 bis no lo establece así y cuando el propio reglamento (artículo 137) establece que las mociones de fondo pasarán automáticamente a la Comisión Dictaminadora, sin que sea necesario esperar hasta el último día de las cuatro sesiones que hay para recibir este tipo de mociones para enviarlas a la Comisión Dictaminadora. 

Tercero, la resolución “interpretativa” del Presidente de la Asamblea Legislativa establece la Comisión Dictaminadora tiene un plazo de cuatro sesiones para conocer las mociones y que pasado dicho plazo si todavía quedaban mociones pendientes, estas se someten a votación sin discusión. Sin embargo, el artículo 41 bis no lo establece así y cuando el propio reglamento (artículo 137) establece que la Comisión Dictaminadora tiene tres días hábiles cada vez que le lleguen las mociones vía artículo 137, sin indicarse que llegado el último día si hubiere mociones pendientes, estas deban votarse sin discusión. Lo anterior suscitó que la Comisión Permanente de Asuntos Agropecuarios procediera el día 5 de noviembre del 2007 a votar sin discusión un total de 298 mociones de fondo. Esta votación sin discusión, constituye una lesión al principio de participación de los grupos o representantes que plantearon tales mociones.

Cuarto, la resolución “interpretativa” del Presidente de la Asamblea Legislativa establece que el Presidente de la Comisión Dictaminadora puede sesionar en forma extraordinaria todas las veces que sea necesario, a pesar de que el artículo 74 del Reglamento de la Asamblea Legislativa indica que las sesiones extraordinarias no pueden ser más de dos por semana, salvo acuerdo de mayoría. Claramente tal “interpretación” constituyó en realidad una reforma. La exigencia de los acuerdos de mayoría constituye una limitación calificada para evitar decisiones unilaterales que limitan, injustificadamente, la participación pluralista de los diversos grupos que integran el Parlamento. 

Quinto, el Presidente de la Comisión de Asuntos Agropecuarios “interpretó” que las mociones de revisión se votarían sin discusión alguna, a pesar de que el artículo 155 del Reglamento de la Asamblea Legislativa dispone que el diputado que hubiere pedido la revisión puede hacer uso de la palabra hasta por quince minutos. Lo anterior suscitó que la Presidencia de la Comisión de Asuntos Agropecuarios procediera a someter a votación un total de 84 mociones de revisión sin permitirle a los proponentes explicar sus razones. La imposibilidad de explicar y fundamentar la moción, contradice frontalmente la función del parlamento, que requiere un espacio razonable y proporcional para que se expresen las minorías o los disidentes. 

Nótese que la resolución “interpretativa” del Presidente de la Asamblea Legislativa utiliza en ciertos casos la aplicación supletoria del artículo 137 del reglamento, y en otros casos lo desconoce e innova. Nótese además que tal interpretación se tradujo en una limitación del derecho de enmienda de los diputados en cuanto a la defensa de las mociones presentadas. No es constitucionalmente admisible proceder a una modificación del reglamento parlamentario, vía una interpretación de la Presidencia, sustrayendo esa decisión al Pleno de la Asamblea Legislativa. Para quienes suscribimos el voto de minoría, una celeridad que impide fundamentar y justificar mociones, es contraria al principio democrático y a la participación pluralista, que supone discutir y tomar tiempo para la reflexión, que no sólo reflejaría el criterio de las personas que participan en la discusión al interior del parlamento, sino que permite representar e informar a la ciudadanía sobre criterios y valoraciones alternativas. De esta forma, las resoluciones adoptadas por el Presidente de la Asamblea Legislativa y por el Presidente de la Comisión fueron irrazonables, desproporcionadas y violatorias del principio democrático, toda vez que se pudo apreciar un exceso en el uso de sus competencias, ya que crearon procedimientos especiales mediante un acto unilateral, no aprobado por el Plenario Legislativo, produciendo una violación del principio de inderogabilidad singular del Reglamento Interno, de los principios democráticos y del derecho de enmienda de los diputados. En conclusión, aunque no corresponde a este Tribunal Constitucional indicar cuál debió haber sido la más correcta y conforme aplicación del artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa al caso concreto del proyecto consultado; resulta claro, por las razones indicadas, que tanto las resoluciones de la Presidencia de la Asamblea Legislativa como de la Presidencia de la Comisión Dictaminadora constituyeron una reforma al Reglamento de la Asamblea Legislativa. Así entonces, dado que tales resoluciones “interpretativas” resultan inconstitucionales, pues se aplicaron al procedimiento del proyecto consultado, los que suscribimos el voto disidente, consideramos que tales yerros constituyen un vicio sustancial del procedimiento del proyecto de “Ley de Protección de Obtenciones Vegetales”, expediente legislativo número 16327, y por tanto, la aprobación de tal proyecto en primer debate deviene nula por inconstitucional. 

Fernando Cruz C.




Gilberth Armijo S.

Magistrado






 Magistrado

Voto salvado de los Magistrados Calzada, Armijo y Cruz respecto del irrespeto del plazo mínimo de convocatoria y publicación del orden del día en las sesiones de Comisión, de conformidad con las consideraciones que redacta la magistrada Calzada: 

Los suscritos Magistrados consideramos que es inconstitucional el trámite realizado por el irrespeto del plazo mínimo de convocatoria y la no publicación de la orden del día, en las sesiones de Comisión. Al respecto, plantean las y los diputados consultantes si en la en la consulta No. 08-001819-0007-CO acumulada al expediente No. 08-001787-0007-CO, se produjo un vicio de procedimiento en la tramitación del proyecto de ley en cuestión, por cuanto acusan, se desaplicaron disposiciones reglamentarias respecto a la convocatoria y publicación del orden del día para las sesiones de la Comisión. Dicho aspecto referido a que el día 25 de octubre del 2007, el Plenario celebró la última y cuarta sesión en que resultaba procedente la presentación de las mociones de fondo. Posteriormente, el día lunes 29 de octubre se conoció y se dejó en firme la resolución de la Presidencia No. 2007-2L-009, así como la admisión e inadmisión de las mociones presentadas en relación con el proyecto discutido, la cual finalizó a las 9:34 minutos de la noche. Ahora bien, los artículos 72 y 74 del Reglamento de la Asamblea Legislativa señalan que la convocatoria a sesiones, debe realizarse con al menos 24 horas de anticipación y exhibir el orden del día para conocimiento de todos los diputados, lo cual fue incumplido en el presente caso, toda vez que la comisión sesionó el día siguiente -30 de octubre a las seis de la tarde-, antes de cumplirse las 24 horas. El criterio de mayoría de esta Sala reconoce que se produjo este vicio, sin embargo, indican que tal vicio no resulta invalidante por haberse presentado todos los diputados a sesionar en la comisión y ya para el 25 de octubre se habían entregado todas las mociones. No obstante, los suscritos consideramos que el fundamento de dicho plazo, lo constituye la razonabilidad de la existencia de un lapso para que los parlamentarios puedan estudiar con suficiente antelación las mociones que van a ser conocidas, tomando en consideración la cantidad de las mismas y la acumulación que se hace de éstas en bloque para ser conocidas y votadas. Si bien el 25 de octubre finalizó el plazo de presentación de mociones, lo cierto es que la admisión y rechazo de las mismas se produjo hasta el lunes 29 de octubre, de modo que es hasta este momento que los diputados y diputadas tienen conocimiento de cuáles serían las mociones que efectivamente iban a ser conocidas en comisión. Por otro lado, no todos los diputados miembros de la comisión presentaron mociones, razón por la cual el resto de los miembros debieron tener un plazo suficiente para estudiarlas y votarlas. Para ello es que existe el resguardo reglamentario de un plazo razonable, con el fin de propiciar una discusión por parte de los diputados, que les permita un estudio reposado y responsable de los asuntos sometidos a su conocimiento, siendo que el plazo de 24 horas, aunque resulto corto, puede cubrir las necesidades de las y los parlamentarios para el estudio de las mociones presentadas. Además de la necesaria publicidad de las sesiones con el objeto de que se apersonen todos los miembros. A criterio de los suscritos, el hecho que se hubieran presentado todos los diputados y las diputadas a comisión no es un argumento convincente y suficiente para convalidar la violación del procedimiento legislativo. En el presente procedimiento y a pesar del alegato presentado por uno de los diputados de la comisión, el plazo fue irrespetado; pues la posibilidad de acelerar el procedimiento no justifica la supresión unilateral de un espacio que permita la reflexión y el debate de las mociones. Lo anterior, en nuestro criterio implica un vicio esencial en el procedimiento, toda vez que fue cercenado el principio democrático, al haberse reducido irrazonablemente plazos mínimos estipulados por el reglamento, en perjuicio del ejercicio de participación del legislador derivado. El límite temporal que contiene el reglamento, es un mínimo que no debe reducirse conforme a lo que se determinó en la resolución que se objeta. En conclusión, dado que la sesión del 30 de octubre del 2007 se desarrolló, a pesar de que no había transcurrido todavía el plazo de 24 horas desde su convocatoria, el plazo que medió entre la convocatoria y la celebración de la sesión fue violatorio del principio democrático, al no haber tenido la suficiente oportunidad de reflexión en atención a la complejidad e importancia que reviste la normativa en discusión. 

Ana Virginia Calzada M.

Magistrada
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Magistrado





Magistrado

Nota de los Magistrados Armijo y Cruz 

Los suscritos también ponemos nota respecto de la obligación que prevé el artículo 15.1.5 del Tratado de Libre Comercio, y mantenemos la posición expresada en el voto salvado en cuanto a la inconstitucionalidad del Tratado de Libre Comercio y su desarrollo en el proyecto de Ley de Protección de obtenciones vegetales. 

Si bien consideramos que los compromisos que impone el Convenio UPOV 1991 es una obligación del Tratado de Libre Comercio que fue aprobado, como se expresa en resolución que resuelve la consulta, si estimamos que existe una vinculación entre dicho compromiso y lo que señalamos en nuestro voto salvado sobre el TLC (2007-09469), a propósito del estado social y democrático de derecho, según las previsiones de los artículos cincuenta y setenta y cuatro de la Constitución Política. Tales apreciaciones resultan aplicables respecto a las graves limitaciones que tendrá el Estado para poder compensar al pequeño y mediano productor agrícola frente a los derechos que se reconocen al obtentor respecto de la posesión, siembra y comercialización de variedades vegetales protegidas en los términos que prevé la ley consultada. En el voto de minoría sobre el TLC-República Dominicana-Centroamérica-Estados Unidos, indicamos que el mencionado tratado comercial no es consonante con el estado social y democrático de derecho y con la tutela del medio ambiente, pues limita la capacidad de organizar y estimular la producción en función del reparto de la riqueza, privilegiando las patentes y reconociendo un régimen de solución de controversias inversionista-Estado que debilita sensiblemente la vigencia del ordenamiento jurídico costarricense en perjuicio del pequeño y mediano productor agrícola. Estas consideraciones son aplicables a la ley de protección de obtenciones vegetales, reiterando tales argumentos en esta nota separada. 

Fernando Cruz C.




Gilberth Armijo S.

Magistrado






Magistrado
Ley de Marcas
Exp: 08-002711-0007-CO 

Res. Nº 2008-002896
Voto salvado de los Magistrados Armijo y Cruz

Los suscritos Magistrados salvamos el voto ya que consideramos inconstitucional el proyecto de ley consultado por tres razones. Primero, por violación al artículo 121 inciso 13 y 124 de la Constitución Política, por haberse delegado a una Comisión Plena materia tributaria. Segundo, por violación al principio de conexidad por los cambios introducidos al texto original que se presentó en la corriente legislativa a gestión del Poder Ejecutivo, excediendo las facultades de enmienda de que gozan los diputados. Tercero, en relación con la patentabilidad de microorganismos y la ampliación del concepto existente por no haber sido consultado el proyecto a los diferentes interesados, entre ellos las comunidades indígenas. Tal como se explica a continuación: 

I. Inconstitucionalidad del proyecto de ley por haberse delegado materia tributaria: Los consultantes consideran que la delegación realizada por el Plenario de la Asamblea Legislativa a la Comisión Plena Tercera del Proyecto en estudio era improcedente en la medida que dicho proyecto contiene materia tributaria al regular el pago de ciertas tasas. Para analizar tal aspecto conviene primero comprender el sentido de lo que establece el texto constitucional en los artículos 121.13 y 124, para posteriormente constatar que efectivamente el proyecto consultado contenía materia tributaria y por tanto excluido de la posibilidad de delegación.

A) Sobre el concepto amplio de impuesto establecido en los artículos 121.13 y 124 Constitucional.- Tal como lo ha dicho reiterada jurisprudencia de esta Sala cuando ha procedido al análisis de lo establecido en el artículo 121.13 (Artículo 121.- Además de las otras atribuciones que le confiere esta Constitución, corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislativa: … 13) Establecer los impuestos y contribuciones nacionales, y autorizar los municipales), corresponde únicamente a la ley la creación de los tributos, entendiendo el concepto de “impuesto” en un sentido amplio, referido a cualquier tipo de tributo. Ello es así porque la precisión de los conceptos de impuesto y tributo fueron introducidos en la legislación nacional con posterioridad a la emisión de nuestra Carta Magna, por parte del Código de Normas y Procedimientos Tributarios en el año 1971. El artículo cuarto de dicha ley precisó que los tributos son en general las prestaciones en dinero que el Estado, en ejercicio de su poder de imperio, exige con el objeto de obtener recursos para el cumplimiento de sus fines, y que pueden ser de tres tipos: impuestos, tasas y contribuciones especiales. De forma tal que todo impuesto es un tributo, pero no todo tributo es un impuesto. Sin embargo, no puede desconocerse que el Constituyente no hizo diferenciación alguna al respecto –pues tal distinción la definió el legislador ordinario años después- y por este motivo debe interpretarse que cuando en nuestra Constitución Política dice “impuesto” se refiere a cualquier tributo, es decir, cualquier prestación en dinero que el Estado exige en el ejercicio de su potestad tributaria. Lo mismo puede decirse del concepto de impuesto del artículo 124 Constitucional, ya que no es admisible aceptar que un mismo concepto tenga dos significados diferentes dentro del mismo cuerpo constitucional, pues los principios interpretativos de coherencia, armonía, sistematicidad y seguridad jurídica obligan a aceptar dentro de nuestra Carta Fundamental un mismo significado a un mismo significante. Es lógicamente inconsistente considerar que la potestad tributaria impone el principio de reserva legal para todo tipo de tributos, incluidas las tasas y que para otra disposición constitucional, se asuma una distinción que no se infiere del propio texto. De esta forma, cuando el artículo 124 aludido indica que no procede la delegación del Plenario Legislativo a las Comisiones con potestad legislativa plena, de los proyectos de ley relativos “a la creación de los impuestos nacionales o a la modificación de los existentes” se está haciendo referencia igualmente a un concepto amplio de impuesto, entendido como sinónimo de tributo –en los términos de la legislación ordinaria-. Nótese como este Tribunal Constitucional ha entendido en este sentido el artículo 124 referido en varias resoluciones, así por ejemplo, en la resolución número 2002-00058 cuando hace alusión a la materia tributaria como una causal que impide la delegación analizando la consulta de constitucionalidad sobre el proyecto de "Ley para la Penalización de la Violencia contra las mujeres mayores de edad":

“IV.— De acuerdo con el artículo 160 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, procede la delegación de proyectos dictaminados o de aquellos que se les haya dispensado los trámites. En este caso, el Proyecto dictaminado, del cual se eliminó su artículo 61 que impedía la delegación por tratarse de materia tributaria, fue enmendado y adicionado por la Comisión con Potestad Legislativa Plena Tercera, …” (subrayado no pertenece al original)

Más claro aún, la resolución número 2005-16962 cuando hace alusión a la materia tributaria como una causal que impide la delegación analizando la consulta de constitucionalidad sobre el proyecto de "Ley de Ferias del Agricultor":

“Finalmente, huelga recordar que el proyecto en consulta no trata de ninguna de las materias expresamente excluidas de delegación, enumeradas en el párrafo 3º del artículo 124 constitucional. No se trata de materia electoral o tributaria, ni de los supuestos del artículo 121 incisos 4 (aprobación de tratados internacionales), 11 (Presupuesto de la República), 14 (enajenación o desafectación de bienes dominiales), 15 (aprobación de empréstitos) y 17 (materia monetaria). Como en la especie no nos encontramos ante ninguna de las circunstancias ya mencionadas, debe la Sala concluir que, respecto de la iniciativa en consulta, sí procede la delegación en una Comisión con Potestad Legislativa Plena, por lo que no se observa la existencia del vicio de procedimiento acusado por la y los promotores de esta consulta.” (subrayado no corresponde al original).


Incluso esta ha sido la interpretación que se le ha dado al artículo 124 Constitucional en otras instancias judiciales, así por ejemplo mediante resolución de la Sala Primera No.319-2005:

“La importancia que el principio constitucional de reserva de ley en materia tributaria tiene dentro del sistema jurídico costarricense quedó evidenciada en la reforma al artículo 124 de la Constitución Política, operada a través de la Ley 7347 publicada en el Diario Oficial No.137 de 20 de julio de 1993. Con dicha reforma se autorizó la delegación de la potestad legislativa (antiguamente ejercida con carácter exclusivo por el pleno de la Asamblea Legislativa) en Comisiones Permanentes de la Asamblea Legislativa. (…) No obstante, en la redacción que adquirió el artículo 124 de la Constitución Política, expresamente se excluyó la posibilidad de delegación por parte del pleno legislativo en las comisiones permanentes “ de los proyectos de ley relativos a creación de los impuestos nacionales o a la modificación de los existentes”. Con dicha exclusión quedó en evidencia que en Costa Rica el principio de reserva de ley en materia tributaria sólo se respeta si los tributos son aprobados por el pleno de la Asamblea Legislativa (integrado por representantes de todo el territorio nacional), de donde se infiere que la garantía constitucional de reserva de ley en materia tributaria- que engloba al principio de autoimposición-, no sólo es garante del derecho de propiedad privada, sino que también pretende la uniformidad de todo el sistema tributario, haciendo así efectivo el principio de igualdad ante las cargas públicas que debe respetar el Estado Social y Democrático de Derecho. “ (subrayado no corresponde al original).

Los precedentes jurisprudenciales de esta Sala, evidencian la utilización, indistinta, entre potestad impositiva y potestad tributaria. No ha existido distinción entre ambos conceptos, pues como se expuso, ni el constituyente original ni el derivado, asumieron una variación terminológica, que en última instancia, resulta irrelevante, pues conforme lo establece el diccionario de sinónimos, impuesto y tributo, son sinónimos. Esta condición debilita mucho el argumento en el que se asume que el Código de normas y procedimientos tributarios (1971), modificó el contenido del concepto de impuestos que prevé las disposiciones constitucionales que contienen los artículos 121, inciso trece y 124, párrafo tercero. Finalmente para que no quede mayor duda sobre cómo el concepto de impuesto en el artículo 124 Constitucional se refiere en general a cualquier tributo, nótese que dentro del expediente legislativo en el que consta la discusión sobre la reforma constitucional a dicho artículo en el año 1993, en ninguna parte se indica la voluntad expresa de incluir dentro de las posibilidades de delegación a las Comisiones con potestad legislativa plena, la creación o modificación de otros tributos que no fueran impuestos. En este sentido cuando el diputado Aguilar Gonzalez menciona, en el acta n°15 de la Comisión Permanente Especial de Constitucionalidad, que prácticamente no queda nada por delegar:

“… ya estamos dejando por fuera de esta supuesta delegación, todo lo relativo a materia electoral, creación de impuesto o modificación, facultades ejercidas en los siguientes incisos del 121, el que habla de convenios y tratados, el que habla de presupuesto, la enajenación o aplicación a usos públicos de los bienes de la Nación, los empréstitos y convenios, la Ley de la Unidad Monetaria, monedas, crédito, las pesas y las medidas. // Señores, ¿qué queda para delegar?, prácticamente nada…” 

Además, debe destacarse que la redacción literal del párrafo tercero del artículo comentado, luego de mencionar “la materia electoral” y “la creación de los impuestos nacionales o la modificación de los existentes”, de seguido enumera una serie de incisos referidos a las potestades del artículo 121, sin mencionar el inciso 13 (13.- Establecer los impuestos y las contribuciones nacionales, y autorizar los municipales). La razón por la que se omite mencionar con posterioridad el inciso 13) es justamente porque ya se tenía comprendido en la frase anterior (“la creación de los impuestos nacionales o la modificación de los existentes”). Tesis que se apoya en lo dicho por el diputado Aiza Campos en la sesión Plenaria n°126 del 18 de enero de 1993 con ocasión de la discusión de la reforma constitucional al artículo 124, cuando menciona:

“… si nosotros leemos el proyecto como fue aprobado en la Comisión, pareciera o da a entender que los incisos 2), 3), 5), 6), 7), 8), 10), 12), 16), 21), 22), 23) y 24) del artículo 121 de la Constitución Política, que quedan a la libre disposición ya sea del Presidente de la Asamblea Legislativa, de enviarlos o no a las comisiones permanentes con potestad legislativa…” 
Entendiéndose que el diputado en mención no hizo referencia al inciso 13) porque este ya estaba excluido de toda posibilidad de delegación cuando se mencionó en la frase anterior “la creación de los impuestos nacionales o la modificación de los existentes”. Finalmente, siguiendo más un método de interpretación teleológica –tal como lo ha hecho esta Sala- debe imperar un criterio restrictivo de interpretación cuando de materia a delegar en Comisiones con potestad legislativa plena se trata, pues sea como sea, y aunque estas comisiones se han admitido como constitucionales, es irrefutable que el cuerpo parlamentario que discute es mucho menor que el pleno de la Asamblea Legislativa, entendiéndose que el principio democrático se cumple en mayor medida en esta. La interpretación teleológica permite comprender el sentido de la reforma y su vinculación con las restricciones a su aplicación, situación que no logra plenamente si se aplica una interpretación sobre el contenido de las palabras impuesto y tributo, asumiendo intenciones que no expresó el constituyente original, ni el constituyente derivado cuando modificó el artículo 124 de la constitución. 

 En conclusión, deben destacarse los siguientes corolarios: a- no es admisible que en el mismo texto constitucional dos palabras tengan un significado diverso (así el concepto de impuesto en el inciso 13 del artículo 121 es el mismo que el concepto de impuesto del artículo 124, a saber, tributos en general); b- la jurisprudencia constitucional ha entendido que el concepto de impuesto en el texto constitucional se refiere en general a todo tributo (pues la distinción entre uno y otra categoría corresponde más al legislador ordinario que al poder constituyente derivado); c- la misma jurisprudencia constitucional ha entendido que el artículo 124 excluye la posibilidad de delegación de la materia tributaria; d- no es posible establecer que la voluntad expresa de los legisladores que reformaron el artículo 124 constitucional en el año 1993, pretendieran la delegación cuando se crea otro tipo de tributos; e- en materia de delegación a las comisiones con potestad legislativa plena, debe imperar un criterio interpretativo teleológico y restrictivo (ante la duda se opta por no delegar). Así, para los suscritos Magistrados es claro que el artículo 124 Constitucional excluye la posibilidad de delegar en las comisiones con potestad legislativa plena, los proyectos de ley referidos a materia tributaria, que abarca tanto los impuestos como las tasas. 

B) Sobre cómo el proyecto consultado incluye materia tributaria.- Tal como lo indican los consultantes, el artículo 2 del proyecto de ley en consulta, según el texto aprobado en primer debate por la Comisión con Potestad Legislativa Plena Tercera, modificó íntegramente el artículo 33 y adicionó un nuevo artículo 33 bis a la Ley de Patentes de Invención, Dibujos y Modelos Industriales y Modelos de Utilidad, Nº 6867 de 25 de abril de 1983. Estas disposiciones dicen lo siguiente: 

“Artículo 33.-
De las tasas relativas a patentes de invención

Las tasas relativas a las patentes de invención serán las siguientes:

a) Presentación de la solicitud, que incluye la tramitación y el examen de forma $500.00US

b) Por cada solicitud fraccionaria $500.00 US

c) Inscripción y expedición del certificado de registro de la patente $500.00 US

d) Oposición
$25.00 US

e) Solicitud de extensión de la vigencia del plazo de la patente
$150 US

f)Tasas anuales
$500.00 US

g) Sobretasa por pago dentro del período de gracia: 30% de la tasa anual correspondiente.

Las tasas aplicables conforme con esta Ley ingresarán al presupuesto del Registro de Propiedad Industrial para su fortalecimiento, y podrán ser pagadas en su equivalente en colones al tipo de cambio oficial de la institución bancaria que reciba el pago.

Cuando las solicitudes a que se refiere los incisos a, b, c y e sean presentadas por inventores personas físicas, por micro o pequeñas empresas según la Ley 8262, por instituciones de educación superior públicas, o por institutos de investigación científica y tecnológica del sector público, éstos podrán pagar únicamente el 30% de la tarifa establecida para la tasa, así como el 30% de la tarifa establecida en el inciso f) para las tasas anuales durante la vigencia de la patente. Para ello deberán adjuntar a la solicitud, además del comprobante de pago, los siguientes documentos:

I.- Declaración jurada en la que se declare que se encuentra dentro de alguno de los supuestos citados en el párrafo anterior.

II.- Copia de la cédula de identidad en el caso de personas físicas y copia de la cédula jurídica en el caso de personas jurídicas.

Para que proceda la inscripción de la transmisión de derechos a un tercero que no se ubique en alguno de los supuestos previstos en esta disposición, éste deberá cubrir el 70% restante de las cuotas de la tarifa vigente no cubierta inicialmente por el cedente. Asimismo, a partir de dicha transmisión, el cesionario deberá cubrir la totalidad de las tasas anuales establecidas para la conservación de su derecho."

“Artículo 33 bis.- Pago de las tasas anuales

1. Las tasas anuales para mantener la vigencia de la patente podrán ser pagadas por anticipado para dos o más períodos anuales.

2. En caso de pago de la anualidad durante el plazo de gracia, la tasa debida y la respectiva sobretasa se pagarán simultáneamente. Durante el plazo de gracia, la patente mantendrá su vigencia plena. 

3. De no constar el pago de la tasa anual respectiva dentro del plazo de gracia, el Registro de la Propiedad Industrial deberá realizar las intimaciones de pago previstas en el artículo 150 de la Ley General de Administración Pública, y de no acreditarse el pago dentro del plazo previsto al efecto, el Director del Registro de la Propiedad Industrial procederá a certificar el adeudo. 

4. Los pagos de las tasas anuales serán anotados en el Registro, bajo la partida correspondiente a la patente cuya tasa se hubiere pagado. La anotación indicará el monto pagado, el período o períodos anuales a los cuales corresponde el pago y la fecha en que se recibió el pago.

5. En caso de renuncia, caducidad o declaración de nulidad, no habrá derecho a reintegro de tasas o anualidades pagadas anticipadamente.”
Es claro entonces que las normas transcritas contemplan materia tributaria, y en este sentido y por esta razón, se trataba de un proyecto de ley indelegable. Si a pesar de contener materia tributaria fue delegado entonces se trató de una violación a lo dispuesto en el artículo 124 Constitucional. En conclusión, puesto que el artículo 124 Constitucional prohíbe la delegatoria a una Comisión con potestad legislativa plena de proyectos de ley que contengan materia tributaria (sea la creación o modificación de impuestos o tributos en general), dado que el proyecto de ley consultado fue delegado a una Comisión con potestad legislativa plena a pesar de contener dos normas referidas a las tasas relativas a patentes de invención, se configura por lo tanto una clara violación constitucional.

II. Inconstitucionalidad del proyecto de ley por violación al principio de conexidad: Señalan los legisladores consultantes, que el proyecto de ley aprobado en primer debate por la Comisión Plena Tercera vulneró el derecho de enmienda, dado que se modificó sustancialmente el texto que originalmente se había presentado al momento de aprobar la delegación a dicha Comisión, pues: a) Respecto de la Ley 7978, en el proyecto original, se pretende reformarle siete artículos, en tanto que en el texto sustitutivo se reforman diecinueve artículos y se adiciona un artículo bis; b) Respecto de la Ley 6867, en el proyecto original se propone reformarle cinco artículos y se adiciona un artículo bis, en tanto que en el texto sustitutivo se reforman doce artículos y se adicionan dos artículos bis y cuatro artículos transitorios; c) Posteriormente durante el trámite de mociones de fondo en la Comisión Plena Tercera, se agregaron reformas innovativas adicionales que ni siquiera formaban parte del informe de subcomisión presentado en dicha comisión, mucho menos del texto conocido por el Plenario al momento de conocer de la delegación del proyecto o de la iniciativa original presentada por el Poder Ejecutivo. Al respecto, consideran los suscritos Magistrados que los consultantes llevan razón, y que en el trámite del proyecto de ley consultado hubo una violación al principio de conexidad, no sólo porque a las leyes reformadas se le adicionaron otros artículos a reformar (cuestión más cualitativa que cuantitaiva), sino porque este principio de conexidad debe ser más exigente cuando de las Comisiones Legislativas Plenas se trata. Recuérdese lo que este mismo Tribunal Constitucional resolvió mediante el voto número 2002-00058, indicándose expresamente que en las Comisiones con potestad legislativa plena los límites al derecho de enmienda deben ser estrictamente respetados de modo que el texto aprobado por esas Comisiones no trascienda o vaya más allá de aquel otro que fue del conocimiento del Plenario Legislativo al momento de aprobar la delegación:
“III.- La consulta versa sobre un Proyecto de ley delegado a una Comisión con Potestad Legislativa Plena. Al respecto, la Sala ha establecido que estas Comisiones son, por así decirlo, segmentos del cuerpo representativo que es la Asamblea, encargados por ésta de conocer y aprobar proyectos de ley mediante actos singulares de delegación que se manifiestan -como actos de voluntad- en relación con un texto determinado y cierto, por lo que los límites al derecho de enmienda evidentemente han de ser estrictamente respetados, de modo que el texto aprobado por esas Comisiones Permanentes no trascienda o vaya más allá de aquel otro que fue del conocimiento del Plenario Legislativo al momento de aprobar la delegación. Así, en la Sentencia núm.6744-99 de 17:36 hrs. de 1 de setiembre de 1999 la Sala consideró que:

“No obstante la facultad que el Plenario conserva de avocar en cualquier momento el debate o la votación de los proyectos que hubiesen sido objeto de delegación, ciertamente que tal facultad puede frustrarse en virtud de que para que sea exitosa se requiere de una mayoría de diputados que lo disponga. Desde esta óptica, las reformas al proyecto, que son francamente innovativas, inciden sobre la manifestación de voluntad de la Asamblea al punto de que, a juicio de este tribunal, vician el procedimiento, invalidándolo”.

En el mismo sentido, mediante otras resoluciones (ver al respecto la resolución número 2006-05298) esta la Sala ha sostenido que emanan del principio democrático tanto el derecho de iniciativa, regulado en la Constitución, como el derecho de enmienda, del cual se ocupa el Reglamento legislativo al tratar las llamadas mociones de fondo y forma. Indicándose que, aunque el proyecto puede ser ajustado, no puede aprovecharse la enmienda para excluir de raíz la materia a la que el proyecto se refiere bajo la particular concepción de su proponente legítimo (ya fuera que se intente o no usurpar las ventajas de un proceso ya avanzado), pues ello haría nugatorio el derecho de iniciativa. Es aproximadamente en este sentido que se suele decir que el texto formulado con la iniciativa fija el marco para el ejercicio del derecho de enmienda (sentencia N°3513-94 de las 08:57 hrs. de 15 de julio de 1994); de este modo, ambos derechos son armonizados mediante el respeto del principio de conexidad.
Así entonces, al analizar las reformas al artículo 1.4.c de la Ley 6867 y de los artículos 7 inciso 23 y 78 inciso 3) de la Ley de Biodiversidad, N° 7788, se constata que todas estas adiciones tienen carácter innovativo y constituyen una violación sustancial del artículo 124 por incompetencia de la Comisión con Potestad Legislativa Plena Tercera al excederse de los límites establecidos en el acto delegante por parte del Plenario Legislativo; además un rompimiento del principio de conexidad y un exceso del derecho de enmienda de los diputados. En conclusión, el proyecto consultado viola el principio de conexidad por la introducción en Comisión Plena Tercera y durante el período de sesiones extraordinarias de reformas innovativas que no formaban parte del la iniciativa original ni del texto delegado por el Plenario Legislativo, reformas innovativas que modificaron cualitativamente el proyecto original al introducir el tema de los microorganismos.

III. Inconstitucionalidad del proyecto de ley por la falta de consulta a las Comunidades Indígenas: Los consultantes señalan que la Exposición de Motivos del Proyecto de Ley en cuestión, no señala que se quiera cambiar la Ley de Biodiversidad y a pesar de ello, a partir de una moción de última hora, se incluyó el tema de patente de microorganismos, cambiando el sentido completo del proyecto inicial y sin consultar a las instituciones y grupos interesados. Al respecto, los suscritos Magistrados consideramos que los consultantes llevan razón, tanto en cuanto a que tal introducción de la patente de microorganismos es violatorio del principio de conexidad –en los términos expresados supra-, como que ello debía ser consultado con los grupos interesados. Grupos que no era necesario identificar en la consulta puesto que, tanto la misma Ley de Biodiversidad (en sus artículos 21, 82 a 85) como el Convenio n°169 del Organismo Internacional de Trabajo (en sus artículos cuarto, quinto y sexto) menciona e identifica cuáles debieron ser los grupos a los que debió consultárseles el proyecto en cuestión. Al respecto, nótese por demás que la misma Sala Constitucional mediante el voto que resuelve la consulta sobre la reforma constitucional del artículo 124, resolución número 93-1084, indica que los proyectos de ley que deben ser consultados están excluidos de la posibilidad de delegación en las Comisiones con potestad legislativa plena, aspecto que, aunque los que ejercieron el poder constituyente derivado decidieron no incluir expresamente en la reforma, quedó plasmado así como un aspecto señalado por este mismo Tribunal Constitucional.

En conclusión, los que suscribimos el voto disidente, consideramos que tales yerros constituyen vicios sustanciales del procedimiento del proyecto de "Reforma de varios artículos de la Ley de marcas y otros signos distintivos, número 7978 del 6 de enero del dos mil y de la Ley de patentes de invención, dibujos, modelos industriales y modelos de utilidad, número 6867 de 25 de abril de mil novecientos ochenta y tres", Expediente Legislativo número 16.118 y por tanto, la aprobación de tal proyecto en primer debate deviene nula por inconstitucional.
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Nota de los magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro: Sobre lo que alegan los consultantes respecto de la reforma del inciso cuarto del artículo 16 de la ley N- 6867, considerando que con dicha reforma el Ministerio de Salud se convierte en una especie de “policía” encargado de velar de oficio por la observancia de patentes sobre medicamentos, nos remitimos a lo que expresamos en nuestro voto salvado sobre el Tratado de Libre Comercio-República Dominicana-Centroamérica- Estados Unidos (voto 9007-09469), respecto del capítulo XV del Tratado que se refiere a la propiedad intelectual. La obligación que asume el Ministerio de Salud, debe evaluarse en el contexto del capítulo XV sobre propiedad intelectual, cuyas objeciones y reservas de constitucionalidad se mantienen inalterables respecto a lo que resulte aplicable a la disposición comentada. 
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Tratado de Budapest
Exp: 08-002442-0007-CO 

Res. Nº 2008003154
VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO Y CRUZ, con redacción del primero:

Con el mayor respeto, para nuestros compañeros, discrepamos del voto mayoritario, y consideramos que se incurrió en varios vicios de inconstitucionalidad, tanto en el contenido, como en el trámite del proyecto de Ley de aprobación del Tratado de Budapest, como de seguido se expone:

A.-) En cuanto a la consulta de la Defensoría de los Habitantes:
I.-) el Tratado de Budapest violenta el principio de dignidad humana y el derecho a la vida humana, pues aunque el Tratado no contiene una definición del concepto “microorganismo”, este si es desarrollado por la OMPI de una manera tan amplia que permite patentar formas de vida como embriones humanos, células madre y ácido desoxirribunucleico (ADN).

En primer término consideramos que la adhesión de Costa Rica al Tratado de Budapest sobre el reconocimiento internacional del depósito de microorganismos a los fines del procedimiento de materia de patentes, violenta el principio de dignidad humana y el derecho a la vida humana, pues aunque el Tratado no contiene una definición del concepto “microorganismo”, este sí es desarrollado por la OMPI (utilizando las competencias que le brinda el artículo 11 de dicha normativa) en la “Guide to the Deposit of Microorganisms under the Budapest Treaty” (status june 2007, página 4), de una manera tan amplia que permite patentar formas de vida: embriones, cultivos celulares humanos y animales, ácido desoxirribunucleico (ADN), plásmidos, semillas, micoplasma, etc. Podría pensarse que esta es una situación hipotética, no obstante, en este momento, y en aplicación del Tratado de Budapest, existen autoridades internacionales de depósito (AID) en los Estados Unidos, Japón, República de Korea, que están autorizadas para recibir y conservar embriones (ver Guía para el depósito de microorganismos,  OMPI. Op. Cit. Páginas 3-6). Por ello, no admitimos como lo hace la mayoría, que el vicio de inconstitucionalidad se solucione con la inclusión, por parte de los señores Diputados, de la cláusula interpretativa que pretende restringir el concepto de microorganismos (artículo 2). Consideramos que ésta no es una eficiente herramienta de contención para delimitar el concepto en estudio. No negamos, con lo expuesto, que la Sala en otras oportunidades haya señalado que es posible prever normas interpretativas en la ley de aprobación de un Tratado, pero también hemos afirmado que el legislador tiene límites, que le vienen impuestos por la Convención de Viena. Esa Convención, en su artículo 31, entre otras cosas, dispone que un Tratado deberá interpretarse de buena fe, por ello las cláusulas interpretativas no pueden contrariar lo pactado y cualquier contradicción esencial desnaturaliza este instrumento y “…sería contraria al principio de pacta sunt servanda, pues se alejaría unilateralmente de los términos pactados de buena fe, además de invadir la Asamblea Legislativa (…) las potestades que establece el artículo 140 inciso 10) de la Constitución Política, respecto de la potestad exclusiva del Ejecutivo para la discusión, negociación y suscripción de tratados internacionales” (v en igual sentido los pronunciamientos #7292-98 de las 16:09 hrs. Del 13 de octubre de 1998, #8190-2002 de las 11:12 hrs. Del 23 de agosto de 2002, #03624-2005 de las 14:53 hrs. Del 5 de abril  del 2005, 09566-2006 de las 16:09 hrs. Del 5 de julio de 2006).  No dudamos que los señores Diputados que aprueban en primer debate, el Tratado, lo hayan hecho creyendo que hacen lo correcto, sin embargo, la letra fría del Tratado es tajante, éste es de acatamiento obligatorio para todos los Estados contratantes  en los términos que está redactado y no admite excepciones (artículos 3.2), así como las ulteriores modificaciones que pueda sufrir la normativa es obligatoria para los Estados que formen parte de la Unión (artículo 14.b), y aunque se pensara, en otro momento histórico, el denunciarlo, el Estado no puede ejercer esta facultad (que le da el artículo 17.1) antes de la expiración de un plazo fatal: cinco años, a contar de la fecha desde la cual se es parte del mismo (artículo 17.4). Para ese momento ya sería tarde, posiblemente la mayoría de los microorganismos de importancia, ya estarían depositados en el extranjero, y el depositante, de conformidad con el Tratado, tendría los  derechos que se derivan de tal acto. En principio, nuestra riqueza biológica y genética podría ser patentada. En resumen, el Tratado, por imperativo de sus normas, no admite interpretaciones diversas sobre el tema que regula. Las patentes y el depósito de microorganismos son temas que deben aceptarse o rechazarse conforme lo impone la normativa que se pretende aprobar, así lo ha enfatizado la OMPI en su rol de Oficina Internacional que se encarga de las tareas administrativas de la Unión (WO/INF/12 Rev. 14, página 4). Por ello, consideramos, que la cláusula interpretativa que se pretende establecer como un límite, es completamente irrelevante e inconstitucional. En primer lugar, porque el mismo Tratado se asegura de que no tenga valor jurídico internacional alguno; y en segundo lugar, porque sólo es un pobre paliativo de nuestra conciencia ecológica. En realidad la cláusula interpretativa (Artículo 2), es más ficticia que real, pues trata, sin éxito, de brindarle una “aparente” protección a la “única” riqueza real que tenemos: nuestra naturaleza. Sin embargo, el Tratado autoriza a cualquier individuo para que se lleve del país, sin previa notificación, cualquier microorganismo para ser depositado en un tercer Estado, donde también puede ser patentado, sin exigir como mínimo el certificado de origen. Este tema está íntimamente ligado a las obligaciones internacionales que previamente hemos suscrito y que pretenden proteger la dignidad humana y la biodiversidad, en especial mediante la “Declaración universal sobre Bioética y Derechos Humanos” (de 19 de octubre de 2005) y el “Convenio sobre la diversidad biológica, de Naciones Unidas (de 1992), donde se garantizan,  el derecho a la información y los conocimientos tradicionales de los pueblos dueños del material tutelado, que ahora, “alegremente” se denomina “microorganismos”.  Consideramos, que de previo a su aprobación, en primer debate, los señores Diputados tenían la obligación de verificar que las normas del Tratado de Budapest, no vaciaran el contenido esencial de otros convenios internacionales que protegen los derechos mínimos, de los ciudadanos costarricenses, en bioética y biodiversidad, pues esta Sala en ninguna ocasión ha permitido que el legislador, reduzca los derechos fundamentales consagrados en instrumentos internacionales sobre Derechos Humanos, y menos en temas tan sensibles como  el derecho a la vida y el principio de dignidad humana, tal y como han sido definidos, por ejemplo, por la sentencia de la Sala #2000-2306 de las 15:21 hrs. del 15 de marzo de 2000. Al no haberse procedido de conformidad, la actuación del legislador, deviene en inconstitucional, pues mediante el Tratado, se permite la definición de las materias patentables en un sentido tan amplio que es factible hacerlo con ADN, organismos vivos, material genético humano, células humanas, embriones y preembriones superponiendo el derecho privado, concretamente el derecho de propiedad intelectual, por sobre la vida y la dignidad humana.  

II.-) el Tratado de Budapest desprotege la biodiversidad, el derecho a la información y los conocimiento tradicionales de los pueblos indígenas, al no exigir al depositante informar a la autoridad internacional de depósito ni al Estado miembro el origen del material depositado: 

A nuestro juicio el Tratado sufre de dos carencias básicas en este tema: primero, que no se requiere al depositante información sobre la procedencia del microorganismo que procura patentar y, segundo, que, pese a que versa sobre la divulgación de una supuesta invención, no existe una legitimación amplia ni un medio claro para obtener el producto que se desea patentar ni mecanismos de oposición para terceros a la pretensión de concretizar el derecho de propiedad intelectual en cuestión. Acerca de la información de procedencia del producto que se deposita, tomamos en consideración que parte de las regulaciones del Tratado y su Reglamento se ocupan de los requisitos que deben cumplir el depositante y las AID para recibir y conservar los microorganismos (artículos 4 y 6 del Tratado, Reglas 6 a 10 del Reglamento), entre los cuales destacan la indicación de que el depósito se efectúa en virtud del Tratado, el nombre y dirección del depositante, la descripción detallada de las condiciones que deberán reunirse para cultivar el microorganismo, conservarlo y controlar su viabilidad, la referencia de identificación asignada por el depositante al microorganismo, la indicación de las propiedades del microorganismo que representen o puedan representar peligros para la salud o el medio ambiente, o la indicación de que el depositante no tiene conocimiento de tales propiedades. Sin embargo, en ninguna de estas reglas se prevé la obligación del depositante de declarar la proveniencia del material que encarga a la AID, ni el correlativo deber de la autoridad internacional de demandarle tal información (v. Regla 6.3). Por el contrario, la denegatoria del depósito únicamente procede bajo circunstancias excepcionales, tal y como se denota de la Regla 6.4 del Reglamento del Tratado, cuando dice que la autoridad rechazará el depósito del material solo si el microorganismo no pertenece a un tipo al que se extiendan las seguridades dadas en virtud de la Regla 3.1.b)iii) o 3.3; si posee propiedades tan excepcionales que la autoridad internacional de depósito no se encuentra técnicamente en condiciones de cumplir respecto del mismo las tareas que le incumben en virtud del Tratado y el Reglamento; o si el depósito ha sido recibido en un estado que indique claramente que falta el microorganismo o que, por razones científicas, excluye que el microorganismo sea aceptado. Continúa diciendo la Regla 6.4 que la AID aceptará el microorganismo cuando satisfaga todas las exigencias de las Reglas 6.1.a) o 6.2.a) y 6.3.a) y que si no las satisface lo notificará inmediatamente por escrito al depositante, invitándole a cumplirlas. Es decir, de acuerdo con el Reglamento, la recepción del microorganismo es de principio y entre las causas para su rechazo no se encuentra la omisión de indicación o de prueba sobre el origen del producto. Si esta afirmación se complementa con el artículo 3.2 del Tratado, que impide a los Estados contratantes demandar que se cumplan exigencias diferentes o suplementarias de las previstas en él o su Reglamento, resultaría concluyente el obstáculo que esa normativa implica para poder contar con un elemento que permita tener certeza sobre la legitimidad de la posesión de quien pretende patentar un producto que eventualmente provenga de nuestra biodiversidad. El problema constitucional que acarrea estas consideraciones toca la protección de la biodiversidad, de los conocimientos tradicionales de los pueblos indígenas, el derecho de las naciones menos desarrolladas tecnológicamente a disfrutar de un porcentaje de las utilidades generadas con productos extraídos de sus recursos vivos y el derecho de información, en el sentido que señalan el Convenio sobre Diversidad Biológica de Naciones Unidas de 1992 (artículos 1, 3, 15 y 19), la Declaración Universal sobre Bioética y Derechos Humanos de Naciones Unidas y la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) (artículos 1 y 2).

B.-) En cuanto a la consulta preceptiva formulada por el Directorio de la Asamblea Legislativa:

Vicios de Procedimiento detectados de acuerdo con el artículo 101 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional:

I.-) la omisión de incluir en el expediente y la discusión legislativa el documento denominado Guía para el depósito de microorganismos bajo el Tratado de Budapest.

Los suscritos Magistrados dejamos constancia de nuestro desacuerdo con la tramitación del proyecto de ley, por motivos propios del Derecho de la Constitución, en lo que toca a la omisión de toda referencia a la “Guía para el depósito de microorganismos según el Tratado de Budapest” en el análisis legislativo del proyecto de ley de aprobación del Tratado y su Reglamento. Ello resulta contrario a los principios democrático, de publicidad y seguridad jurídica, así como al derecho de información. Aunque ni el Tratado ni el Reglamento mencionan expresamente ese documento, éste consta en la página digital de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual y de acuerdo con el boletín de esa misma organización WO/INF/12 Rev.14 del 31 de enero de 2007: “En esa guía, por el momento sólo disponible en inglés, se suministra información sobre los procedimientos y requisitos necesarios a los fines del depósito de microorganismos y se brinda asesoramiento práctico a las personas que efectúen un depósito de microorganismos a los fines de un procedimiento en materia de patentes así como para todo el que desee obtener muestras de dichos microorganismos. Dicha guía es objeto de actualización regular y puede ser consultada en la siguiente página del sitio Web de la OMPI: www.wipo.int/treaties/es/registration/budapest.”. Adicionalmente, del estudio de la Guía en cuestión constatamos que detalla condiciones de obligatorio acatamiento en el trámite de depósito de microorganismos para efectos de patentamiento, tales como lo deberes del depositante y de la autoridad internacional de depósito, el procedimiento de depósito, o el suministro de muestras a quienes tengan autorización para requerirlas. Es en esta Guía donde ex profeso se explica la indeterminación del vocablo microorganismo en el Tratado y su Reglamento, para que pueda ser entendido en sentido amplio. De este modo, independientemente de que se pueda atribuir o no carácter normativo formal a la Guía, lo cierto es que materialmente, sin duda, forma parte de la obligación internacional que estaría adquiriendo el Estado costarricense, de aprobarse el Tratado. En este sentido, la Sala, en consultas de constitucionalidad anteriores resaltó la necesidad de que en el expediente legislativo conste la totalidad de la información relacionada con la obligación de derecho internacional público que se procura perfeccionar mediante la aprobación parlamentaria (opiniones consultivas vinculantes #2005-8425 de las 18:20 horas del 28 de junio de 2005 y #1102-90 MERGEFIELD PRIVATE de las 14:30 horas del 12 de setiembre de 1990). Es así como estimamos inaceptable, desde el punto de vista del Derecho de la Constitución y los antecedentes reseñados, que la Guía –debidamente traducida al español– no conste en el expediente en que se ha estudiado el proyecto de ley de aprobación del Tratado y no haya tenido, por consiguiente, la adecuada difusión que le habría garantizado su conocimiento y discusión en la sede parlamentaria. Existen carencias adicionales del mismo carácter, originadas en que el Tratado lo que crea es precisamente una Unión, con una Asamblea en su seno, y que trabaja auspiciada por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual desde 1980. No puede, entonces, equipararse la aprobación de ese Tratado con uno que se cierna a regular aisladamente una determinada materia. En el caso del Tratado de Budapest, por el contrario, su aprobación implica el ingreso en la Unión del Tratado y la adhesión a reglas ya dispuestas por su Asamblea y la OMPI, sin la participación, evidentemente, de Costa Rica en ese foro. En suma, en el trámite legislativo de la aprobación del Tratado se echa de menos una claridad siquiera meridiana de las obligaciones internacionales que derivan para nuestro país de su incorporación en el sistema que él prevé. Por ello, en nuestra opinión, el trámite seguido resulta inconstitucional también por este motivo.

II.-) Se aprobó por mayoría simple un proyecto de ley de aprobación de un tratado internacional que requiere de mayoría calificada por aparejar transferencia de competencias públicas:

Sostenemos también que el Tratado de Budapest sobre el reconocimiento internacional de depósitos de microorganismos a los fines del procedimiento en materia de patentes, establece transferencias de competencias del Estado costarricense a entidades internacionales que, de acuerdo con el mismo Tratado, pueden ser dependencias de otros Gobiernos o incluso de carácter privado. No se trata aquí, como lo indica la mayoría, de que el Tratado solo se refiere a un segmento del patentamiento (la descripción), sino que lo que resuelvan esos organismos, dotados de la investidura de “autoridad internacional de depósito” deberá ser reconocido por el Estado Costarricense, por nuestras autoridades de patentes, de manera obligatoria. Este vicio bastaría para acoger el reproche de la Defensoría de los Habitantes, sin embargo, debemos agregar otro más: de conformidad con el artículo 9 del Tratado, se desarrollan las competencias de la Organización Intergubernamental de la Propiedad Industrial, que tiene y tendrá en el futuro la “misión de conceder patentes de carácter regional”, con carácter supranacional. Esta Organización es el segundo de los pilares esenciales sobre los que descansa el Tratado e indudablemente las decisiones de estas organizaciones internacionales serán vinculantes para el Estado Costarricense y para nuestro Registro de la Propiedad Industrial. Así se infiere, al relacionar e interpretar los artículos 3.1.a), 3.2 en conjunción con el artículo 9.1.a) del Tratado de donde se desprende desde ya y hacia el futuro  que Costa Rica tiene la  obligación de someterse a las autoridades regionales de depósito; tales como las ya existentes denominadas: Oficina Europea de Patentes (OEP), Organización Regional Africana de Propiedad Intelectual (ARIPO) y la Organización Eurasiática de Patentes (OEAP), en el sentido que lo establece el Tratado (WO/INF/12 Rev. 14, p.2). En consecuencia, no se trata solo de la posibilidad de que cualquier persona, de cualquier país o industria del mundo, pueda con toda libertad depositar un microorganismo ante una Autoridad Internacional de Depósito (AID), y de esta forma garantizarse en exclusiva el inicio del trámite que servirá de base para la futura patente, en cualquiera de los países de la Unión, sino que también es factible que la patente le sea otorgada con carácter regional (Artículo 9), con lo que opera una verdadero traslado de competencias a un ordenamiento jurídico comunitario, conforme lo advirtió el Informe Técnico Jurídico del Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa, en el oficio CON-054-2007 del 17 de julio de 2007 (folio 506 del tomo 2 del expediente legislativo aportado). En nuestro criterio, para que el procedimiento fuera constitucionalmente permitido, de acuerdo con el 121 inciso 4) párrafo 2 de la Constitución se requería que el Tratado fuera aprobado en primer debate por mayoría calificada de los 2/3 de la totalidad de los miembros de la Asamblea Legislativa. No ignoramos, que la mayoría tiene un punto de vista diferente. En primer lugar, sobre el traslado de competencias, y en segundo, lugar, sobre la votación calificada. Sobre este último aspecto, sostenemos que de conformidad con el artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, y revisado nuevamente el tema nos lo replanteamos. Consideramos que la votación calificada debe operar en ambas votaciones del Tratado. Así lo ordena el Constituyente y lo dispone nuestra Constitución Política, precisamente porque los campos donde se exige, son los más excepcionales de nuestra vida ciudadana. La importancia de los temas, impone la mayor reflexión posible, la ponderación de los intereses en juego, y sobre todo la necesidad de alcanzar los consensos indispensables dentro de un sistema democrático. Indudablemente, alcanzar la mayoría de 2/3 implica un problema práctico de enormes proporciones, para cualquiera de las fracciones legislativas, sin embargo, en nuestro criterio, eso fue precisamente lo quiso el constituyente cuando ordenó de manera clara que ciertos y taxativos actos, por la relevancia que tienen para la vida nacional, como la transferencia de competencias a un ordenamiento jurídico comunitario (artículo 121 inciso 4 de la Constitución), o la suspensión de garantías o derechos fundamentales (artículo 121 inciso 7) de la Constitución), la creación de nuevas provincias o cantones (artículo 168 de la Constitución), la remoción del Contralor y Subcontralor General de la República (artículo 183 de la Constitución), las reformas constitucionales (artículo 195 de la Constitución), entre otras, solo pueden realizarse por un procedimiento especialmente complejo, desde el mundo legislativo, como un freno al vaciamiento de las competencias constitucionales. También consideramos de relevancia mencionar, que por encontrarnos frente a un Tratado Internacional, debido a las implicaciones que conlleva para la sociedad, la economía y los derechos humanos de un determinado Estado, no solo tiene un procedimiento especial en el mundo legislativo, sino que, antes de ser aprobado en definitiva, se quiso  que fuera obligatoria la consulta a la Sala Constitucional. Esta tiene la obligación, en primer término de observar que el procedimiento por el que se aprueba sea el constitucionalmente válido, y en aquellos supuestos que se verifique un vicio en el procedimiento, como el mencionado, este sea vinculante para la Asamblea Legislativa, lo que nos lleva a señalar que el momento procesal oportuno para que ello ocurra es en el trámite de la consulta preceptiva luego de que el Tratado se aprueba en primer debate, solo de esta manera el contralor de constitucionalidad, podrá ejercer sus competencias constitucionales, como guardián supremo de la Constitución Política. De admitirse la hipótesis contraria, que sólo se requiere la votación calificada en la votación final del Tratado, operaría un vaciamiento del contenido esencial de la norma constitucional y de su control. En consecuencia, al constatarse que el Tratado de Budapest contiene transferencia de competencias a un ordenamiento jurídico comunitario y se aprobó en primer debate por una mayoría de sólo 35 votos y no de 2/3 partes de los miembros de la Asamblea Legislativa, como lo ordena la Constitución Política, deviene en inconstitucional por una violación esencial del procedimiento legislativo y así lo declaramos.

III.-) Se aplicó el artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa a un proyecto de ley de aprobación de un tratado internacional:

Reiteramos lo que ya habíamos afirmado en el voto salvado de la consulta legislativa #07-000189-0007-CO, en el sentido de que aplicar un procedimiento abreviado para la aprobación de tratados internacionales es inconstitucional. De los artículos 7 y 121 inciso 4) de la Carta Fundamental, así como de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, se colige que los instrumentos internacionales, además de contar con indudable carácter normativo, reúnen particularidades que obligan a una lectura especial del principio democrático y el funcionamiento del Parlamento, cuando son abordados en esa instancia. El derecho internacional público tiene como presupuesto basal la igualdad entre las partes que negocian los distintos acuerdos, los cuales conforman su fuente por excelencia. Igualdad necesaria para asegurar que los convenios adoptados son fruto del consentimiento libre de los diversos sujetos con capacidad de derecho internacional, sin dejar de lado que entre tales sujetos destacan, en primera línea, los Estados, cuya soberanía sigue siendo aún –al menos teóricamente– un pilar ineludible del orden jurídico interno y externo. En ese contexto, todos los actos tendientes a la incorporación de un instrumento internacional en el derecho interno (negociación, firma, aprobación, ratificación) deben ser respetuosos de la soberanía nacional y tenerla como norte. Y si recordamos que el soberano, al final de cuentas, no es el gobierno, sino todos, la participación parlamentaria en ese proceso de incorporación interna de los tratados internacionales merece –cuando menos– el mismo tratamiento solemne de los demás actos que lo conforman. El que la participación de la Asamblea Legislativa se constriña a la aprobación o improbación de los convenios lejos de ser un argumento para debilitarla, debería serlo para reforzarla y permitir que todas las voces que representa tengan opción de ser escuchadas, que la discusión sea pausada y el eventual aval que se conceda sea el producto de un trabajo reflexivo. Todo ello resulta antagónico al espíritu del artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, cuyo único propósito es el de acelerar el trámite de proyectos parlamentarios. Este Tratado es vivo ejemplo de la gravedad de las consecuencias que el asentimiento a obligaciones internacionales puede acarrear a nuestro país y de lo nocivo que puede resultar el desarrollo de un trámite parlamentario atropellado.

	Gilbert Armijo S.
	Fernando Cruz Castro


Ley de Telecomunicaciones
Exp: 08-003439-0007-CO

Res: 2008-004569
Voto salvado de los Magistrados Armijo y Cruz

Los suscritos Magistrados salvamos el voto ya que consideramos inconstitucional el proyecto de ley consultado por razones de procedimiento y por razones de fondo. En cuanto a las razones de procedimiento, al proyecto no podía aplicársele el artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa en razón de que requería para su aprobación de mayoría calificada por la modificación sustancial de las funciones de una institución autónoma (I), porque se trata de la apertura de un monopolio estatal (II), porque el artículo 208 bis debe tener una interpretación restrictiva (III), por la falta de discusión por el fondo en cuanto a la contabilización de las veinte sesiones y del levantamiento anticipado de la última sesión (IV). En cuanto a las razones de fondo, en virtud de lo que establece el inciso h) del artículo 2 del proyecto que promete la no imposición de tributos a los inversionistas en telecomunicaciones (V). Finalmente se pone nota respecto del tema del debilitamiento del Estado Social de Derecho (VI), y de igual forma respecto al hecho que el ICE deba vender al costo a diferencia del resto de oferentes (VII). Tal como se explica a continuación: 

RAZONES DE PROCEDIMIENTO:

I. Voto salvado respecto del apartado sexto que se refiere a la mayoría calificada que se requiere cuando se modifican, sustancialmente, las funciones de una institución autónoma. Inconstitucionalidad del proyecto de ley por haberse aplicado el procedimiento del artículo 208 bis a pesar de tratarse de la modificación de los fines de una institución autónoma: Los consultantes consideran que la aplicación del procedimiento especial establecido en el artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa constituye un vicio sustancial del procedimiento ya que dicho artículo exceptúa a los proyectos de ley cuya aprobación requiera de mayoría calificada. Sustentan que el proyecto en cuestión requería de mayoría calificada al modificar sustancialmente las funciones de una institución autónoma como lo es la Autoridad Reguladora de Servicios Públicos (ARESEP). Al respecto, los suscritos Magistrados consideran que los consultantes llevan razón, en este sentido, no puede ignorarse que la jurisprudencia constitucional ha interpretado que la mayoría calificada que se requiere para la creación de instituciones autónomas (conforme el inciso 3) del artículo 189 de nuestra Constitución Política establece) se requiere además para los proyectos que realicen modificaciones sustanciales a los fines establecidos de una institución autónoma (ver al respecto el voto número 2006-3671). Así entonces, como el proyecto consultado introduce modificaciones sustanciales a los fines de la ARESEP, no sólo requería de la aprobación mediante mayoría calificada, sino que como corolario estaba excluido de la posibilidad de aplicarle un procedimiento especial conforme el artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa. En otras palabras, dado que el proyecto en consulta se le aplicó dicho procedimiento especial, pese a requerir mayoría calificada, su aprobación mediante dicho procedimiento configuró un vicio sustancial del procedimiento que lo hace inconstitucional. Todo lo cual se explica con mayor detalle a continuación:

A) Sobre cómo el inciso 3) del artículo 189 de la Constitución Política ordena que la creación o modificación sustancial de las funciones de una institución autónoma se apruebe mediante una ley por mayoría calificada.- En el mismo sentido que lo plantea la resolución de este Tribunal Constitucional, número 2006-3671 “Una institución autónoma, según lo disponen los artículos 188 y siguientes de la Constitución, es creada con un fin específico, mediante una ley que debe ser aprobada por mayoría calificada (…) Su creación, deviene de la voluntad de una mayoría reforzada por parte de los legisladores bajo esas condiciones. De manera que, modificar el fin último y la esencia de éstas para que se dediquen a fines diversos (…) necesariamente requiere de una ley cuya aprobación deba ser igualmente por mayoría calificada, según lo impone el principio general de paralelismo de las formas, el cual establece, que los actos en derecho, deben dejarse sin efecto en la misma forma en que fueron creados. En consecuencia, este también sería un aspecto que amerita la calificación del proyecto consultado y que excluye la posibilidad de aplicar el artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea a la tramitación de este asunto.”, no sólo la creación de una institución autónoma requiere de una ley aprobada mediante mayoría calificada, sino también la modificación sustancial de sus funciones, pues lógicamente de admitirse lo contrario se estaría burlando fácilmente el mecanismo reforzado instaurado por el Constituyente. Nótese que perfectamente podría suceder, de aceptarse la tesis contraria, que la Asamblea Legislativa cree mediante mayoría calificada la institución autónoma X asignándoles las funciones A, B y C, y que posteriormente mediante una mayoría inferior se modifique el fin último y la esencia de tal institución autónoma asignándole una gama diversa de funciones sustanciales adicionales. Dicha situación sería claramente una burla, no sólo al artículo 189 Constitucional, sino a la misma mayoría parlamentaria que aprobó inicialmente la creación de tal institución autónoma. En conclusión, la mayoría calificada establecida en el artículo 189 Constitucional es requerida para la creación, la extinción y la modificación de funciones sustanciales de una institución autónoma.

B) Sobre cómo el proyecto de ley consultado incluye una modificación sustancial de las funciones de la Autoridad Reguladora de Servicios Públicos (ARESEP).- Del análisis que se hace de las funciones adicionales que se le agregan a la ARESEP, mediante la creación de un órgano adscrito a ella como lo es la Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL), se comprueba que se trata de modificaciones sustanciales a las funciones de ARESEP. Tal como lo indican los consultantes, algunas de estas funciones y competencias son esencialmente distintas a las funciones y competencias que tiene actualmente la ARESEP y responden a fines y objetivos totalmente diferentes a los que la Ley Nº 7593 estableció para esta institución autónoma. Así por ejemplo, debe tenerse claro que de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 7593 las funciones esenciales de ARESEP son: fijar precios y tarifas de servicios públicos y velar por el cumplimiento de las normas de calidad, cantidad, confiabilidad, continuidad, oportunidad y prestación óptima de los servicios públicos. Resultando que el proyecto consultado agrega las siguientes funciones: 

- Administración, asignación, ejecución y control de los recursos destinados al cumplimiento de los objetivos de acceso universal, servicio universal y solidaridad en materia de telecomunicaciones. (Título II, Capítulo I, artículos 34 a 43).

- Promoción de la competencia en el mercado de las telecomunicaciones. Funciones de la Comisión para Promover la Competencia del Ministerio de Economía, Industria y Comercio. (Título III, Capítulo II, artículos 56 a 64).

- Control de emisiones radioeléctricas. Competencias del Departamento de Control Nacional de Radio del Ministerio de Gobernación y Policía (artículos 10, párrafo cuarto y artículo 83 inciso b).

- Trámite de concesiones sobre bienes demaniales para la realización de actividades privadas (artículo 32).

Según las funciones que se destacan, se trata de una modificación sustancial a las funciones de ARESEP, competencias que además de ser ajenas a sus fines de creación, son ejercidas en la actualidad por otras dependencias del Poder Ejecutivo. 

C) Sobre cómo interpretar que en este caso no se requiere de la aprobación mediante mayoría calificada es una especie de mutación constitucional que transforma el sentido literal de la norma constitucional.- 1) Con el mayor respeto para nuestros compañeros de la Sala Constitucional, salvamos el voto y declaramos inconstitucional el trámite seguido con motivo de la aprobación del expediente legislativo #16.398, Ley General de Telecomunicaciones, en cuanto modifica los fines y las competencias de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (la cual es una institución autónoma de acuerdo con el artículo 1° de la Ley #7593), sin contar con una mayoría calificada, pese a que ello es exigido expresamente por fuerza del artículo 189 inciso 3) de la Constitución Política. 2) En este sentido, el vicio de inconstitucionalidad que reclaman los diputados consultantes es tan evidente que no puede ser objeto de ninguna justificación. No es la obra del poder reformador de la Constitución sobre el artículo 188 de la Carta Magna, sino la interpretación que en esta oportunidad realiza la mayoría del Tribunal Constitucional, la que origina una mutación constitucional (Verfassungswandlung) del artículo 189 ídem, en la cual se ha soslayado completamente el sentido literal de la norma aludida. Lo anterior por cuanto, a partir de esta sentencia constitucional no es necesaria una mayoría calificada para crear una institución autónoma, sino una simple, a pesar del texto expreso del inciso 3) del artículo 189 constitucional, que ha sido despojado de todo valor normativo a causa de esa interpretación. 3) Ciertamente la mutación constitucional que se describe en esas líneas es de tal magnitud, que se asemeja a los procesos descritos por Laband y Jellinek sobre la Constitución Alemana de 1871, la cual estaba desprovista de un órgano de control de constitucionalidad, ni estaban completamente desarrolladas en el constitucionalismo europeo las ideas relativas a la normatividad de la Constitución (sobre el particular, véase Jellinek, G., Teoría General del Estado, Editorial Albatros, Buenos Aires, 1943, págs. 439-440). Lo anterior por cuanto, la transformación que se produce en la especie a partir de esas interpretaciones es de tal dimensión, que la realidad regulada por el sentido literal de la norma constitucional es completamente distinta a ella. De ahí que en tales casos se ve severamente afectada no sólo la consideración de la Constitución como norma jurídica, sino también el principio de rigidez constitucional, al producirse una reforma material del artículo 189 constitucional, sin haber observado los canales que la Constitución establece con ese fin en sus numerales 195 y 196. 4) Por el contrario, la moderna doctrina alemana que se ha referido al tema de las mutaciones constitucionales (ver Hesse, K., Escritos de Derecho Constitucional, Centro de Estudios Constitucionales, Segunda Edición, Madrid, 1992, págs. 81-104) las cataloga como aquellas situaciones en que cambia por efecto de la interpretación el sentido material de una norma constitucional, pero teniendo como límite inquebrantable el mismo texto del precepto constitucional. De lo que se trata entonces es de no vulnerar la literalidad de la norma constitucional, ni de suponer una contradicción directa del sentido o la finalidad del texto normativo; por ello “la mutación constitucional y sus límites sólo se alcanza a entender con claridad cuando la modificación del contenido de la norma es comprendida como cambio “en el interior” de la norma constitucional misma, no como consecuencia de desarrollos producidos fuera de la normatividad de la Constitución” (ver Hesse, K., Escritos de …, op. cit., pág. 99). En este sentido, y siguiendo el razonamiento de este autor, “todo lo que se sitúe más allá de estas posibilidades no será ya mutación constitucional sino quiebra constitucional o anulación de la Constitución” (ver Hesse, K., Escritos de …, op. cit., pág. 103). De lo anterior se deduce que si la Constitución, en su artículo 189 inciso 3), exige expresamente una mayoría calificada para crear instituciones descentralizadas en razón de la materia con autonomía administrativa, o para alterar sus fines y sus competencias, ninguna mutación constitucional es capaz de transformar el sentido literal de esta norma, al menos en los términos en que modernamente ha sido entendida por la doctrina alemana que se ha desarrollado durante el período de vigencia de la Ley Fundamental para la República Federal Alemana de 1949, la cual es justamente la que se ha referido sobre este tema, en un sentido completamente restringido, dadas las diversas implicaciones del principio de rigidez constitucional y, en fin, las consideraciones relativas a la Constitución como norma jurídica y suprema, exigible plenamente a la actuación de los poderes constituidos. Por lo expuesto, los suscritos Magistrados salvan el voto y consideran inconstitucional el trámite seguido para la aprobación del expediente legislativo #16.398, Ley General de Telecomunicaciones.

En conclusión.- Los suscritos Magistrados consideramos que el proyecto de ley en consulta implica una modificación sustancial de las funciones asignadas a la ARESEP, requiriendo para su aprobación una mayoría calificada (en los términos del artículo 189 Constitucional), situación que implica la imposibilidad de aplicarle un procedimiento especial de aprobación (en los términos del artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa). Por lo tanto, al haberse aprobado mediante un procedimiento especial se incurrió en un vicio sustancial del procedimiento que hace inconstitucional su aprobación. 

II. Voto salvado respecto del apartado octavo de la sentencia. Inconstitucionalidad del proyecto de ley por haberse aplicado el procedimiento del artículo 208 bis a pesar de tratarse de la apertura de un monopolio: Los consultantes señalan que como el proyecto de ley en cuestión tiene por objetivo la apertura del monopolio del ICE para la prestación del servicio de telecomunicaciones, no podía aplicársele el artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, pues este excluye de la posibilidad de aplicación de un procedimiento especial a los proyectos de ley que se refieran a la apertura de monopolios del Estado. Para sustentar su posición argumentan que dicha disposición no especifica el tipo de monopolio de que se trate, así entonces, aunque no existió una declaración formal de monopolio a favor del ICE, claramente se trata de un monopolio. Por su parte, el voto de mayoría expone una serie de argumentos y razonamientos sobre la diferencia entre monopolio de derecho y monopolio de hecho para concluir que el artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa se refiere solamente a los monopolios de derecho, y como el monopolio del ICE es de hecho, conforme a tal conclusión no estaba excluido de la aplicación de este tipo de procedimientos especiales. Al respecto, los suscritos Magistrados consideramos que los consultantes llevan razón, y distamos del voto de mayoría, puesto que:

Primero, cuando el artículo 46 de la Constitución Política indica en el párrafo tercero a “Las empresas constituidas en monopolios de hecho…” se refiere única y exclusivamente a las empresas privadas y no a las públicas. De esta forma NO existen monopolios públicos de hecho. Lo anterior por cuanto, atendiendo a la más conforme interpretación del texto constitucional: el artículo 46° ubicado dentro del título de derechos y garantías individuales prohíbe los monopolios de carácter particular o privados, entendiéndose los tres primeros párrafos como aquellos referidos estrictamente al ámbito privado, pues el hilo conductor de la norma indica inicialmente la prohibición de monopolios privados, el interés del Estado a impedir prácticas monopolísticas y a considerar que aún en el caso de situaciones de hecho que lleven a las empresas –las privadas, por supuesto,- a constituirse en el único proveedor, deben estar sometidas a una legislación especial (interpretación sistemática y teleológica). En el año 1949 todavía no estaba desarrollado el concepto de empresa pública, pues este se consolidó en Costa Rica hasta los años setenta, así entonces cuando la Constitución Política se refiere al concepto de empresa debe entenderse que se trata de las empresas privadas, además nótese que en ninguna parte del texto constitucional se menciona el concepto de “empresa pública o estatal” pues lógicamente en ese momento no era un concepto conocido en el ámbito nacional (interpretación histórica). Es hasta el párrafo cuarto cuando el Constituyente se refiere a los “monopolios a favor del Estado o de las Municipalidades”, no siendo lógicamente consistente afirmar que ya se hacía alusión a monopolios estatales en el párrafo tercero, puesto que todos los monopolios estatales se presentan como empresas públicas –aunque ciertamente no todas las empresas públicas sean monopolios estatales-, de manera que al ser definido el monopolio (del griego monos -uno-, polein -vender-) como una situación de mercado donde existe un solo vendedor, oferente o productor de un bien o servicio determinado, para el cual no es posible encontrar un bien sustituto inmediato, es claro entonces que tal situación de mercado sólo se puede establecer, en el caso de instituciones estatales, para las empresas públicas. Así entonces, no sería posible, conforme al contexto histórico del desarrollo de la norma comentada, que el Constituyente se refiriera inicialmente a las empresas públicas en el párrafo tercero y en el párrafo cuarto a los monopolios estatales, pues ambos están relacionados al resultar que sólo las empresas públicas son las que pueden llegar a constituirse en monopolios estatales (interpretación de la estructura lógica e histórica de la norma). En las misma actas de la Asamblea Nacional Constituyente se observa que cuando en el artículo 46 Constitucional se hace referencia a los monopolios de hecho, es con relación a las empresas privadas: “Estamos, desde luego, con la prohibición de los monopolios, así como de cualquier otro acto que tienda a amenazar o a restringir la libertad de comercio, agricultura e industria, principio que consagra el estatuto de 1871. Sin embargo, nos damos cuenta de que a pesar de la vigencia de una prohibición como ésta, determinados negocios o empresas, nacionales o extranjeras, ejercen un monopolio de hecho en el país. De ahí que en nuestra moción hayamos agregado la obligación que tiene el Estado, como complemento de aquella prohibición general, de legislar para impedir toda práctica o tendencia monopolizadora, y de someter a un régimen especial de reglamentación, o bien expropiar a las empresas constituidas en monopolios de hecho. Agregó que algunas empresas agrícolas o industriales muy poderosas, se han convertido en Costa Rica en verdadero monopolios de hecho, aunque no de derecho, lo que ha movido a su grupo a incluir la disposición indicada anteriormente. A estos monopolios de hecho el Estado debe someterlos a un régimen especial de reglamentación, en beneficio de los grupos productores o consumidores que resulten víctimas del monopolio, y llegar, si fuere el caso, por causa de interés público, a la expropiación de los mismos {…} Esta y otras situaciones nos indican que es indispensable la existencia de leyes que contemplen en cada caso las garantías mínimas con que el país debe contar para tratar de evitar que esas compañías poderosas constituidas en monopolios de hecho, abusen de su fuerza, y atenten contra el progreso económico y la justicia social.” (Acta n°101 manifestaciones del representante RODRIGO FACIO. Resaltado no corresponde al original). Conforme a la cita transcrita, es claro que cuando se indica la expropiación de las empresas constituidas en monopolios de hecho se está haciendo referencia únicamente a las empresas privadas, pues las públicas no pueden ser expropiadas. Además cuando el Diputado VOLIO JIMENEZ indicó que: “la única empresa constituida en monopolio de hecho en Costa Rica, era la United Fruit Cº. De pasar la moción del Social Demócrata, se le va a imponer a la Compañía Bananera una legislación especial. El señor FACIO aclaró que la norma sería para el futuro y no podría obrar con respecto a situaciones amparadas por contratos solemnemente firmados por la República, cual es el caso de la Bananera y de las Compañías Eléctricas, empresas ambas que indudablemente ejercen monopolios de hecho en el país.” (Acta n°101). Haciendo referencia por tanto a una empresa privada, y no a las públicas (interpretación conforme la voluntad del Constituyente). En síntesis, cuando el parráfo tercero del artículo 46 Constitucional se refiere a los monopolios de hecho es respecto únicamente de las empresas privadas, pues lo referente a los monopolios estatales o públicos se regula en el párrafo siguiente.

Segundo, no se debe distinguir donde la norma no lo hace, así entonces, si el artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa excluye en general la aplicación de procedimientos especiales a proyectos de ley referidos a la apertura de los monopolios estatales entonces no procede interpretar que se refiere sólo a un tipo de monopolios. Hacerlo sería un debilitamiento esencial de la voluntad del legislador que incluyó tal reforma en el Reglamento de la Asamblea Legislativa, quien consideró que tal materia constituía “per se” una complejidad que requería de una amplia discusión, la cual sólo puede cumplirse plenamente en el procedimiento ordinario.

Tercero, una norma como lo es el artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa debe interpretarse siempre de manera restrictiva, es decir, la regla es la aplicación del procedimiento general de aprobación de proyectos de ley y la excepción la aplicación de procedimientos especiales. De esta forma, dado que los procedimientos especiales reducen ciertas garantías del procedimiento ordinario y limitan de cierta manera los derechos de participación y enmienda de los diputados, su aplicación siempre debe interpretarse restrictivamente, no siendo aplicable entonces al proyecto de ley que pretende abrir a la competencia la prestación de uno de los servicios públicos a cargo del ICE, pues se trata a todas luces de la apertura de un monopolio estatal en los términos en que los parlamentarios dejaron establecidos las excepciones de aplicación al artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa. 

Cuarto, poco importa realizar, desde el punto de vista jurídico, la distinción entre monopolio de derecho y monopolio de hecho, ya que al fin y al cabo, ambos son monopolios. La diferenciación entre uno y otro, o entre cualquier otra clasificación de los monopolios es una cuestión extrajurídica, y por ende extraconstitucional. Nótese que es posible clasificar los monopolios desde diversos puntos de vista (monopolio natural, monopolio artificial, monopolio puro, estanco, competencia monopolística, monopsonio, monopolio bilateral, etc.) y no sería admisible interpretar que la norma reglamentaria en cuestión, ni mucho menos nuestra Constitución Política se refiere únicamente a uno sólo de esos tipos de monopolio –salvo cuando expresamente se diga-. 

Quinto, en todo caso, de admitirse la clasificación entre monopolios de hecho (cuando su instauración obedece más a una situación fáctica que a una creación normativa) y monopolios de derecho (cuando su creación obedece a una norma jurídica), el caso del Instituto Costarricense de Electricidad podría calificarse, en cuanto a la prestación del servicio de telecomunicaciones, como una especie de monopolio de derecho por omisión y nunca un monopolio de hecho. “De derecho” porque la concesión ha sido otorgada mediante una norma legal, “por omisión” ya que el legislador ha omitido otorgar ese mismo tipo de concesión a otros sujetos. Se entiende entonces que la concesión que posee el ICE en materia de telecomunicaciones lo es en calidad de único concesionario al no haber procedido el legislador a otorgar otras concesiones a otros sujetos. Así entonces, a pesar de que constitucionalmente es admisible que el legislador otorgue otras concesiones a sujetos privados (inciso 14 del artículo 121 de la Constitución Política), el legislador sólo ha otorgado una única concesión, concretamente al ICE, y lo ha hecho mediante una norma legal, lo que confirma que sería un monopolio de derecho (al ser propiciado por una norma legal) y nunca una situación o monopolio de hecho. En este sentido, de todas formas, todos los monopolios públicos tienen que ser calificados, única y exclusivamente, como monopolios de derecho, puesto que su creación requiere siempre de una norma legal, la cual propicia de una forma directa o indirecta (como en este caso) una situación de mercado con un único proveedor de un servicio. Nótese por demás como la doctrina en Costa Rica ha utilizado como sinónimos los conceptos de monopolios públicos o de derecho; no sería conceptualmente consistente denominar monopolios públicos (que como tal necesitan de una norma legal) y al mismo tiempo calificarlos como de hecho (que justamente operan como situaciones de hecho sin ningún sustento legal).

En conclusión.- Los suscritos Magistrados consideramos que al contener el proyecto de ley en consulta la apertura de un monopolio, tal condición impide aplicarle un procedimiento especial de aprobación (en los términos del artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa), y por lo tanto, al haberse aprobado mediante un procedimiento especial, se incurrió en un vicio sustancial del procedimiento que hace inconstitucional su aprobación. 

III.- Voto salvado respecto del apartado noveno de la sentencia. La interpretación restrictiva del artículo 208 bis del reglamento de la Asamblea Legislativa, al versar el proyecto de ley consultado sobre la apertura de un monopolio.- Tal como lo expresamos en el apartado anterior, frente a un procedimiento que simplifica y restringe la vigencia de los principios constitucionales que deben imperar en el trámite legislativo, no es admisible hacer distinciones respecto del tipo de monopolios a los que no puede aplicarse un procedimiento abreviado como el que prevé el artículo 208 del reglamento legislativo. La disposición mencionada se refiere, sin prever ninguna distinción, que la apertura de cualquier monopolio estatal, no puede ser tramitada conforme a las previsiones del artículo 208 bis del reglamento legislativo. Las excepciones al procedimiento legislativo ordinario requieren una interpretación restrictiva. Es evidente que la trascendencia política de una decisión que incide en uno de los segmentos más importantes en una economía mixta como la que ha imperado en Costa Rica, requiere un procedimiento que asegure, en toda su extensión, la vigencia de los principios de enmienda, participación y democrático. Desde el momento que se requiere una decisión legislativa para la variación del marco jurídico que regula el régimen y el mercado de las telecomunicaciones, es evidente que se pretende una apertura de un mercado estatal monopólico, conforme lo prevé, como limitación, el artículo 208 bis. La distinción entre un monopolio de hecho y uno de derecho, interpretando que la norma comentada excluye el primero, aplica un criterio formal que debilita las garantías constitucionales del procedimiento legislativo. En otras materias, en función del fortalecimiento de la democracia y el control del poder, este Tribunal Constitucional ha considerado que en el caso del apremio corporal, si bien tradicionalmente se decía que no era una privación de libertad, tal distinción resultaba artificial y por este motivo lo ha homologado a la privación de libertad que se impone en el proceso penal. El formalismo de una distinción puede propiciar un debilitamiento significativo de las garantías constitucionales; por esta razón hemos considerado que la restricción respecto de la apertura de monopolios estatales que prevé el artículo 208 bis, debe responder a una interpretación amplia que permita captar la realidad política y económica de una situación en la que evidentemente se aprecia que en materia de telecomunicaciones, el ICE es, indudablemente, un monopolio estatal. Tampoco consideramos que la regla sea la economía de mercado, pues conforme al modelo político y constitucional  vigente, las autoridades políticas, especialmente el poder ejecutivo y el parlamento, pueden determinar, sin ningún esencialismo, qué actividades deben quedar libradas a la iniciativa privada o cuáles estiman que deben funcionar como monopolios estatales o de convergencia entre iniciativa estatal y privada. Esta flexibilidad se comprende muy bien frente a un sistema económico en el que las famosas reglas de la competencia pura y perfecta, no son más que una aspiración que requieren correctivos de los poderes públicos. La decisión sobre la creación o supresión de un monopolio, es una determinación política trascendental, que en el sistema constitucional costarricense no significa la excepción a una regla general sobre la vigencia del principio de libre competencia, que en todo caso no lo prevé el apartado cuarto del artículo 46 de la constitución política, pues la libertad de elección que puede tener el consumidor, no constituye una definición constitucional que determine, como regla, la vigencia de la libre competencia; no puede ignorarse, por otra parte,  que  conforme a las previsiones del artículo 46, párrafo tercero y cincuenta de la Constitución, se pueda considerar la posibilidad de crear o suprimir monopolios. Tan importante y trascendente es la libertad de empresa y la libre competencia, como la creación o supresión de monopolios; el sistema de economía mixta que se definió muy bien a partir de la década del cuarenta del siglo pasado, permite a las fuerzas políticas en el gobierno y en el parlamento, establecer la conveniencia o inconveniencia de un monopolio, especialmente si se trata de servicios esenciales. En este punto la constitución española contiene una definición en la que se asume, con sabiduría,  la flexibilidad del modelo económico que admite la intervención del Estado, ya que el artículo 128 de la constitución española establece, en su primer apartado, que “..Toda la riqueza del país en sus distintas formas y sea cual fuese la titularidad está subordinada al interés general..”. Esta definición permite asumir que el modelo económico no se determina, en su esencia, en función de la competencia o de la libertad de empresa, sino que, para cada caso, se requiere siempre una valoración del interés general. De igual forma, cuando se suprime o se crea un monopolio, se tiene como horizonte ideológico, el interés general. No es más importante la creación frente a la supresión de un monopolio; cualquiera de esas determinaciones tiene relación con la riqueza y el interés general. En el párrafo segundo del artículo 128 de la constitución española, se reconoce, al igual que en Costa Rica, la iniciativa pública en la actividad económica, admitiendo que mediante una ley se podrá reservar “…al sector público recursos o servicios esenciales, especialmente en el caso de monopolios...”. Las fórmulas mixtas en el modelo económico, con intervención estatal y economía de mercado, es el  marco ideológico que ha definido al país desde la época en que un político liberal como don Ricardo Jiménez, impuso el monopolio de los seguros. Esta orientación hacia una economía mixta y la exclusión de la inflexibilidad y la ortodoxia en el modelo económico, se afianzó aún más después de la revolución del cuarenta y ocho. El modelo que contiene la constitución vigente, refleja la mixtura entre la libertad de empresa y competencia y la intervención del Estado cuando lo amerite el interés general; la tutela de este valor es el que impide  aplicar un procedimiento abreviado a una decisión tan trascendental como la apertura de un monopolio estatal en telecomunicaciones, sin hacer distingos entre un monopolio estatal de hecho o de derecho. De igual manera, no puede admitirse que la creación de un monopolio sea una decisión de mayor trascendencia que su apertura. Las decisiones sobre supresión o creación de monopolios estatales, requieren un escenario procesal legislativo que garantice la vigencia efectiva del pluralismo político, la convergencia de las minorías y el derecho de enmienda, por esta razón consideramos que no son admisibles distinciones entre monopolios de hechos y de derecho, pues al fin y al cabo, tal diferenciación conceptual no tiene relevancia constitucional y por el contrario, su aplicación debilita los principios fundamentales que deben imperar frente a una decisión de tanta trascendencia política y social como es la apertura de un monopolio estatal.
IV.- Voto salvado del apartado XII de la sentencia, por la inconstitucionalidad en la contabilización de las veinte sesiones y el levantamiento anticipado de la última sesión.- Los diputados consultantes cuestionan la forma en que se contabilizaron las veinte sesiones destinadas a discutir por el fondo el proyecto de ley, indicando que, además de haber sido inconstitucional la aplicación del artículo 208 bis, se infringió el mismo procedimiento creado con fundamento en dicha aplicación. Al respecto, los suscritos Magistrados consideran que el procedimiento creado con fundamento en la aplicación del artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, y que en sí la aplicación del artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, debido a la naturaleza compleja del proyecto en consulta, constituyó una modalidad de procedimiento que desnaturalizó los valores constitucionales que deben inspirar el trámite legislativo y que se tradujo en una disminución de la discusión y análisis parlamentario. Esta incompatibilidad entre la naturaleza y relevancia del proyecto y la aplicación de un procedimiento simplificado se refleja no sólo en la forma de contabilizar las veinte sesiones establecidas para la discusión de fondo, pues ciertamente no todas ellas fueron destinadas a la discusión por el fondo (concretamente en la sesión ordinaria n°111 del 17 de diciembre del 2007), sino también en cuanto al levantamiento anticipado de la última sesión. Esto último en vista de que en distintas ocasiones se ha señalado en votos minoritarios (#2004-9253, #2004-9136 de las 14:38 horas, #2004-9137 de las 14:39 horas, #2004-9138 de las 14:40 horas, #2004-9147 de las 14:49 horas, todos del 24 de agosto de 2004; #2005-7961 de las 17:50 horas del 21 de junio de 2005, #2006-3671 de las 14:30 horas del 22 de marzo de 2006 y #2007-2901 de las 17:30 horas del 28 de febrero de 2007) que las limitaciones arbitrarias del derecho de las minorías parlamentarias a participar en los trámites de la Asamblea Legislativa son abiertamente inconstitucionales. En este caso, fue sobre todo el derecho de enmienda de los legisladores el que resultó seriamente contrariado con el conocimiento mecánico, sin discusión, de un grupo importante de mociones de reiteración en el Plenario, con la omisión de discutir las mociones de revisión a conocerse en la prórroga del plazo para dictaminar conferido a la Comisión especial, así como con el juego político protagonizado por el Poder Ejecutivo, en ejercicio de su competencia de convocatoria en sesiones extraordinarias, para reducir la posibilidad de participación de los grupos opositores y contabilizar como sesiones del plenario de la Asamblea breves remedos de reunión de ese Supremo Poder. Es incompatible con el juego democrático acallar completamente las voces de los Diputados que disienten de un determinado proyecto de ley y desean proponer variaciones. Puede que finalmente sus propuestas, por mayoría, no lleguen a prosperar, pero es insito a la condición de cada uno de los parlamentarios su derecho a presentar ante el cuerpo colegiado –Plenario o Comisión– sus ideas, su derecho a defenderlas, y a que, solamente una vez que se cumplan estas condiciones, se vote para acogerlas o rechazarlas. La debida deliberación de las decisiones parlamentarias y el espacio para que participen en ella las voces plurales que conforman la Asamblea es una obligación indisponible frente al pueblo costarricense, no un lujo exclusivo de los grupos mayoritarios. Por ello, salvamos nuestro voto y declaramos inconstitucional el trámite seguido en este expediente. Consideramos importante destacar que las objeciones planteadas en este apartado,  reflejan muy bien la grave transformación que ha sufrido el procedimiento legislativo con la introducción de procesos de tramitación abreviados. La evaluación sobre la vigencia efectiva de los principios constitucionales exigibles en el procedimiento parlamentario, se ha convertido en un ejercicio contable sobre el número de mociones conocidas, reduciendo el debate legislativo al cumplimiento de ciertas formalidades que tienen muy poca relación con la participación de las minorías y el derecho de enmienda.  La simple lectura de mociones, eventualmente la mención de su número, sin leer su contenido, así como la previsión de plazos perentorios que impiden conocer mociones planteadas durante  la tramitación del proyecto, puede convertirse en una formalidad que reduce a su mínima expresión la función política y constitucional del parlamento. El cumplimiento ritual de algunas exigencias estrictamente procedimentales,  no asegura la creación de un escenario político que garantice, razonablemente, la participación efectiva de los parlamentarios que representan criterios  disidentes o grupos minoritarios. Se rompe así el equilibrio  entre la eficacia en la función legislativa y  la vigencia de un procedimiento que  asegure  algo más que el consenso o la voluntad de la mayoría. Este equilibrio no es fácil de lograr, pero las objeciones que plantean los consultantes evidencian  una grave disfunción del trámite legislativo, que lejos de crear un escenario que garantice la efectiva participación de las minorías, se ha convertido en una sucesión de formalidades sin contenido sustancial.  

RAZONES DE FONDO:

V.- Voto salvado del apartado XIX de la sentencia, sobre la infracción al deber de contribuir con los gastos públicos. Inconstitucionalidad del inciso h) del artículo 2 del proyecto consultado.- Los consultantes consideran que el inciso h) del artículo 2 del proyecto en cuestión implica una violación al artículo 18 Constitucional (obligación de contribuir con las cargas públicas) puesto que establece que es un objetivo de la ley “Incentivar la inversión en el sector de las telecomunicaciones mediante un marco jurídico que garantice la transparencia, no discriminación, equidad, seguridad jurídica y que no fomente el establecimiento de tributos.” Indican que no es válido que mediante una ley se establezcan privilegios e inmunidades que dispensen del pago de tributos “a priori” sin expresión de motivos de política económica, equidad, justicia o razonabilidad, que justifiquen un trato diferenciado. Al respecto, los suscritos Magistrados consideramos que los consultantes llevan razón y que el inciso h) del artículo 2 del proyecto en consulta resulta violario del artículo 18 Constitucional, y además violatorio del principio de igualdad, por las razones que se explican a continuación. 

El artículo 18 de la Constitución Política dispone que es obligación de los costarricenses contribuir para los gastos públicos, lo que se traduce en el pago de los tributos que el Estado establezca o autorice. De esta forma la potestad tributaria del Estado lo faculta a crear tributos (impuestos, tasas, contribuciones especiales) y con ello financiar los gastos públicos. En este sentido, como los gastos públicos benefician a todos, el deber de pagar los tributos es aplicable a todas las personas por igual sin hacer distinción alguno, y mucho menos, sin que sea válidamente posible mediante una norma legal hacer la “promesa” de que no se les establecerán tributos a los inversionistas en el sector de telecomunicaciones. Hacerlo resulta violatorio del artículo 18, del 33 e incluso del 122 Constitucional, éste último en cuanto prohíbe a la Asamblea Legislativa reconocer, aceptar o conceder gratificaciones. El establecimiento de promesas de este tipo se agrava por haberse establecido vía legal, y por tratarse de un compromiso a priori y de antemano de no establecer impuestos a las empresas inversionistas en telecomunicaciones. 

En conclusión, los que suscribimos el voto disidente, estimamos que existen los vicios sustanciales de procedimiento y de fondo hacen inconstitucional la aprobación del proyecto de "Ley General de Telecomunicaciones", Expediente Legislativo número 16.398.

Fernando Cruz C.




Gilberth Armijo S.

Magistrado





Magistrado

NOTAS:

VI.- Nota respecto del apartado veinte de la sentencia en el que se analiza el debilitamiento del Estado Social de Derecho.- Sobre lo que alegan los consultantes respecto de la ruptura del Estado Social de Derecho, nos remitimos a lo que expresamos en nuestro voto salvado sobre el Tratado de Libre Comercio-República Dominicana-Centroamérica- Estados Unidos (voto 9007-09469). La apertura del monopolio en telecomunicaciones plantea una serie de interrogantes sobre la vigencia del Estado solidario y del bienestar, puesto que resulta muy difícil lograr la solidaridad en el contexto de un mercado que no funciona en libre competencia, sino que en el mejor de los casos,  presenta las inevitables distorsiones que provocan los oligopolios. Por otra parte, no es posible, en esta instancia, valorar si una disposición contribuye en menor o mayor medida, a la solidaridad que debe imperar en los servicios esenciales, según se plantea en la consulta. No desconocemos que la apertura del monopolio de una actividad que es estratégica y esencial, tal como ocurre en las telecomunicaciones, pone en grave riesgo el tema de la solidaridad, pero esta amenaza no puede evaluarse en abstracto,  sin desconocer, además, que la ley consultada contiene medidas que pretenden responder a un valor tan importante como la solidaridad en la prestación de un servicio público esencial. Se trata de un tema en el que se debe dejar un espacio amplio para el desarrollo de decisiones políticas, cuyos resultados y pertinencia constitucional deberán evaluarse a partir de su vigencia efectiva.  
VII.- Nota respecto del apartado veintitrés de la sentencia por infracción a los principios de razonabilidad y proporcionalidad.- Sobre lo que alegan los consultantes respecto de las infracciones a los principios de razonabilidad y proporcionalidad nos remitimos a lo que expresamos en nuestro voto salvado sobre el Tratado de Libre Comercio-República Dominicana-Centroamérica- Estados Unidos (voto 9007-09469), al estimar que era inconstitucional el artículo primero del anexo XIII del capítulo trece sobre telecomunicaciones. Dicha disposición establece una injustificada e irrazonable distinción entre los proveedores de otros países parte y los proveedores nacionales en la explotación de bienes de dominio público.  
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Magistrado
La Magistrada Calzada y el Magistrado Armijo salvan el voto en cuanto a los considerandos IV y V, en lo relativo a la aplicación del artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa al proyecto consultado, en el siguiente sentido:
Al igual que lo hicimos en la sentencia No. 2007-002901, consideramos que la aplicación del artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa al proyecto de ley en consulta, por encontrarse éste suspendido por resolución de la Sala Constitucional, contiene un vicio sustancial de procedimiento. A nuestro juicio, la acción de inconstitucionalidad que se tramita con el número de expediente #05-003479-0007-CO es un obstáculo para aplicar la disposición reglamentaria señalada. Esto con base en las aclaraciones que tradicionalmente se han incluido en el auto de curso de este tipo de proceso, que simplemente repiten el texto de los artículos 81 y 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, de acuerdo con las cuales el aviso a publicar afecta “el acto en que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido que lo ha sido”, que es justamente lo que resulta de la confrontación de los alegatos de los consultantes y los de la acción No. 05-003479-0007-CO, y por tratarse, además, de una norma de carácter secundario o procedimental, con lo cual “la suspensión opera inmediatamente”. En nuestro criterio, el hecho de que la aplicación de la disposición jurídica ocurra en el ámbito de un procedimiento parlamentario, no la exime de las indicaciones reseñadas.
Ana Virginia Calzada M. 
Gilbert Armijo S.
Convenio UPOV 
Exp: 08-003849-0007-CO 

Res. Nº 2008-004570
VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO SANCHO Y CRUZ CASTRO, CON REDACCION DEL PRIMERO: Reiteramos lo que ya habíamos afirmado en el voto salvado de la consulta legislativa #07-000189-0007-CO y, más recientemente, en el de la #08-002442-0007-CO, en el sentido de que aplicar un procedimiento abreviado para la aprobación de tratados internacionales es inconstitucional. De los artículos 7 y 121 inciso 4) de la Carta Fundamental, así como de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, se colige que los instrumentos internacionales, además de contar con indudable carácter normativo, reúnen particularidades que obligan a una lectura especial del principio democrático y el funcionamiento del Parlamento, cuando son abordados en esa instancia. El derecho internacional público tiene como presupuesto basal la igualdad entre las partes que negocian los distintos acuerdos, los cuales conforman su fuente por excelencia. Igualdad necesaria para asegurar que los convenios adoptados son fruto del consentimiento libre de los diversos sujetos con capacidad de derecho internacional, sin dejar de lado que entre tales sujetos destacan, en primera línea, los Estados, cuya soberanía sigue siendo aún –al menos teóricamente– un pilar ineludible del orden jurídico interno y externo. En ese contexto, todos los actos tendientes a la incorporación de un instrumento internacional en el derecho interno (negociación, firma, aprobación, ratificación) deben ser respetuosos de la soberanía nacional y tenerla como norte. Y si recordamos que el soberano, al final de cuentas, no es el gobierno, sino todos, la participación parlamentaria en ese proceso de incorporación interna de los tratados internacionales merece –cuando menos– el mismo tratamiento solemne de los demás actos que lo conforman. El que la participación de la Asamblea Legislativa se constriña a la aprobación o improbación de los convenios lejos de ser un argumento para debilitarla, debería serlo para reforzarla y permitir que todas las voces que representa tengan opción de ser escuchadas, que la discusión sea pausada y el eventual aval que se conceda sea el producto de un trabajo reflexivo. Todo ello resulta antagónico al espíritu del artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, cuyo único propósito es el de acelerar el trámite de proyectos parlamentarios. 


Gilbert Armijo S.                                                           Fernando Cruz C.
Tratado de Marcas
Exp: Nº  08-004005-0007-CO 

Res:  Nº  2008004836
VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO SANCHO Y CRUZ CASTRO:

         A) SOBRE LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 41 BIS DEL REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA A TRATADOS INTERNACIONALES:

Reiteramos lo que ya habíamos afirmado en el voto salvado de la consulta legislativa #07-000189-0007-CO y, más recientemente, en el de la #08-002442-0007-CO, en el sentido de que aplicar un procedimiento abreviado para la aprobación de tratados internacionales es inconstitucional. De los artículos 7 y 121 inciso 4) de la Carta Fundamental, así como de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, se colige que los instrumentos internacionales, además de contar con indudable carácter normativo, reúnen particularidades que obligan a una lectura especial del principio democrático y el funcionamiento del Parlamento, cuando son abordados en esa instancia. El derecho internacional público tiene como presupuesto basal la igualdad entre las partes que negocian los distintos acuerdos, los cuales conforman su fuente por excelencia. Igualdad necesaria para asegurar que los convenios adoptados son fruto del consentimiento libre de los diversos sujetos con capacidad de derecho internacional, sin dejar de lado que entre tales sujetos destacan, en primera línea, los Estados, cuya soberanía sigue siendo aún –al menos teóricamente– un pilar ineludible del orden jurídico interno y externo. En ese contexto, todos los actos tendientes a la incorporación de un instrumento internacional en el derecho interno (negociación, firma, aprobación, ratificación) deben ser respetuosos de la soberanía nacional y tenerla como norte. Y si recordamos que el soberano, al final de cuentas, no es el gobierno, sino todos, la participación parlamentaria en ese proceso de incorporación interna de los tratados internacionales merece –cuando menos– el mismo tratamiento solemne de los demás actos que lo conforman. El que la participación de la Asamblea Legislativa se constriña a la aprobación o improbación de los convenios, lejos de ser un argumento para debilitarla, debería serlo para reforzarla y permitir que todas las voces que representa tengan opción de ser escuchadas, que la discusión sea pausada y el eventual aval que se conceda sea el producto de un trabajo reflexivo. Todo ello resulta antagónico al espíritu del artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, cuyo único propósito es el de acelerar el trámite de proyectos parlamentarios. 

B) SOBRE LA APROBACIÓN DE UN TEXTO SUSTITUTIVO DEL TRATADO POR PARTE DE UNA COMISIÓN AD HOC:

Tampoco estamos de acuerdo con la mayoría de la Sala, acerca de la conformidad con la Constitución del método empleado por la Asamblea Legislativa para subsanar la omisión del Poder Ejecutivo de presentar el texto completo del Tratado a conocimiento del órgano parlamentario. Fue en su oportunidad, el propio Ejecutivo, a través del Ministro de Relaciones Exteriores y Culto, quien aludió a la omisión de un folio en las copias certificadas del texto que se adjuntó al proyecto de ley de aprobación del Tratado, que abarcó del Artículo 3, apartado A), inciso 1) los sub incisos v) al xvii) (folios 506 y 592), falla originada en el propio texto que certificó el Director General de la Organización Mundial de Propiedad Intelectual. La Asamblea acordó, con base en la jurisprudencia constitucional (sentencias #2005-08425 y #2006-6011), que la falta de una parte del articulado del instrumento internacional que se somete a aprobación del Parlamento, constituye un vicio sustancial. No obstante, al remediarlo, se incurrió en dos vicios esenciales de procedimiento. Primero, se invocó y supuestamente aplicó el artículo 154 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, pero atribuyéndole a una Comisión Especial el cometido de acoger el texto sustitutivo. Y el texto expreso del numeral citado del Reglamento refiere únicamente a la comisión permanente que dictaminó el proyecto. Las disposiciones sobre comisiones especiales (artículos 90 a 97 y 120 ibídem), de su parte, no contienen ninguna regla que permita interpretar distinto el 154. Por otra parte, igualmente consideramos contradictorio con el Derecho de la Constitución que la discusión en Comisión –por fin con el texto completo– fuera ínfima, al punto que no se presentó ninguna moción y fue tan solo con el concurso de cinco Diputados que, sin debate, se dictaminó el proyecto sometido a conocimiento del Plenario (folios 867 y 869). Esto adquiere relevancia en el contexto en que se recibió el Tratado en la Comisión Especial, pues se tuvieron por válidas las etapas anteriores, con un trabajo de estudio más completo, pero a partir del texto cercenado. En los términos que siguen lo explicó la Presidenta de la Comisión Especial en la primera sesión de ese órgano, del 20 de diciembre de 2007: “Esta Comisión fue conformada en la sesión 110 del 13 de diciembre, que se encargará de dictaminar el expediente 16144. Este expediente fue dictaminado en la Comisión de Asuntos Internacionales, y en su tramitación en primer debate, en el Plenario Legislativo, se constató que el texto estaba incompleto, por lo que se suspendió el debate.

Posteriormente el Poder Ejecutivo remitió a la Asamblea Legislativa el texto completo y le corresponde a esta Comisión Especial, por mandato del Plenario Legislativo, subsanar el error y dar la tramitación correspondiente al expediente vía artículo 41 bis.” (folio 741). Se cae, entonces, en el contrasentido de decir que la omisión era medular y el vicio sustantivo, pero convalidándolo, en la práctica, como una mera irregularidad subsanable de cualquier forma y con una pobre participación de los legisladores de diversas tendencias. Adicionalmente queremos destacar que, ya dentro de un marco contrario a las formas esenciales del procedimiento parlamentario, el funcionamiento de la Comisión Especial no estuvo libre de tropiezos. Tanto así que de sus breves tres sesiones la segunda fue una mera reposición de la primera, que no había sido debidamente convocada en el Plenario, con lo que, a la postre, solamente se sesionó válidamente en dos ocasiones. Advirtió la Presidenta de la Comisión Especial en la segunda sesión: “Esta sesión ha sido convocada para tratar de hacer una reposición de actuaciones. En la sesión anterior se aprobó un texto sustitutivo, y se aprobó, además, la publicación del texto sustitutivo del expediente 16144. Sin embargo, hubo una omisión en el procedimiento, que consistió en que no se hizo formalmente la convocatoria de la Comisión Especial para conocer el proyecto en discusión, tal y como lo exige la práctica reglamentaria.

En la misma línea de garantizar y preservar la rectitud del procedimiento y de lo actuado, vamos a reponer las actuaciones de la sesión anterior, ahora que la Comisión ha sido convocada a derecho. 

Esta Comisión fue convocada en la sesión plenaria del 20 de diciembre del año 2007. Lo anterior, en aras de garantizar los principios de publicidad y transparencia que podrían, eventualmente, ser lesionados si se mantuviesen las actuaciones realizadas en la sesión anterior, por cuanto podría alegarse que al no ser convocada la Comisión Especial, se produjo una falta al principio de publicidad, y así no propiciar lesión alguna a los derechos de las minorías” (folios 855 y 856). Y se pretende proteger los derechos de las minorías parlamentarias teniendo por válida la sesión irregular a efectos de que las manifestaciones hechas en esa sesión sigan constando en el expediente legislativo: “Por la misma razón fue que puse a aprobación el acta de la sesión anterior, entonces, ya tiene toda la validez que usted desea, todas las intervenciones que hubo en aquel momento.

Ahora lo que estamos haciendo es sometiendo a la consideración, nuevamente, de la aprobación de esta Comisión, las mociones que se aprobaron, las decisiones que se tuvieron, para que tengan validez esas decisiones. La discusión que se dio sí consta en actas.” (folio 857).

Con las actuaciones anteriormente reseñadas y, sobre todo, con la implementación del procedimiento de subsanación ad hoc se contraviene disposiciones básicas del orden constitucional como la separación de funciones y las garantías de publicidad y seguridad jurídica del trámite legislativo, por lo que salvamos nuestro voto, para declarar inconstitucional el procedimiento adoptado. 

         C) SOBRE LA EVENTUAL TRANSFERENCIA DE COMPETENCIAS PÚBLICAS A UNA AUTORIDAD SUPRANACIONAL: 

El Tratado sobre el Derecho de Marcas, al igual como lo señalamos respecto del Tratado de Budapest sobre el reconocimiento internacional del depósito de microorganismos a los fines del procedimiento en materia de patentes, permite la transferencia de competencias del Estado costarricense a entidades supranacionales, a través de la alusión sistemática, en su texto, a organizaciones intergubernamentales especializadas en la materia de marcas cumpliendo labores de oficinas registrales (artículos 1 i) y ix); 19) 1) ii) y v), 3) a) ii) y b); y 22). La posibilidad de que este tipo de organización funja como custodio de los derechos de propiedad intelectual que derivan de las marcas implica traslado de competencias a un ordenamiento jurídico comunitario. En nuestro criterio, para que el procedimiento fuera constitucionalmente permitido, de acuerdo con el artículo 121 inciso 4) párrafo 2 de la Constitución se requería que el Tratado fuera aprobado en primer debate por mayoría calificada de los 2/3 de la totalidad de los miembros de la Asamblea Legislativa. No ignoramos, que la mayoría tiene un punto de vista diferente. En primer lugar, sobre el traslado de competencias, y, en segundo lugar, sobre la votación calificada. Sobre este último aspecto, sostenemos que de conformidad con el artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, y revisado nuevamente el tema nos lo replanteamos, tal y como lo señalamos en nuestro voto minoritario, al evacuar la consulta 08-002422-007-CO. Consideramos que la votación calificada debe operar en ambas votaciones del Tratado. Así lo ordena el Constituyente y lo dispone nuestra Constitución Política, precisamente porque los campos donde se exige, son los más excepcionales de nuestra vida ciudadana. La importancia de los temas, impone la mayor reflexión posible, la ponderación de los intereses en juego, y sobre todo la necesidad de alcanzar los consensos indispensables dentro de un sistema democrático. Indudablemente, alcanzar la mayoría de 2/3 implica un problema práctico de enormes proporciones, para cualquiera de las fracciones legislativas, sin embargo, en nuestro criterio, eso fue precisamente lo que quiso el constituyente cuando ordenó de manera clara que ciertos y taxativos actos, por la relevancia que tienen para la vida nacional, como la transferencia de competencias a un ordenamiento jurídico comunitario (artículo 121 inciso 4 de la Constitución), o la suspensión de garantías o derechos fundamentales (artículo 121 inciso 7) de la Constitución), la creación de nuevas provincias o cantones (artículo 168 de la Constitución), la remoción del Contralor y Subcontralor General de la República (artículo 183 de la Constitución), las reformas constitucionales (artículo 195 de la Constitución), entre otras, solo pueden realizarse por un procedimiento especialmente complejo, desde el mundo legislativo, como un freno al vaciamiento de las competencias constitucionales. También consideramos de relevancia mencionar, que por encontrarnos frente a un Tratado Internacional, debido a las implicaciones que conlleva para la sociedad, la economía y los derechos humanos de un determinado Estado, no solo tiene un procedimiento especial en el mundo legislativo, sino que, antes de ser aprobado en definitiva, se quiso  que fuera obligatoria la consulta a la Sala Constitucional. Esta tiene la obligación, en primer término de observar que el procedimiento por el que se aprueba sea el constitucionalmente válido, y en aquellos supuestos que se verifique un vicio en el procedimiento, como el mencionado, este sea vinculante para la Asamblea Legislativa, lo que nos lleva a señalar que el momento procesal oportuno para que ello ocurra es en el trámite de la consulta preceptiva luego de que el Tratado se aprueba en primer debate, solo de esta manera el contralor de constitucionalidad, podrá ejercer sus competencias constitucionales, como guardián supremo de la Constitución Política. De admitirse la hipótesis contraria, que sólo se requiere la votación calificada en la votación final del Tratado, operaría un vaciamiento del contenido esencial de la norma constitucional y de su control. En consecuencia, hay una violación esencial del procedimiento legislativo, contraria al Derecho de la Constitución, y así lo declaramos.

                 Gilbert Armijo S.                                                        Fernando Cruz C.

Ley Propiedad Intelectual
Exp: 08-003901-0007-CO 

Res. Nº 2008-05179

Votos salvados de los Magistrados Mora, Armijo y Cruz, con redacción del Magistrado Mora.

I.- En relación con la no consulta a la Corte Suprema de Justicia del proyecto que en definitiva fue aprobado en primer debate, sin aceptar el criterio de la Corte respecto de que ese proyecto afecta su organización y funcionamiento, cuyo razonamiento de mayoría aparece en el Considerando XII  de esta sentencia.  

En este reclamo se señala que en su momento la Corte Suprema de Justicia fue consultada en relación con el texto del proyecto. Manifiestan los consultantes que en su dictamen dicho órgano constitucional señaló con claridad que el proyecto consultado afectaba su organización y funcionamiento en los términos del artículo 167 Constitucional y se mostró en desacuerdo con algunos aspectos del texto consultado. Por ello, según los Diputados consultantes, lo que procedía era el cumplimiento de lo dispuesto en dicha norma y en la jurisprudencia de la Sala Constitucional, en el sentido de que la decisión ya no podía estar en manos de una Comisión Legislativa Plena, disponer que correspondía al Plenario Legislativo conocer del asunto, por ser el único capaz de valorar los desacuerdos y tomar una decisión sobre ellos. Para el análisis de este punto debe señalarse que en los folios 773 y siguientes del expediente legislativo consta el informe rendido por la Corte Suprema de Justicia sobre el tema.  En él, cabe distinguir dos tipos de opinión: las opiniones vinculantes sobre el proyecto, al considerar que las normas inciden sobre la organización y funcionamiento de la Corte y las no vinculantes, que por no incidir en ella, se refieren a aspectos académicos y de técnica, que pueden o no ser atendidos por la Asamblea Legislativa. En las conclusiones del informe referido, se abordan pues dos temas que la Corte estimó como vinculantes: a) la modificación de la acción penal, de pública a instancia privada, a pública, y b) el aumento de las sanciones penales respecto de 20 tipos penales, que oscilan de cuatro a seis años de prisión.  En cuanto al primer tema de la modificación de la acción penal, en concreto la Corte señaló:

“ Luego del estudio del Proyecto de Ley de “Reformas y Adición de Varios artículos de la Ley de Procedimientos de Observancia de los Derechos de Propiedad Intelectual”, expediente legislativo 16.117, se llega a la conclusión que el mismo incide en la organización y el funcionamiento del Poder Judicial, conforme el artículo 167 de la Constitución Política de Costa Rica. Se llega a esta conclusión en vista de que la normativa que comprende el presente Proyecto de Ley, pretende revisar y modificar en esencia lo relativo a la acción penal en cuanto a la criminalidad dirigida contra la propiedad intelectual, lo que podría provocar, en caso de que se modifique la propuesta de que se siga en la persecución penal conforme a la acción pública a instancia privada por una acción pública, provocaría una serie de reformas institucionales para hacer frente, en forma directa por parte del Ministerio Público de toda esa criminalidad, pues no se requerirá la denuncia del perjudicado para proceder; con ello, irremediablemente la actuación de los jueces penales en la etapa intermedia se acentuaría sensiblemente y, por supuesto, ni que decir respecto a la actuación de tribunales de juicio, donde se debería de pensar en tribunales unipersonales y colegiados especializados en la materia de propiedad intelectual. Lo anterior implicaría una sensible modificación del esquema organizativo a nivel del Ministerio Público, la Defensa Pública y los Tribunales de Justicia, pues se deberá crear, en cada una de estas áreas, departamentos especializados en materia de propiedad para atender la enorme demanda por esta criminalidad.”

De lo expuesto se nota que la inconformidad no es con el texto propuesto, el cual dicho sea de paso es similar al texto vigente pues en ambos se establece un régimen de acción penal publica a instancia privada; más bien lo que se dice- es sería una afectación al Poder Judicial si tal régimen se llega a variar a través de alguna modificación del texto el sistema y que se pase de acción dependiente de instancia privada a acción pública, porque en esa hipótesis “se provocaría una serie de reformas institucionales para hacerle frente”. De esta manera, y como el texto final del proyecto mantiene el texto consultado en donde se recoge un sistema de acción pública dependiente de instancia respecto del cual la Corte su aprobación, no se encuentra entonces lesión alguna al artículo 167 Constitucional.  Sin embargo, la situación es diferente respecto del segundo de los aspectos señalados por Corte; en el documento emitido en su momento, pues allí se dijo:

“Aunado a lo anterior, tenemos que otro motivo donde incide directamente en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, se encuentra en el tipo de sanciones penales que se pretenden con el proyecto de ley consultado; pues estaríamos hablando de penas, respecto de los 20 tipos penales que se crean y modifican, que oscilarían entre los cuatro y seis años de prisión. Con lo anterior, se elimina la posibilidad de que tales delitos lleguen a ser conocidos, como hasta ahora, por tribunales penales unipersonales, para ser resueltos, en sentencia, por tribunales penales colegiados. Esto provocaría una enorme y cuantiosa -económicamente hablando- reformulación de nuestros tribunales de justicia, donde la creación de competencias especializadas en materia de propiedad intelectual se volvería necesaria e indispensable, además del incremento de plazas de jueces en los tribunales de juicio colegiados.”
Tal y como lo señalan los consultantes se puede apreciar que en el texto final del proyecto, a pesar de un intento de modificación mediante moción en este aspecto, los tipos penales recogidos conservaron en los casos más graves una pena de cuatro a seis años, con lo cual, a pesar de que en parte se buscó resolver los problemas de funcionamiento y organización previstos por la Corte en su informe, lo cierto es que al contener dicho informe observaciones y disconformidades, la Comisión  debía ajustar su conducta en acatamiento a la jurisprudencia constitucional y al texto del artículo 167, lo cual, implica que tenía dos opciones constitucionalmente válidas: la primera abdicar de su competencia  para que fuera el plenario el que tomara la decisión de la forma de acoger las observaciones de Corte o bien la de apartarse de ellas mediante la mayoría calificada exigida constitucionalmente, lo que autoriza el artículo 175 del Reglamento de la Asamblea Legislativa mediante el avocamiento, o también, pudo, aprovecharse la coyuntura de la modificación parcial introducida al tema de las penas mediante moción aprobada luego de la consulta, para someter ese nuevo texto a la consulta de la Corte, en razón de que la modificación que se hizo no fue con aceptación plena del criterio de ella, con el fin de conocer su opinión sobre el tema y tomar -de ser éste puramente aprobatorio-,  la decisión correspondiente de aprobarlo o rechazarlo como ley de la República. Al no seguirse ninguna de tales alternativas, se ha violado con claridad el artículo 167 Constitucional al aprobarse en primer debate por parte de la Comisión un texto sobre el que la Corte había manifestado su opinión adversa, aunque con modificaciones parciales de acuerdo con la opinión de ella, por entender afectada su organización y su funcionamiento. El artículo 167 de la Constitución constituye una garantía más para el reconocimiento de una independencia orgánica del Poder Judicial, exigiendo una mayoría calificada para apartarse del criterio de la Corte en relación con proyectos que ella estima lesionan su autonomía funcional y en consecuencia esa calificación no le está disponible a la Asamblea, la que sólo se puede separar de su criterio –se reitera- por una mayoría de las dos terceras partes del total de número de los diputados.  La citada norma constitucional señala que los proyectos de ley “que se refieran a la organización y funcionamiento del Poder Judicial” deben serle consultados a la Corte Suprema de Justicia, al disponerse de esa forma no se hace diferencia a si la incidencia lo es de manera directa o refleja razón por la que diferimos del criterio de la mayoría.  La propuesta aumenta la cantidad de acciones constitutivas de delito, relacionadas con la protección de la propiedad intelectual, también eleva las penas y hace una fijación de ellas, en lo que la Corte no está de acuerdo, que conlleva que Tribunales que ahora no se ocupan de esos delitos, deban hacerlo, concretamente en los que se fija pena de prisión de cuatro a seis años, por lo que ello demandará una mayor cantidad de tribunales plurales y eventualmente también de unipersonales.  Es claro que ello impacta de manera directa en el funcionamiento total de la jurisdicción penal, no de manera residual, sino directa. En todo caso, el acto está plenamente motivado y es razonable, razón por la cual a nuestro juicio, escapa de el control de constitucionalidad, ya que en materia propia (actos de gobierno) del Poder Judicial, no es admisible tal control, salvo que la medida adoptada esté desprovista de toda fundamentación y sea por lo tanto arbitraria. No entendemos con qué elementos de juicio puede la Sala suplantar un acto válidamente emitido en el ejercicio de competencias constitucionales, -plenamente motivado- ni cuáles elementos de juicio tomó como base para contrariar lo que la Corte señala, ya que no constan en la sentencia de mayoría.    

II.- En relación con la inconstitucionalidad del procedimiento legislativo para la introducción de un texto sustitutivo, para que fuera conocido por la Comisión Plena Segunda, cuyo voto de mayoría aparece en el considerando XI de esta sentencia.    

En lo que se refiere al tercero de los problemas planteados por los consultantes, el relativo a los errores legislativos y afectación de la seguridad jurídica al conocerse y aprobarse la moción 2-17 de texto sustitutivo presentada y aprobada por la Comisión Legislativa Plena, cabe concluir, según el criterio de quienes suscribimos ese voto, que llevan razón, al señalar que se cometió una infracción al procedimiento legislativo. De acuerdo al expediente legislativo -cuyos aspectos relevantes para este punto se resumieron en los considerandos anteriores- se observa que luego de la aprobación en calidad de informe del documento presentado por la mayoría de los Diputados de la Subcomisión -el cual no contiene un texto sustitutivo recomendado, ni se adjunta moción alguna en tal sentido-  se presenta y aprueba inmediatamente después una moción que se califica de orden y que literalmente propone: “para que se tome como base de discusión el texto adjunto”.  Para analizar la corrección de tal actuación importa conocer las normas del Reglamento de la Asamblea Legislativa que regulan los casos de mociones de texto sustitutivo en Comisiones Legislativas Plenas y que son los siguientes: 

“Artículo 163.- Conocimiento de mociones de fondo.-  Concluidas las explicaciones, se procederá al conocimiento de las mociones de fondo, que pretenden modificar el texto de un proyecto. Para ello se aplicarán las siguientes reglas:

a) Tendrán prioridad las mociones de reiteración, si las hubiere.

b) Las mociones sólo serán de recibo cuando se presenten a la Secretaría de la Comisión Legislativa Plena, durante las primeras tres sesiones de discusión en primer debate, salvo que éste haya concluido antes. El plazo para la presentación de mociones de fondo podrá ampliarse, por una sola vez y por igual término, mediante moción de orden aprobada al menos por trece diputados.

c) Estas mociones serán conocidas directamente por la Comisión Legislativa Plena. En consecuencia, no se requiere que para su conocimiento, ésta sea convertida, previamente, en Comisión general; por tanto, la Comisión Legislativa Plena no podrá remitir estas mociones a ninguna Comisión Permanente Ordinaria o Especial.

ch) Las mociones de fondo, que estén destinadas a sustituir el texto del proyecto, serán conocidas con prioridad, respecto de cualquier otra moción. Si una moción para sustituir el texto fuere aprobada, las restantes mociones de fondo no serán admisibles para su discusión; pero se abrirá, de inmediato, un plazo de tres sesiones para la presentación de mociones de fondo sobre el nuevo texto.”

Artículo 167.- Retrotracción a primer debate.-  

1. Si en la discusión en segundo debate se estimare necesario modificar el fondo del texto, la Comisión podrá determinar, por una sola vez, que el asunto se retrotraiga a primer debate. También cabe retrotraer el asunto a primer debate, para subsanar algún vicio de procedimiento. La moción para retrotraer es de orden y debe ser aprobada al menos por trece diputados.

2. Si la moción para retrotraer fuere aprobada, se suspenderá de inmediato la discusión del segundo debate y el proyecto ocupará el primer lugar en el Capítulo de Primeros Debates de la sesión siguiente; solo en esta sesión podrán presentarse mociones de fondo.

3. Conocidas las mociones de fondo, si el texto hubiera sido modificado, en la siguiente sesión se procederá a votar el proyecto en primer debate. De no haberse modificado el texto, en la siguiente sesión el proyecto ocupará el primer lugar en el Capítulo de Segundos Debates, para continuar con el trámite pendiente.”

“Artículo 171.- Subcomisiones.-  

1. La Comisión Legislativa Plena podrá nombrar, en cualquiera de los debates, mediante moción de orden y por una sola vez, una subcomisión para que informe sobre un proyecto de ley.

2. Esa subcomisión rendirá un informe, dentro del plazo que le hubiera fijado el Presidente, el cual podrá ser prorrogado por una sola vez. Mientras tanto, se suspenderá la discusión del proyecto. Una vez rendido el informe, el proyecto ocupará el lugar que tenía antes de aprobarse la moción para integrar la subcomisión.

3. El informe podrá recomendar que se subsanen vicios de procedimiento; que se aprueben, rechacen o modifiquen las mociones pendientes de votación o que se conozca un texto sustitutivo, en cuyo caso adjuntará la moción respectiva.

4. Leído el informe de la subcomisión, si fuere en primer debate y propusiere modificaciones al texto, se tendrá por abierto un nuevo plazo de tres sesiones para la presentación de mociones de fondo. Votadas estas, se proseguirá con el trámite del debate. Si fuere en segundo debate, podrá aplicarse lo establecido en el artículo 167.

5. La subcomisión será nombrada de su seno por la Comisión Legislativa Plena, mediante moción de orden aprobada, al menos por trece diputados, y deberá estar integrada por tres, cinco o siete diputados de todas las fracciones políticas representadas en la Comisión.”

Se destaca de la normativa anterior, en primer lugar, que el régimen de mociones de fondo está regido por el numeral 163 Reglamentario que fija de manera clara un plazo de tres sesiones para la presentación de mociones de fondo. Al respecto han surgido al seno de la Sala dos cuestiones al respecto: una relacionada con el transcurso o no del plazo señalado y otra relativa a la calidad (de fondo o de orden) de la moción de texto sustitutivo presentada. En lo que toca al primero de estos puntos, resulta incuestionable del estudio del expediente legislativo que –tal y como y en su oportunidad lo señaló de manera clara la Asesora  de Servicios Técnicos, la moción de texto sustitutivo no se presenta dentro de las tres primeras sesiones de conocimiento del expediente puesto que  ya éstas se habían llevado a cabo el 28 de marzo, el 23 de mayo siguiente y finalmente el 25 de julio todos del año dos mil siete, mientras que es hasta la siguiente sesión en donde se presenta la citada moción, de manera que no existe base fáctica alguna que pueda servir para argumentar que el plazo del 163 estaba abierto cuando se presenta la moción de texto sustitutivo. Se sirve la mayoría de esta Sala del argumento de que -según el texto del artículo 163 en cuanto regula la apertura de un nuevo plazo para las mociones de fondo aprobadas que contengan texto sustitutivo; para los suscritos tal normativa debe leerse en su contexto, tanto general como particular. Por el primero, debe tenerse presente que no cabe duda de que las disposiciones reglamentarias relativas a las Comisiones Legislativas Plenas son particulares respecto del tramite ordinario, y lo son justamente por regular para un mismo órgano lo que en el procedimiento ordinario le corresponde normalmente a órganos diferentes, a saber el cumplimiento de trámites de la fase preparatoria por una parte y los de la fase constitutiva del procedimiento legislativo por otra. De tal forma,  frente a cuestiones como la que se ha planteado, deberá tenerse la cautela de no aplicar principios y razonamientos pertenecientes a una de las fases cuando lo que se está analizando son actos realizados como parte de la otra.  Es con ello en mente que debe leerse e interpretarse el artículo 163, en particular su inciso ch), que resulta -por la situación que regula-  el equivalente del trámite regulado por el artículo 137 reglamentario eso sí, con la diferencia como lo señala de forma contundente la propia norma,  que la Comisión Plena no enviará las mociones a ninguna Comisión, sino será ella misma la que conozca de ellas. Pero al igual que con su procedimiento contraparte del ordinario,  el plazo que se abre para mocionar por el fondo es elemento clave del procedimiento porque implica una reapertura de la fase preparatoria y por tal motivo debe entenderse perentorio (incluida la posibilidad de su ampliación) de modo que debe respetarse, sin que obste a ello la redacción del inciso ch del artículo 163 porque, este debe entenderse como una regla más a cumplir con las mociones presentadas dentro del plazo  interpretación armónica que respeta mejor lo dispuesto por todas las disposiciones en juego, y no deja sin utilidad a una de ellas (la del plazo) al entender que éste puede dejarse sin utilidad alguna mediante la presentación de una moción de texto sustitutivo en cualquier momento como sostiene la mayoría. El otro tema en cuestión es la calidad que ostenta dicha moción de texto sustitutivo 2-17 sometida a conocimiento de la Comisión como acto subsiguiente a la aprobación del informe de Subcomisión. Para quienes suscribimos este voto salvado, no existe duda alguna de que se trata de una moción de fondo, tal y como ella ha sido entendida por la práctica parlamentaria y definida por la doctrina, es decir, como aquellas propuestas o modificaciones que se dirigen a modificar o complementar un proyecto de ley. Las mociones se distinguen de las orden  precisamente por su objeto y en este caso es claro que la modificación tenía como intención justamente someter a consideración de los diputados un nuevo texto con modificaciones sustanciales al proyecto como se ve del siguiente resumen:  [image: image2.png]articulo 3; en cuanto a Adopción de Medidas Cautelares; artículo 11; de Solicitud de Medidas en Frontera; artículo 16; de Actuación de Oficio; artículo 17; de Destrucción y Comiso de Mercancías; artículo 38; de Procesos Civiles; artículo 39; de Pruebas Bajo Control de la Parte Contraria; artículo 40; de Criterios para Fijar Daños y Perjuicios;[image: image3.png]


 artículo 41; de Decomiso y Destrucción de Mercancías en Sentencia Civil; artículo 43, de Acción Penal; artículo 44; de Falsificación de Marcas; artículo 45 de Venta, Almacenamiento y Distribución de Productos Fraudulentos; artículo 46; de Venta, Adquisición y Ofrecimiento de Diseños o Ejemplares idénticos a una Marca ya inscrita; artículo 47, de Identificación Fraudulenta como Distribuidor; artículo 48; de Utilización Fraudulenta de Indicaciones o Denominaciones de Origen; artículo 51 de Representación Pública, comunicación, o puesta a disposición del público sin autorización de obras literarias o artísticas; Artículo 52 Comunicación o puesta a disposición del público de Fonogramas, Videogramas, Ejecuciones e Interpretaciones o Emisiones sin Autorización;  artículo 53; de Inscripción Registral de Derechos de Autor Ajenos; artículo 54 de Reproducción no autorizada de Obras Literarias o Artísticas, Fonogramas o Videogramas; artículo 55 de Fijación, Reproducción y Transmisión de Ejecuciones de Interpretaciones Protegidas; artículo 56 de Impresión de un Número Superior de Ejemplares de una Obra; artículo 57; de Publicación como Propias de Obras Ajenas; artículo 58 Adaptación, Traducción, Modificación y Compendio sin autorización de Obras Literarias o Artísticas; artículo 59 de Venta, Ofrecimiento, Almacenamiento, Depósito y Distribución de Ejemplares Fraudulentos; artículo 60; de Arrendamiento de Obras Literarias o Artísticas, Fonogramas o Videogramas sin Autorización del Autor; artículo 61 de Fabricación, Ensamblaje, Modificación, Importación, Exportación, Venta, Arrendamiento o Distribución por otro medio de Aparatoso Mecanismos Descodificadores; artículo 62 de Alteración, Evasión, Supresión, Modificación o Deterioro de las Medidas Tecnológicas efectivas contra la Reproducción, Acceso o Puesta a disposición del público de Obras, Interpretaciones o Ejecuciones, o Fonogramas; artículo 63 de Alteración, Distribución, Importación, Transmisión o Comunicación de Información sobre Gestión de Derechos; artículo 70; del Principio de Lesividad; articulo 71; del Decomiso y Destrucción de Mercancías dictadas en Sentencia Penal. 

La particular situación que se presenta con las mociones de texto sustitutivo en donde la discusión de los legisladores se limita a su aceptación o rechazo, no debe llevarnos a pensar que pierden su carácter naturaleza modificatoria del texto que es consustancial a las mociones de fondo.  La mayoría considera que la anterior moción de texto sustitutivo es una moción de orden (sometida entonces a su régimen de planteamiento “en cualquier momento”)  porque distinguen equívocamente el medio a través del cual se propone la moción, de su contenido, falsa distinción a nuestro juicio, porque esa tesis implicaría que en cualquier momento (incluso antes de la votación en segundo debate) podrían introducirse por esta vía mociones que sustituyan el fondo del texto, mediante el disfraz de moción de orden. La distinción que hace el Reglamento entre moción de orden y de fondo, no es casual ni meramente académica sino que tiene una finalidad constitucional, cual es evitar que mayorías transitorias afecten derechos de participación y seguridad jurídica de las minorías y también en este último caso de los administrados. Tal protección no se satisface simplemente con una nueva publicación, sino que debe cumplirse por parte del órgano con el respeto de la seguridad jurídica, que descansa en la confianza de que las reglas procesales contenidas en el Reglamento serán respetadas y cumplirán con su objetivo de ser aplicadas y no dejadas de lado para que cumplan el papel de tramoya desmontable a placer. Si bien es cierto, una de las características esenciales del Derecho Parlamentario es su flexibilidad y su naturaleza dinámica, es claro que tales cualidades deben ejercerse dentro de un marco de legalidad claramente definido en el Reglamento del cual no es válido apartarse a menos que se cuente con las mayorías calificadas, como límite último e infranqueable del derecho parlamentario costarricense.

Aclarado entonces que no se trata de una moción de orden y que ya había vencido el plazo para la presentación de las de fondo, reglamentariamente solo quedaba la modificación del procedimiento por una mayoría calificada (esto para la protección de las minorías) o bien la vía recogida en el inciso 3 del artículo 171, ello porque el informe de subcomisión, permite –en ciertas condiciones- que se abra un nuevo período para la presentación de mociones de fondo. En efecto, un informe de Subcomisión puede, según los textos reglamentarios, recomendar en primer término que se subsanen vicios de procedimiento, o bien puede recomendar que se aprueben o rechacen las mociones de fondo. También puede recomendar que se modifique el texto de las mociones pendientes de votación o bien que se conozca un texto sustitutivo,  “para lo cual adjuntará la moción respectiva.”  Por su parte, agrega el inciso 4) “Leído el informe de la subcomisión, si fuere en primer debate y propusiere modificaciones al texto, se tendrá por abierto un nuevo plazo de tres sesiones para la presentación de mociones de fondo.”. De lo expuesto se concluye que para la apertura de un nuevo plazo para presentación de mociones se impone necesariamente que el informe de subcomisión plantee de modo efectivo modificaciones al texto, ya sea por la vía de recomendar variaciones a los textos de mociones o bien porque opta por recomendar más bien un texto sustitutivo, y lo anterior tiene todo el sentido por cuanto lo que se busca es cubrir la posibilidad de que, frente nuevas redacciones de las normas proyectadas,  los diputados tengan oportunidad de ejercer su derecho de enmienda, cosa innecesaria si el informe de subcomisión se limita a sugerir la aprobación o el rechazo de mociones, tal y como es la situación en este caso en donde, lejos de recomendar modificaciones y menos aún un texto sustitutivo, el informe de subcomisión aprobado lo único que hace es proponer el rechazo de todas las mociones estudiadas como se aprecia claramente de su texto visible a folios 536 a 550 del expediente legislativo, al igual que de la copia que los consultantes incluyen en su escrito de consulta.  Por lo dicho, al amparo del informe de la subcomisión, no podía en este caso tenerse por abierto ningún plazo adicional para presentación de mociones de texto sustitutivo porque en tal hipótesis la única oportunidad reconocida válidamente por el artículo 171 del Reglamento lo es a través de la recomendación que en tal sentido se hubiera hecho en el informe de Subcomisión y por supuesto con el aporte –por la propia Subcomisión- del texto sustitutivo sugerido, adjuntándolo como dice claramente el texto reglamentario “mediante la moción respectiva”. Tal proceso recogido en el recién citado artículo reglamentario es entonces claramente una posibilidad excepcional de modificar el texto del proyecto, aparte de la otorgada a los Diputados durante las tres primeras sesiones de discusión del proyecto, según los términos del inciso b) del artículo 163 del Reglamento, de manera tal que si -como quedó plasmado en las actas respectivas- se manipuló el texto del proyecto al margen de las oportunidades y posibilidades fijadas reglamentariamente, puede decirse que existe una afectación al Reglamento, lesión cuya sustancialidad deriva del hecho de que se trata –por parte la Comisión Plena Segunda- de una afectación de la garantía que para administrados y minorías parlamentarias, representa el respeto del principio que reconoce al procedimiento parlamentario como una garantía en sí misma, entendido como necesario cumplimiento de una sucesión de actos jurídicos unos después de otros y concatenados entre sí y mediante los que el parlamento va formando su voluntad como parte del ejercicio de sus funciones constitucionales. No escapa a esta Sala el hecho de que el texto sustitutivo fue realmente objeto de discusión y análisis por parte de los diputados de modo que podría señalarse que gozaron del derecho de participar y conformar la voluntad legislativa de una manera tal que tuvo la apariencia de ser regular, sin embargo no son estos principios los que están en juego sino como lo señalaron los consultantes, el de seguridad jurídica y el de ordenamiento o concatenación del procedimiento legislativo, que otorga una garantía a los administrados de que justamente los pasos y etapas recogidas en las normas reglamentarias serán acatadas especialmente en su sentido y finalidad como lo es el de diferenciar claramente momentos preparatorios para la conformación del texto y luego momentos constitutivos para la discusión, aprobación o rechazo de tales textos.  Tampoco es ocioso señalar que forma parte de nuestra jurisprudencia reiterada reconocer lo que se ha denominado como la flexibilidad del Derecho Parlamentario, tal y como se expresó en la sentencia número 3671-2006), en donde se afirma que el Derecho Parlamentario es un derecho consensuado en donde la propia Asamblea como representante de la soberanía popular establece “las reglas del juego de la labor parlamentaria” y se afirma que dicha función es “original, espontánea, sustancial, dinámica y autónoma”. Sin embargo, frente a lo anterior, deben tomarse en cuenta dos relevantes elementos de juicio: primero, debe observarse que el propio reglamento no cierra la puerta de situaciones particulares que hagan aconsejable la retroacción de etapas; al respecto son claros los artículos 163 párrafo b) que permite ampliar el término para la presentación de mociones y el artículo 167 que permite incluso devolverse desde el segundo debate si una mayoría suficiente lo considera necesario; con ello pierde peso la necesidad de dejar de lado las normas parlamentarias, si dentro de ellas se encuentran mecanismos apropiados para el logro de objetivos como el mejoramiento de las iniciativas legislativas mediante la reproducción de etapas ya cumplidas. En segundo lugar, debe indicarse que el precitado reconocimiento de la flexibilidad y autorregulación en sede interna (interna corporis) tiene como su necesario sustrato la existencia de una voluntad o consenso suficientemente amplio del propio cuerpo legislativo, sin que en este caso pueda entenderse que exista tal voluntad autorreguladora respecto de la flexibilización de requisitos o de ajuste de lo que son sus reglas o costumbres, porque no estamos frente a actos reconocidos o aprobados por la mayoría calificada de los miembros de la Asamblea Legislativa o –al menos- por mayoría calificada de la Comisión Plena, sino por una mayoría simple que se ha compuesto de diez u once diputados y que por ello mismo no podría decirse que tiene el peso o capacidad de expresar una voluntad suficientemente amplia para avalar una variación o flexibilización en los procedimientos. Entender lo contrario nos llevaría a tener que admitir que las reglas de procedimiento contenidas en el Reglamento son unas guías transitorias variables a merced de lo que una mayoría simple decida sobre ellas, con lo cual perderían todo rastro de su función de garantía que le es consustancial.  Por lo anterior en este punto el reclamo debe acogerse y declarar que con la introducción y aprobación de la moción de texto sustitutivo número 2-17 se infringieron reglas sustanciales del procedimiento legislativo. 

Luis Paulino Mora M.


Gilberth Armijo S.                                   

                         Fernando Cruz C.

RAZONES SEPARADAS DEL MAGISTRADO ARMIJO SANCHO: Sobre la delegación del proyecto en una comisión con potestad plena para legislar:

Quiero agregar, respetuosamente, a las razones indicadas por los Magistrados Mora y Cruz al salvar su voto -por considerar que el proyecto violenta el artículo 167 de la Constitución-, que la Sala fue categórica en el pasado al abordar la limitación infranqueable de trasladar a las comisiones con potestad plena legislativa aquellos asuntos que eventualmente requerirían de una mayoría calificada para su aprobación, aludiendo, incluso, al caso específico de la consulta a la Corte Suprema de Justicia. En la sentencia #5958-98 de las 14:54 horas del 19 de agosto de 1998 se estipuló que esa clase de delegación solo sería plausible “en aquellos casos en que, oída la opinión de la Corte, ésta resulte incondicionalmente favorable al proyecto de ley” ya que “la decisión de apartarse o no de las propuestas que condicionaron en su momento esa aprobación debe ser prerrogativa exclusiva y excluyente del plenario legislativo y no de la respectiva comisión plena.” (énfasis agregado). A través de pronunciamientos como el citado se protegió aspectos sensibles y de primera línea del orden constitucional costarricense como la independencia del Poder Judicial, la preeminencia del Plenario legislativo en el conocimiento de proyectos medulares y controversiales y la protección de las minorías que lo integran. Aún cuando el artículo 124 constitucional expresamente no prohíba la delegación de proyectos de ley relacionados con el Poder Judicial, el 167 –de igual rango y fuerza– sí lo hace, al exigir una mayoría calificada del total de los miembros de la Asamblea Legislativa, a efectos de discutir y decidir si se aparta de su criterio. De tal forma debe entenderse la regla en la materia. Solamente en un caso totalmente excepcional como el de la aquiescencia del Poder Judicial, sin condiciones, a lo propuesto ante la Asamblea Legislativa, podría omitirse la presentación, discusión y decisión del tema ante el Plenario del Parlamento. Considero que incluso cuando se trata de proyectos de ley en los cuales se trata una pluralidad de materias y solo parte de ellas concierne al Poder Judicial, la imposibilidad de disgregar el proyecto –salvo porque así formalmente se dispusiera en la Asamblea en el momento y por los mecanismos oportunos y válidos– opera a favor de garantizar la independencia del Poder Judicial, compeliendo a su consulta y al conocimiento del dictamen de la Corte Suprema de Justicia por el Plenario de la Asamblea, nunca por una Comisión con potestad plena. Esto, dado que aunque este último tipo de órgano tiene, por fuerza de la Constitución, competencia para dictar leyes, su conformación restringida –en comparación con el Plenario– acarrea inexorablemente un debate legislativo menos rico, principalmente desde el punto de vista de la participación de los grupos minoritarios.

Adicionalmente debe tomarse en consideración que las reformas que se estudian en el expediente #16.117 son propias del derecho penal y, en su dictamen, la Corte Suprema de Justicia se había pronunciado en contra de los contornos que se dieron al principio de lesividad, entendido este último como “límite al poder punitivo del Estado. Exige que no haya delitos sin lesión o puesta en peligro de un bien jurídico.” (sentencia #2005-02994 de las 14:40 horas del 16 de marzo del 2005. V. también  las decisiones #6410-96 de las 15:12 horas del 26 de noviembre de 1996 y #1998-1588 de las 16:27 horas del 10 de marzo de 1998). Aún así, la Asamblea Legislativa, por medio de una comisión legislativa plena, aprobó un texto antagónico a la opinión de la Corte. Ya por decisión #2002-3175 de las 9:56 horas del 5 de abril de 2002 se había especificado que los proyectos relacionados con la legislación procesal penal “son indelegables a las Comisiones con potestad legislativa plena cuando tratan de legislación que ha de ser objeto de consulta” y en este caso la norma aprobada repercute directamente sobre la persecución de un mayor espectro de conductas que las que serían punibles de haberse respetado la opinión de la Corte. A mi juicio, se cae en un vicio de procedimiento de gravedad suficiente como para tener por inconstitucional el trámite que aquí se valora.

Gilberth Armijo S. 

Nota separada de los Magistrados Mora y Cruz, en relación con el segundo reclamo de la segunda consulta: El proyecto fue tramitado y aprobado en una Comisión Plena, a pesar de que el Poder Judicial, emitió opinión desfavorable sobre su contenido al considerar que varias de sus disposiciones afectan su organización y el funcionamiento (artículo 167 de la Constitución Política). Para apartarse del criterio de la Corte era necesario contar con mayoría calificada.  Se concluye que no se da el vicio de procedimiento alegado por violación al artículo 167 de la Constitución Política, con base en la siguiente consideración que redacta el primero.
En este punto se alega que el artículo 70 del proyecto fue cuestionado por la Corte que dijo que:

“Conforme lo expuesto, nos parece que la redacción actual de este principio de lesividad, o, mejor diríamos -bajo la idea de un adecuado nomen iuris-, "supuestos de aplicación" de los tipos penales a las conductas criminales contra la propiedad intelectual, el cual debe formar parte de una norma penal de carácter general programático en el Código Penal y no en una ley especial, es sumamente confusa, poco clara y ambigua, relatando situaciones sumamente casuísticas, para una norma que debe tener un carácter general. Por ello, se prefiere la redacción del vigente artículo 70 de la Ley de Procedimientos de Observancia de los Derechos de Propiedad intelectual, la que recoge el mencionado principio de lesividad e Insignificancia,

Pese a ello –alegan los consultantes-, se dejó la misma redacción y solo se le cambió una frase irrelevante al final del artículo. Consecuencia de ello es que, contrario a lo que sugirió la Corte, con el texto aprobado por la Comisión Plena Segunda  “es que los actos cometidos sin fines de lucro ahora sí constituirían delito, por lo que, a instancia privada, el Estado quedaría obligado a perseguirlos y sancionarlos siempre que el daño económico sea mayor a medio salario base. Sin duda, se trata de una medida que, de aprobarse, tendría un impacto significativo sobre la organización y el funcionamiento del Poder Judicial en los términos expuestos por la Corte Plena en su dictamen. Por ejemplo, implicaría que el Poder Judicial tendrá que destinar mayores recursos económicos y humanos (incluyendo la contratación de más jueces, fiscales y defensores públicos) para perseguir una gran cantidad de conductas cometidas sin fines de lucro, que hoy en día no son punibles”. En segundo lugar señalan, que debe advertirse que, con la modificación introducida por la Comisión Plena Segunda, también los actos cometidos sin fines de lucro y que produzcan un daño menor a medio salario base podrían ser perseguidos penalmente.

A folios 773 del Tomo III del expediente legislativo número 16117, consta el informe rendido por la Corte Suprema de Justicia en la materia. En el informe de la Corte se distinguen dos tipos de opinión: las opiniones vinculantes sobre el proyecto, al considerar que las normas inciden sobre la organización y funcionamiento del Poder Judicial, y las no vinculantes que por no incidir en ello, se refieren a aspectos académicos y de técnica, que pueden o no ser atendidos por la Asamblea Legislativa. Tal y como se señaló en el considerando VII anterior, el informe que la Corte emitió, constan dos temas -en la conclusión-, que la Corte estimó como vinculantes: a) la modificación de la acción penal, y b) aumento de las sanciones penales respecto de 20 tipos penales, que oscilan de 4 a 6 años de prisión.  Resulta importante para la mejor comprensión del tema que ahora se analiza repasar lo dicho por ese órgano en cuanto a estos puntos: 

En cuanto al primer tema de la modificación de la acción penal, en concreto la Corte señaló:

“Luego del estudio del Proyecto de Ley de “Reformas y Adición de Varios artículos de la Ley de Procedimientos de Observancia de los Derechos de Propiedad Intelectual”, expediente legislativo 16.117, se llega a la conclusión que el mismo incide en la organización y el funcionamiento del Poder Judicial, conforme el artículo 167 de la Constitución Política de Costa Rica.

Se llega a esta conclusión en vista de que la normativa que comprende el presente Proyecto de Ley, pretende revisar y modificar en esencia lo relativo a la acción penal en cuanto a la criminalidad dirigida contra la propiedad intelectual, lo que podría provocar, en caso de que se modifique la propuesta de que se siga en la persecución penal conforme a la acción pública a instancia privada por una acción pública, provocaría una serie de reformas institucionales para hacer frente, en forma directa por parte del Ministerio Público de toda esa criminalidad, pues no se requerirá la denuncia del perjudicado para proceder; con ello, irremediablemente la actuación de los jueces penales en la etapa intermedia se acentuaría sensiblemente y, por supuesto, ni que decir respecto a la actuación de tribunales de juicio, donde se debería de pensar en tribunales unipersonales y colegiados especializados en la materia de propiedad intelectual. Lo anterior implicaría una sensible modificación del esquema organizativo a nivel del Ministerio Público, la Defensa Pública y los Tribunales de Justicia, pues se deberá crear, en cada una de estas áreas, departamentos especializados en materia de propiedad para atender la enorme demanda por esta criminalidad.”
En cuanto al segundo tema, del aumento de las penas, textualmente se indicó:

“Aunado a lo anterior, tenemos que otro motivo donde incide directamente en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, se encuentra en el tipo de sanciones penales que se pretenden con el proyecto de ley consultado; pues estaríamos hablando de penas, respecto de los 20 tipos penales que se crean y modifican, que oscilarían entre los cuatro y los seis años de prisión. Con lo anterior, se elimina la posibilidad de que tales delitos lleguen a ser conocidos, como hasta ahora, por tribunales penales unipersonales, para ser resueltos, en sentencia, por tribunales penales colegiados. Esto provocaría una enorme y cuantiosa –económicamente hablando- reformulación de nuestros tribunales de justicia, donde la creación de competencias especializadas en materia de propiedad intelectual se volvería necesaria e indispensable, además del incremento de plazas de jueces en los tribunales de juicio colegiados”.

Es claro que el criterio de la Corte es vinculante únicamente para aquello que afecte su organización o funcionamiento y haya sido así expresamente señalado, de modo tal que las sugerencias o recomendaciones no relacionadas con esa materia, no vinculan a los diputados; no obstante, lo cierto es que en cuanto al argumento relacionado con el principio de lesividad, la Corte no lo incluyó en sus conclusiones finales referencia alguna al tema, que es donde claramente plantea sus disconformidades relacionadas con el 167 de la Constitución, en ese sentido, no es clara la voluntad de  la Corte, contenida en la parte considerativa, al recomendar cambiar la redacción del artículo y mantener la vigente. En ese sentido la Sala toma como expresiones claras y de desaprobación, las contenidas en la “Conclusión”, donde expresamente hace un apartado para referirse a aquello que estima violatorio de su organización y funcionamiento. Del lenguaje que utiliza en el resto del informe sobre este punto, no se infiere que su oposición se refiera a la  afectación de competencias protegidas por el 167. Su aporte en este segmento es más académico-técnico, por ejemplo se refiere al tema indicando “…nos parece que la redacción actual de este principio de lesividad, o mejor diríamos –bajo la idea de un adecuado nomen iuris, “supuestos de aplicación…”, “se prefiere la redacción vigente del artículo 70 de la Ley de Procedimientos de Observancia de los Derechos de Propiedad Intelectual…”, y en ningún momento consta del informe de Corte que el tema de la lesividad, lo estimara como capaz de afectar su organización y funcionamiento, independientemente de que así sea o no. Es decir no quedó constando expresamente, como debe ser, inconformidad sobre este punto. En ese sentido, el tema de la lesividad, en la forma que ha sido cuestionado, no se estima como un vicio de procedimiento violatorio del artículo 167 de la Constitución Política.

Finalmente el tema de la instancia privada en relación con el artículo 70, está dirigida a la actuación del juez en la aplicación del tipo penal según la regulación que se hace en el capítulo V de la ley que se consulta y  no a las competencias del Ministerio Público en la persecución de los hechos delictivos, es decir no se refiere a un cambio de regulación de la acción, tal y como está regulado en el artículo 43 del propio proyecto, que establece la normativa aplicable como de acción pública dependiente de instancia privada –que es como está regulado actualmente en la ley vigente-, de tal forma que no incide sobre la organización y funcionamiento del Poder Judicial, por que el sistema en cuanto a este punto, permanece igual.  

Luis Paulino Mora M.                                 

    Fernando Cruz C.

Nota separada de los Magistrados Mora y Armijo en cuanto al artículo 36 de la Constitución Política. 

Si bien suscribimos el voto de unánime en este punto, tal y como aclaramos en la sentencia 2007-09469, cuando la Sala se refirió a este tema, reiteramos lo dicho en esa oportunidad, en el sentido de que, si en un  procedimiento de índole no penal, se obtiene una prueba o información requerida sin que se haya hecho la advertencia constitucional contenida en el artículo 36 de la Constitución, sobre el derecho a no autoincriminarse, esa información, no podría ser utilizada posteriormente en un proceso penal en contra de la persona requerida sin su consentimiento. Sostuvimos entonces que cuando  en el Tratado (15.11.12) se establece que: “Cada Parte garantizará que en los procedimientos civiles judiciales relativos a la observancia de los derechos de propiedad intelectual, sus autoridades judiciales deberán estar facultadas para ordenar al infractor que proporcione cualquier información que posea respecto a cualquier persona(s) involucrada(s) en cualquier aspecto de la infracción… y proporcionarle esa información al titular del derecho”, es necesario entender que si tal información fue obtenida en sede no penal, y luego será utilizada en ésta, es necesario hacer las advertencias propias del artículo 36 de la Constitución. 


Luis Paulino Mora M.                                  
Gilberth Armijo S. 
Voto salvado de los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro. 

a- Inobservancia del principio de conexidad. 

Discrepamos del criterio mayoritario del tribunal y consideramos que tal como lo exponen los consultantes, sí existe un vicio esencial que violenta el principio de conexidad en el trámite legislativo de las reformas a la ley de propiedad intelectual. Plantean los consultantes que en el trámite de este proyecto se violó el principio de conexidad tal y como lo ha definido la jurisprudencia de esta Sala, pues después de dos cambios radicales, el proyecto tiene escasa o nula relación con el que presentó al parlamento  el Poder Ejecutivo y que dio origen al trámite legislativo cuyo contenido se objeta en la presente consulta.  Según lo exponen los consultantes, el proyecto originalmente presentado contenía reformas puntuales a cuatro artículos de la Ley de Procedimientos de Observancia de Derechos de Propiedad Intelectual Ley número 8039 y se le agregaban tres artículos “bis”. Se destaca en la consulta que durante el trámite del procedimiento legislativo, se evidencia, claramente, que el proyecto de reforma es mucho más amplio que el propuesto inicialmente,  incluyendo reformas a las reglas sobre principios generales, competencias de autoridades y variación sustancial de los delitos y sanciones. En este punto, los argumentos y los hechos que destacan los consultantes, son atendibles, aplicándose en estas condiciones el mismo razonamiento que expresamos, como voto de minoría, en la sentencia 2896-2008, cuando consideramos que: 

“……  en el trámite del proyecto de ley consultado hubo una violación al principio de conexidad, no sólo porque a las leyes reformadas se le adicionaron otros artículos a reformar (cuestión más cualitativa que cuantitaiva), sino porque este principio de conexidad debe ser más exigente cuando de las Comisiones Legislativas Plenas se trata. Recuérdese lo que este mismo Tribunal Constitucional resolvió mediante el voto número 2002-00058, indicándose expresamente que en las Comisiones con potestad legislativa plena los límites al derecho de enmienda deben ser estrictamente respetados de modo que el texto aprobado por esas Comisiones no trascienda o vaya más allá de aquel otro que fue del conocimiento del Plenario Legislativo al momento de aprobar la delegación:

“III.- La consulta versa sobre un Proyecto de ley delegado a una Comisión con Potestad Legislativa Plena. Al respecto, la Sala ha establecido que estas Comisiones son, por así decirlo, segmentos del cuerpo representativo que es la Asamblea, encargados por ésta de conocer y aprobar proyectos de ley mediante actos singulares de delegación que se manifiestan -como actos de voluntad- en relación con un texto determinado y cierto, por lo que los límites al derecho de enmienda evidentemente han de ser estrictamente respetados, de modo que el texto aprobado por esas Comisiones Permanentes no trascienda o vaya más allá de aquel otro que fue del conocimiento del Plenario Legislativo al momento de aprobar la delegación. Así, en la Sentencia núm.6744-99 de 17:36 hrs. de 1 de setiembre de 1999 la Sala consideró que:

“No obstante la facultad que el Plenario conserva de avocar en cualquier momento el debate o la votación de los proyectos que hubiesen sido objeto de delegación, ciertamente que tal facultad puede frustrarse en virtud de que para que sea exitosa se requiere de una mayoría de diputados que lo disponga. Desde esta óptica, las reformas al proyecto, que son francamente innovativas, inciden sobre la manifestación de voluntad de la Asamblea al punto de que, a juicio de este tribunal, vician el procedimiento, invalidándolo”.

En el mismo sentido, mediante otras resoluciones (ver al respecto la resolución número 2006-05298)  la Sala ha sostenido que emanan del principio democrático tanto el derecho de iniciativa, regulado en la Constitución, como el derecho de enmienda, del cual se ocupa el Reglamento legislativo al tratar las llamadas mociones de fondo y forma. Indicándose que, aunque el proyecto puede ser ajustado, no puede aprovecharse la enmienda para excluir de raíz la materia a la que el proyecto se refiere bajo la particular concepción de su proponente legítimo (ya fuera que se intente o no usurpar las ventajas de un proceso ya avanzado), pues ello haría nugatorio el derecho de iniciativa. Es aproximadamente en este sentido que se suele decir que el texto formulado con la iniciativa fija el marco para el ejercicio del derecho de enmienda (sentencia N°3513-94 de las 08:57 hrs. de 15 de julio de 1994); de este modo, ambos derechos son armonizados mediante el respeto del principio de conexidad.

Así entonces, al analizar las reformas al artículo 1.4.c de la Ley 6867 y de los artículos 7 inciso 23 y 78 inciso 3) de la Ley de Biodiversidad, N° 7788, se constata que todas estas adiciones tienen carácter innovativo y constituyen una violación sustancial del artículo 124 por incompetencia de la Comisión con Potestad Legislativa Plena Tercera al excederse de los límites establecidos en el acto delegante por parte del Plenario Legislativo; además un rompimiento del principio de conexidad y un exceso del derecho de enmienda de los diputados. En conclusión, el proyecto consultado viola el principio de conexidad por la introducción en Comisión Plena Tercera y durante el período de sesiones extraordinarias de reformas innovativas que no formaban parte del la iniciativa original ni del texto delegado por el Plenario Legislativo, reformas innovativas que modificaron cualitativamente el proyecto original al introducir el tema de los microorganismos…….” 


Reiterando los argumentos que se expusieron en el voto salvado, según cita textual, consideramos que se ha excedido la finalidad del proyecto original, produciéndose un ejercicio abusivo y excesivo del derecho de enmienda. Los cambios introducidos violentan principios constitucionales, según lo ha establecido esta Sala, especialmente en el voto 2000-3230, en el que se expresó que:   

“…la inclusión de modificaciones a un proyecto de Ley, por vía de moción de fondo, debe, en buena técnica legislativa, limitarse a cambiar el sentido o las consecuencias de ciertas disposiciones, y nunca a la introducción de temas novedosos y desconocidos para los diputados que intervienen en la dinámica legislativa, por cuanto ello implicaría la desnaturalización del trámite legislativo y la utilización de las figuras de la "moción de fondo" para -en realidad- provocar la discusión de un verdadero "nuevo proyecto". Para la inclusión de nuevos textos, deben seguirse, rigurosamente, los trámites establecidos en el artículo 124 de la Constitución Política, así como en el Reglamento de la Asamblea Legislativa, en especial en lo que se refiere a la iniciativa de la propuesta y a su publicación en el Diario Oficial "La Gaceta". (……) En caso de inclusión por vía de moción de un texto que pueda ser considerado innovador, en el sentido que acaba de ser explicado, se entiende que ha existido exceso en la facultad de enmienda con que cuentan los diputados, produciendo la inconstitucionalidad de dicha adición.” 

Los supuestos del caso que sustenta el precedente recién citado, recoge, en esencia, los yerros que se examinen en este apartado y que lesionan el principio de conexidad y de enmienda.  Consideramos, además, que la diversidad de materias que se modificaron en el proyecto sustitutivo, sí constituye una variación cualitativa y esencial del proyecto original, hecho que contraviene las exigencias del principio de conexidad. Es indiscutible que el criterio cuantitativo no es determinante, pero cuando las variaciones abarcan materias tan diversas, como en el caso en examen, la cantidad, variedad y amplitud de la modificación, se torna en una variación cualitativa medular  que sí constituye un ejercicio abusivo y excesivo del derecho de enmienda. El equilibrio que debe existir entre la iniciativa legislativa y el derecho de enmienda, expresión de un principio orgánico en el ejercicio del poder como el equilibrio de poderes y la vigencia de los frenos y contrapesos, se quebró en el procedimiento de la ley sometida a la presente consulta. La determinación de este equilibrio no se modifica sustancialmente si se trata de un proyecto de iniciativa del Poder Ejecutivo o del parlamento, puesto que tal limitación pretende impedir el abuso en el derecho de enmienda, que determina los límites del criterio mayoritario frente a las minorías; se trata de un equilibrio que no sufre ninguna variación esencial por el hecho que el proyecto haya sido una iniciativa del poder ejecutivo. El derecho de enmienda y el principio de conexidad son conceptos que siempre se definen en función del procedimiento legislativo, sin que sea determinante el origen de la iniciativa. El contenido del  principio de conexidad y del derecho de enmienda, no tiene un alcance o una naturaleza diferente cuando se trata de proyectos que propone el poder ejecutivo. Las exigencias, siempre son las mismas, porque lo que interesa es la vigencia de los principios constitucionales del procedimiento, cuyo contenido es inalterable, tanto si se trata de un proyecto que se origina en el parlamento o si se trata de una  iniciativa del poder ejecutivo. 

b- La aprobación de la “megamoción” constituye un vicio de procedimiento. Según exponen los consultantes, estiman que se conculcan los principios de publicidad y  las reglas sobre la consulta a la Corte Suprema de Justicia, al aprobarse la “megamoción” que contenía un texto diferente al que fue publicado y consultado. Si bien la moción número veintiuno  no presenta variaciones radicales, sí consideramos que de nuevo se produce un vicio procesal esencial en el trámite legislativo, puesto que tal como se expone en el apartado correspondiente, tales modificaciones no se consultaron, nuevamente, al poder judicial. Por otra parte, la amplitud de la llamada “megamoción” (la número veintiuno), reitera los vicios estructurales que hemos señalado en relación a la celeridad y premura que puede producirse cuando los proyectos sufren radicales variaciones en el trámite que se somete a las comisiones plenarias. No existe relación entre la amplitud de los cambios introducidos en la “megamoción” y el plazo en el que se pudieron evaluar tales variaciones. Este vicio esencial y estructural se aprecia muy claramente en la argumentación que exponemos cuando nos referimos a la inobservancia del principio de conexidad. Las variaciones que se introdujeron durante el trámite en la comisión plenaria, así como las  limitaciones que impone la simplificación y celeridad de este procedimiento legislativo, provocan una distorsión esencial del trámite legislativo que es incompatible con los principios constitucionales que rigen el procedimiento parlamentario.    

Gilbert Armijo S.




Fernando Cruz C.

VOTOS SALVADOS 


CONSULTAS LEGISLATIVAS AGENDA COMPLEMENTARIA, MAGISTRADOS ARMIJO SANCHO Y CRUZ CASTRO











